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I. ASISTENCIA
--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Retamales, Karim
--Castro González, Juan Luis
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio
--Cruz-Coke Carvallo, Luciano
--De Rementería Venegas, Tomás
--De Urresti Longton, Alfonso
--Durana Semir, José Miguel
--Ebensperger Orrego, Luz
--Edwards Silva, Rojo
--Espinoza Sandoval, Fidel
--Gahona Salazar, Sergio
--Galilea Vial, Rodrigo
--García Ruminot, José
--Gatica Bertin, María José
--Huenchumilla Jaramillo, Francisco
--Insulza Salinas, José Miguel
--Kast Sommerhoff, Felipe
--Keitel Bianchi, Sebastián
--Kusanovic Glusevic, Alejandro
--Kuschel Silva, Carlos Ignacio
--Lagos Weber, Ricardo
--Latorre Riveros, Juan Ignacio
--Macaya Danús, Javier
--Moreira Barros, Iván
--Núñez Arancibia, Daniel
--Núñez Urrutia, Paulina
--Órdenes Neira, Ximena
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pascual Grau, Claudia
--Prohens Espinosa, Rafael
--Provoste Campillay, Yasna
--Pugh Olavarría, Kenneth
--Quintana Leal, Jaime
--Rincón González, Ximena
--Saavedra Chandía, Gastón
--Sandoval Plaza, David
--Sanhueza Dueñas, Gustavo
--Sepúlveda Orbenes, Alejandra
--Van Rysselberghe Herrera, Enrique
--Velásquez Núñez, Esteban
--Walker Prieto, Matías
Concurrieron, además, los ministros del Interior, señor Álvaro Elizalde Soto; de Relaciones Exteriores, señor Alberto van Klaveren Stork; las ministras secretaria general de la Presidencia, señora Macarena Lobos Palacios; de Desarrollo Social y Familia, señora Javiera Toro Cáceres, y el ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Giorgio Boccardo Bosoni.

 Asimismo, se encontraban presentes los subsecretarios general de la Presidencia, señor Nicolás Facuse Vásquez, y del Trabajo, señor Pablo Chacón Cancino.
Actuó de Secretario General el señor Raúl Guzmán Uribe.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 21 señoras senadoras y señores senadores.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.
III. CUENTA

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor GUZMÁN (Secretario General) da lectura de la Cuenta, la cual, por ser un documento oficial, se inserta íntegramente y sin modificaciones.



“Ocho Mensajes de Su Excelencia el Presidente de la República



Con el primero, hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, en relación con las siguientes iniciativas:



-La que fortalece y moderniza el sistema de inteligencia del Estado (Boletín N° 12.234-02).



-La que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y otros cuerpos legales, con el objeto de fortalecer la institucionalidad municipal en materia de seguridad pública y prevención del delito (Boletines N°s 15.940-25 y 15.984-06, refundidos).



-La que modifica diversos cuerpos legales, con el objeto de modernizar el sistema de incentivos, extender la carrera a los futuros ingresos a Carabineros de Chile y establecer herramientas de gestión de la planta (Boletín N° 17.535-25).



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290 y otros cuerpos legales que indica, para hacer efectiva la exigencia de contar con aptitudes para conducir vehículos motorizados y regular otras materias relacionadas (Boletín N° 16.720-15).



Con el tercero, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, en relación con los siguientes proyectos:



-El que modifica la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública (Boletín N° 12.100-07).



-El que consagra funciones en materia de prevención social, situacional y comunitaria del delito, y de apoyo y asistencia a víctimas, a los gobiernos regionales (Boletín Nº 16.132-06).



-El que modifica la ley N° 19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional (Boletines N°s 16.223-29, 12.648-29, 14.984-29, 15.091-29, 15.598-29, 15.890-29, 15.904-29 y 15.919-29, refundidos).



-El que modifica la ley N° 21.074, sobre fortalecimiento de la regionalización del país, para denominar la “Región de Coquimbo” como “Región de Coquimbo de Gabriela Mistral” (Boletín N° 16.205-06).



-El que dicta normas sobre protección y fomento de la artesanía (Boletín N° 16.371-24).



-El que regula la extracción de áridos (Boletines Nºs 15.096-09 y 15.676-09, refundidos).



-El que modifica la ley N° 21.325, Ley de Migración y Extranjería, y otros cuerpos legales, en las materias que indica (Boletín Nº 16.072-06).



-El que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, para obligar a identificar y vincular a los pasajeros con su equipaje en el transporte interurbano (Boletín N° 16.519-15).



-El que reconoce la función de las y los recolectores de residuos domiciliarios y establece obligaciones para la protección de su salud y seguridad en el trabajo (Boletín N° 16.846-13). 



-El que modifica la ley N° 21.325 para perfeccionar el procedimiento de expulsión administrativa (Boletín Nº 16.836-06).



-El que fija un plazo máximo para que los proveedores de servicios de internet y telecomunicaciones entreguen registros de llamadas y otros antecedentes de tráfico comunicacional en delitos de crimen organizado y otros cuya investigación requiere especial celeridad (Boletín Nº 16.974-07).



-Reforma constitucional con el objeto de establecer como requisito para ser candidato a Presidente de la República, Senador y Diputado, el no haber sido condenado por delitos de violencia intrafamiliar, ni estar considerado en el Registro de Deudores de Alimentos (Boletines N°s 14.629-07, 13.835-07, 15.267-07, 15.269-07 y 14.641-07, refundidos).



-El que modifica diversos cuerpos legales para prohibir el porte y tenencia de armas de fuego a personas procesadas o condenadas por violencia intrafamiliar (Boletín N° 15.936-18).



-El que introduce la calificación jurídica de Ausente por Desaparición Forzada y crea un registro especial (Boletín N° 15.338-17).



-El que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, con el objeto de facultar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para autorizar establecimientos o talleres que realicen transformación de sistemas de propulsión de combustión interna a eléctricos, y otras adaptaciones, a vehículos motorizados en uso (Boletín N° 17.242-15).



-El que exime de trámites y reduce plazos para la ampliación y construcción de nuevos establecimientos penitenciarios (Boletín N° 17.312-07).



-El que modifica la Carta Fundamental, para reconocer el principio de igualdad entre hombres y mujeres en el sistema electoral (Boletín N° 17.506-07).



-El que modifica la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, y otros cuerpos legales, adecuándolos a la ley N° 21.430, sobre garantías y protección integral de los derechos de la niñez y adolescencia, y deroga la ley N° 16.618, Ley de Menores (Boletín N° 16.286-07).



-El que promueve, protege y garantiza los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas de Chile (Boletines Nos 15.776-17 y 9.363-04, refundidos).



-El que prohíbe la importación de mercancías, bienes o productos, provenientes de colonias o asentamientos en territorios ocupados considerados ilegales de acuerdo con las normas del derecho internacional, y sanciona su infracción (Boletín N° 16.105-07).



Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, en relación con los siguientes asuntos:



-El que dicta normas sobre transferencia de tecnología y conocimiento (Boletín N° 16.686-19).



-El que crea una Agencia de Financiamiento e Inversión para el Desarrollo (Afide), y la autoriza a participar en fondos de fondos (Boletín Nº 16.889-05).



Con el sexto y el séptimo, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, en relación con las siguientes iniciativas:



-La que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (Boletín N° 10.372-03).



-La que modifica diversos cuerpos legales para regular la comercialización de productos farmacéuticos y sancionar su venta ilegal (Boletín N° 15.850-11).



-La que modifica el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, para autorizar la destinación temporal de propiedades abandonadas por motivos de seguridad o salubridad pública (Boletín N° 16.675-06).



-La que define a los establecimientos de salud como asistenciales-docentes y señala las características de la relación entre la red de salud y las instituciones de educación superior (Boletín N° 14.088-11).



-La que modifica diversos cuerpos legales para suprimir la facultad judicial de ordenar notificaciones por medio de funcionarios de Carabineros (Boletín N° 15.905-25).



-La que modifica el Código Penal, para considerar como circunstancia agravante el ingreso clandestino al país (Boletín N° 17.026-07).



-La que crea el Sistema Nacional de Gestión de Datos, y modifica los cuerpos legales que indica (Boletín N° 17.590-05).



Con el último, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, en materia de responsabilidad del transportista escolar durante el traslado de niños, niñas y adolescentes (Boletín N° 16.433-18).



--Se toma conocimiento de los retiros y de las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República



Con el que retira la urgencia que hiciera presente en relación con el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República por el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar en el cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, al señor Omar Astudillo Contreras, correspondiente al Boletín N° S 2.648-05.



--Se toma conocimiento del retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código Aeronáutico para exigir a las empresas aéreas la entrega de información sobre sus pasajeros a las autoridades que indica, correspondiente al Boletín N° 17.203-15 (con urgencia calificada de “suma”).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el segundo, informa que ha aprobado el proyecto de ley que establece una bonificación por retiro anticipado a los funcionarios pertenecientes a la planta II de Suboficiales y Gendarmes de Gendarmería de Chile, correspondiente al Boletín Nº 17.642-05 (con urgencia calificada de “suma”).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del Excmo. Tribunal Constitucional



Comunica resoluciones dictadas en procedimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:



-artículos 26, inciso final, en la frase “Las decisiones que recayeren sobre estos incidentes no serán susceptibles de recurso alguno”, y 67 N°2, de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Rol N° 16612-25-INA).



-artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216 (Rol N° 16678-25-INA).



-artículo 472 del Código del Trabajo (Rol N° 16652-25-INA; Rol N° 16627-25-INA).



-artículos 248 c), y 259, inciso final, del Código Procesal Penal (Rol N° 16658-25-INA).



-artículos 8°, inciso primero, primera parte, y 22, inciso tercero, de la ley N° 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social (Rol N° 16624-25-INA).



-artículo 248, letra c), del Código Procesal Penal (Rol N° 16640-25-INA).



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Remite copias de sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad referidos a los siguientes preceptos legales:



-artículos 8°, inciso primero, primera parte, de la ley N° 17.322, y 472 y 476, inciso primero, del Código del Trabajo (Rol N° 16382-25-INA).



-artículos 768, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil, y cuarto transitorio de la ley N° 21.210, que moderniza la legislación tributaria (Rol N° 15884-24-INA).



-artículo cuarto transitorio de la ley N° 21.210, que moderniza la legislación tributaria (Rol N° 15952-24-INA).



-artículos 248, letra c), y 259, inciso final, del Código Procesal Penal (Rol N° 16086-24-INA).



-artículo 358, numerales 4° y 5°, del Código de Procedimiento Civil (Rol N° 16216-25-INA).



-artículo 2.331 del Código Civil (Rol N° 15533-24-INA).



--Se manda archivar los documentos.

De la señora Contralora General de la República



Envía, a requerimiento del Honorable Senador señor Sanhueza, Informe Final de Investigación Especial N° 637, de 2024, sobre el programa de útiles escolares de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, en el período correspondiente al año 2024. 

De la señora Ministra de Minería



Informa, a petición del Honorable Senador señor Kast, sobre los detalles del plan de implementación del nuevo sistema automatizado de monitoreo volcánico en el Observatorio Vulcanológico de Los Andes del Sur. 

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones



Atiende inquietudes del Honorable Senador señor Bianchi, relacionadas con las propuestas de las autoridades argentinas de establecer un cobro a camiones chilenos, por el uso de la infraestructura vial de la Ruta Nacional N° 40. 

Del señor Ministro (S) de Transportes y Telecomunicaciones



Se refiere a solicitud de información del Honorable Senador señor Van Rysselberghe, acerca del estado de ejecución del programa implementado en la región del Biobío denominado “Mi Taxi Colectivo Eléctrico”, el número de beneficiarios y los recursos dispuestos para su financiamiento. 

De la señora Subsecretaria de Salud Pública



Hace llegar respuesta a solicitud del Honorable Senador señor Araya, relacionada con la posibilidad de que se realicen fiscalizaciones periódicas en el sector que indica, de la ciudad de Antofagasta, afectado por situaciones de incivilidad. 



Allega antecedentes requeridos por la Honorable Senadora señora Rincón, respecto del eventual rechazo de la declaración de invalidez de la persona que señala, domiciliada en la comuna de Yerbas Buenas. 

Del señor Subsecretario (S) del Deporte



Informa al tenor de lo consultado por el Honorable Senador señor Keitel, respecto del proceso de contratación de servicios para la ceremonia de sorteo del Mundial Sub-20, organizado por la Federación Internacional de Fútbol Asociado, que se realizará en Chile durante el año en curso. 

De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles



Hace llegar respuesta a inquietud del Honorable Senador señor García, respecto de los problemas detectados en el servicio de distribución eléctrica en la localidad de Coipué Alto, de la comuna de Freire, que han generado daños en electrodomésticos de los hogares de ese sector. 

Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios



Se pronuncia sobre petición del Honorable Senador señor Castro Prieto, referida a la factibilidad de fiscalizar la operación de la planta de tratamiento de aguas servidas de la localidad de Copihue, emplazada en la comuna de Retiro. 

Del señor Director Ejecutivo (S) de la Corporación Nacional Forestal



Responde inquietud del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del “Proyecto +Bosques, Juntos contra el Cambio Climático”, iniciativa enfocada en la gestión sostenible de bosques nativos y la mitigación del cambio climático. 

Del señor Director de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile



Atiende requerimiento de la Honorable Senadora señora Sepúlveda, respecto de la situación previsional de la persona que menciona, que solicita la revisión de su pensión de retiro. 


Del señor Jefe de la Unidad de Gestión y Seguimiento de la Contraloría General de la República



Se refiere a diversas consultas formuladas por la Honorable Senadora señora Rincón, respecto del proceso de instalación y organización del Ministerio de Seguridad Pública. 



--Se toma conocimiento y quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de facilitar la construcción de equipamiento de seguridad para la prevención y combate de incendios (Boletín N° 17.525-14).



De la Comisión de Familia, Infancia y Adolescencia, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, con el objeto de facilitar el ejercicio de ese derecho a niños, niñas y adolescentes (Boletín Nº 16.461-36).



--Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señor Velásquez y señora Sepúlveda, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para excluir la posibilidad de aplicación de salidas alternativas, tratándose de imputados por los delitos contra la Administración del Estado que señala (Boletín N° 17.742-07).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Del Honorable Senador señor Castro Prieto, con la que inicia un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, para permitir la participación de personas condenadas, en los programas laborales que indica (Boletín N° 17.744-07).



De los Honorables Senadores señor Velásquez y señora Sepúlveda, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216, para impedir el acceso a penas sustitutivas, a los condenados por los delitos contra la Administración del Estado que indica (Boletín N° 17.746-07).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Gahona y Galilea, señoras Rincón y Vodanovic, y señor Coloma, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 3 de la ley N° 21.368, que regula la entrega de plásticos de un solo uso y las botellas plásticas, y modifica los cuerpos legales que indica, para permitir la entrega de productos biodegradables de un solo uso, en las condiciones que señala (Boletín N° 17.743-12).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente, Cambio Climático y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Flores y Gahona, señora Órdenes, y señor Chahuán, con la que inician un proyecto de ley que promueve la capacitación en primeros auxilios, reanimación cardiopulmonar y uso de desfibriladores externos automáticos, en los establecimientos que indica (Boletín N° 17.745-11).



--Pasa a la Comisión de Salud.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señor Kast, señoras Carvajal, Ebensperger, Órdenes, Pascual, Provoste y Sepúlveda, y señores Araya, Castro Prieto, Cruz-Coke, Durana, Edwards, Gahona, Galilea, García, Insulza, Keitel, Kusanovic, Kuschel, Latorre, Moreira, Núñez, Prohens, Pugh, Quintana, Sanhueza, Van Rysselberghe, Velásquez y Walker, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que, si lo tiene a bien, instruya la elaboración y promoción de iniciativas orientadas a garantizar y fortalecer el aprendizaje lector en los primeros niveles del sistema escolar, en los términos que indican (Boletín N° S 2.656-12).



--Queda para ser votado en su oportunidad.

Permiso constitucional



De la Honorable Senadora señora Aravena, a contar del día 10 de agosto de 2025, en virtud de lo dispuesto en el artículo 60 de la Constitución Política de la República”.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Se toma conocimiento y, si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.



(El señor Presidente hace sonar la campanilla en señal de acuerdo). 



El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GUZMÁN (Secretario General).- Los comités, en sesión celebrada el día lunes 11 de agosto del presente año, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Considerar en primer, segundo, tercer, cuarto, quinto, sexto y séptimo lugar, respectivamente, del Orden del Día de la sesión ordinaria correspondiente al martes 12 de agosto de 2025, las siguientes iniciativas:



Primero, proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones en la ley N° 20.249, que crea el espacio costero de los pueblos originarios, con el objeto de perfeccionar su implementación (boletín Nº 15.862-21).



El acuerdo de contemplar esta iniciativa en tabla fue adoptado con el voto en contra del Comité Mixto Partido Demócrata Cristiano e Independiente II. En tanto, el acuerdo de considerarla en el primer lugar del Orden del Día fue adoptado con el voto en contra del Comité Partido Comunista.



Segundo, proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, para promover la gobernabilidad y la representatividad del sistema político (boletín N° 17.640-06).



El acuerdo de contemplar esta iniciativa en tabla fue adoptado con el voto en contra de los Comités Partido Demócratas Chile y Partido Social Cristiano.



Tercero, proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Asociación Económica Integral entre la República de Chile y los Emiratos Árabes Unidos, suscrito en Abu Dabi, Emiratos Árabes Unidos, el 29 de julio de 2024 (boletín Nº 17.447-10).



Cuarto, proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce la función de las y los recolectores de residuos domiciliarios y establece obligaciones para la protección de su salud y seguridad en el trabajo (boletín N° 16.846-13).



Quinto, proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que moderniza el Sistema Nacional de Servicios de la Salud; fortalece al Fondo Nacional de Salud; crea el Servicio Nacional de Salud Digital; otorga facultades al Instituto de Salud Pública de Chile y a la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, y modifica normas que indica (boletín N° 17.375-11).



Sexto, proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia al filósofo argentino Alejandro Vigo Pacheco (boletín N° 16.150-06).



Séptimo, proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el contrato de buceo y actividades conexas (boletín N° 17.005-13).



2.- Considerar en el primer, segundo, tercer, cuarto y quinto lugar, respectivamente, del Orden del Día de la sesión ordinaria correspondiente al miércoles 13 de agosto de 2025, las siguientes iniciativas:



Primero, proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el desarrollo de plataformas de apuestas en línea (boletín Nº 14.838-03).



Segundo, proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el sistema de incentivos, extender la carrera a los futuros ingresos a Carabineros de Chile y establecer herramientas de gestión de la planta (boletín N° 17.535-25).



Tercero, proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.422, con el objeto de otorgar prioridad a personas con discapacidad en la atención de servicios públicos (boletín N° 16.396-35).



Cuarto, proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece reglas especiales de vigencia de la cédula de identidad para personas mayores (boletín N° 16.121-35).



Quinto, proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para prohibir el porte y tenencia de armas de fuego a personas procesadas o condenadas por violencia intrafamiliar (boletín Nº 15.936-18).



Es todo, señor Presidente, con relación a los acuerdos de comités.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Saludamos a una delegación de diez personas de la Fenasinaj, que hoy nos visitan, invitadas por la senadora Pascual.



(Aplausos en tribunas).



¡Se aplauden ellos mismos, así que los felicito!



¡Bien!

)------------(

El señor OSAANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Carlos Ignacio Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Gracias, Presidente.



Quiero solicitarle que recabe la unanimidad de la Sala para que, si lo tiene a bien, se autorice tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto que otorga la nacionalidad por gracia al señor Alejandro Vigo Pacheco, que figura en el número 6 en la tabla. 



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud?

El señor WALKER.- No, Presidente.

El señor NÚÑEZ.- No. 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- No hay acuerdo, senador. 

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE SENADOR COLOMBIANO MIGUEL URIBE TURBAY, RECIENTEMENTE FALLECIDO A RAÍZ DE UN ATENTADO EN SU CONTRA

 El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Cruz-Coke.

El señor CRUZ-COKE.- Presidente, además de saludarlo a usted y a todos mis colegas, quiero informar que ha fallecido, después de agonizar dos meses, el precandidato presidencial y senador colombiano Miguel Uribe Turbay. 



Por ello quiero solicitar que, en el momento que usted lo estime conveniente, podamos rendirle un minuto de silencio.



El senador Uribe Turbay fue asesinado producto de la violencia política que existe en Colombia.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Lo haremos inmediatamente, entonces. 

El señor CRUZ-COKE.- Gracias, Presidente.



(Los asistentes se ponen de pie y la Sala guarda un minuto de silencio).
El señor OSSANDÓN (Presidente).- Muchas gracias.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la honorable senadora señora Paulina Núñez.

La señora NÚÑEZ.- Muchas gracias, señor Presidente.



De conformidad con lo establecido en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicito, por acuerdo de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que recabe la autorización de la Sala para refundir los proyectos correspondientes a los boletines números 17.608-07 y 10.803-07.



La primera iniciativa modifica la ley N° 20.600, que crea los tribunales ambientales, en cuanto a las normas de subrogación de sus miembros y al término de su período. 



La segunda modifica la misma ley en materia de nombramiento y duración de los cargos de ministros en los referidos tribunales. 



Ambos proyectos se encuentran en primer trámite constitucional.



Gracias, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo que plantea la senadora? 



Acordado.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el honorable senador Daniel Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Gracias, Presidente.



En sesión celebrada hoy en la mañana la Comisión de Economía acordó solicitar a la Sala refundir el proyecto, iniciado en moción del senador Huenchumilla, que modifica la Ley General de Bancos, para exceptuar del secreto bancario a las autoridades que señala (boletín N° 17.038-03), con los proyectos de ley, iniciados en mociones de los senadores señora Sepúlveda y señor Velásquez, que modifican la Ley General de Bancos, con el objeto de establecer excepciones al secreto y reserva bancaria (boletines números 14.955-03 y 15.697-03, refundidos).



Lo anterior, dado que todos los proyectos comparten sus ideas matrices y se encuentran en idéntico trámite constitucional y reglamentario.



Por lo tanto, Presidente, solicito que recabe el acuerdo de la Sala para que acceda a lo solicitado y autorice refundir los señalados proyectos.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



Así se acuerda.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la senadora Órdenes.

La señora ÓRDENES.- Gracias, Presidente.



Son dos solicitudes.



Primero, en mi calidad de presidenta de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación, quiero solicitar que recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo de indicaciones, de 15 días, para el proyecto de ley que dicta normas sobre transferencia de tecnología y conocimiento (boletín N° 16.686-19), actualmente en segundo trámite constitucional. 



Y, por otro lado, quiero solicitar que recabe el acuerdo de esta Sala para abrir un nuevo plazo de indicaciones, en este caso de 30 días, para el proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad de prospectiva y desarrollo sostenible basada en conocimiento y modifica la ley N° 21.105, actualmente en primer trámite constitucional (boletín N° 16.441-19).

 

Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para acceder a ambas solicitudes?



Así se acuerda.
)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la senadora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE.- Presidente, quiero agradecer su disposición y solicitar que nos podamos sumar a colaborar en la colecta que realiza habitualmente Edudown.



Los senadores, las senadoras y los funcionarios pueden pasar a hacer su aporte a una corporación sin fines de lucro que atiende a niños, niñas y jóvenes con síndrome de Down. 

El señor LAGOS (Vicepresidente).- ¡El Vicepresidente ya se puso…!

La señora PROVOSTE.- Sí. Agradecemos al Vicepresidente, quien ya inauguró la colecta.

El señor ROJO.- ¡Muy bien!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¡Esta es la campaña más barata…! ¡Por luca se hizo campaña…!



Así que todos los que quieran aportar a la campaña ahí tienen el tarrito.



¡Espero que “suelten la mano”...!



Muy bien, senadora.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la senadora Ximena Rincón.

La señora RINCÓN.- Gracias, Presidente.



Como presidenta de la Comisión de Hacienda y por acuerdo de ella, queremos pedir un nuevo plazo de indicaciones para el proyecto de ley sobre subsidio eléctrico para el próximo lunes 18 en la mañana.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo en lo solicitado? Sería hasta las 12 horas del día indicado.



Se accede.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Senador Núñez, ¿pidió la palabra de nuevo? 



(El senador hace un gesto de negación). 



Entonces, pasamos al primer proyecto. 



¿Quién lo presentará? ¿El presidente de la Comisión de Pesca?



¿Senador Espinoza?



(El Secretario General le recuerda al Presidente que el proyecto está en segunda discusión).



¡Ah!, estamos en la segunda discusión.



¿Quiere hablar usted, senador?

El señor ESPINOZA.- Tengo entendido que el proyecto no fue informado en la primera discusión.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Sí se informó y se hizo la primera discusión. Ahora corresponde la segunda y la votación.

El señor ESPINOZA.- Ya.



Entonces, haré uso de la palabra…

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Quiere hablar ahora o después?

El señor ESPINOZA.- Inmediatamente. ¿Puede ser?

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Me espera un segundo, para ordenar la discusión.



El señor Secretario hará primero una pequeña relación del proyecto.

)------------(

La señora PROVOSTE.- Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Senadora Provoste, tiene la palabra.

La señora PROVOSTE.- Presidente, solicito ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre desalinización, que está actualmente en la Comisión de Recursos Hídricos. 



El plazo vencía en el día de hoy. Pido alargarlo hasta el viernes.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para acceder a lo requerido por la senadora Provoste? Plazo hasta el viernes, a las 12 horas.



Se acuerda.



Pasamos al Orden del Día.

IV. ORDEN DEL DÍA

PERFECCIONAMIENTO DE IMPLEMENTACIÓN DE LEY QUE CREA ESPACIO COSTERO DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS

El señor OSSANDÓN (Presidente).- El señor Secretario hará la relación del proyecto y, posteriormente, intervendrá el senador Espinoza.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- El señor Presidente pone en segunda discusión en general el proyecto de ley, iniciado en moción de los honorables senadores señores Espinoza, Kuschel, Saavedra y Sandoval y del entonces senador señor Elizalde, en primer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 20.249, que crea el espacio costero de los pueblos originarios, con el objeto de perfeccionar su implementación, iniciativa correspondiente al boletín N° 15.862-21.



--A la tramitación legislativa del proyecto (boletín 15.862-21) se puede acceder a través del vínculo ubicado en la parte superior de su título.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- La Sala del Senado se abocó al análisis de este asunto en la sesión del 15 de julio de 2025, oportunidad en la cual fue solicitada segunda discusión a su respecto, quedando terminada la primera.



Posteriormente, con fecha 4 de agosto de 2025, los comités acordaron que el proyecto de ley sea discutido en Sala solamente en general. 



Para tales efectos es dable recordar lo siguiente.



El objetivo del proyecto es armonizar las normas de uso consuetudinario del borde costero con las demás actividades desarrolladas en este, en materia de procedimiento, destinación del espacio costero marino, criterios de decisión entre solicitudes que sean incompatibles, y el plan de administración.


Esta iniciativa de artículo único fue analizada por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, instancia que la aprobó en general por la mayoría de sus miembros presentes. Votaron a favor los honorables senadores señores Espinoza, Kuschel y Sandoval, y se abstuvo el honorable senador señor Núñez. En particular se sancionó en los términos y con las votaciones que se registran en su informe.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 187 y siguientes del informe de la Comisión y en el boletín comparado que sus señorías tienen a su disposición.



Es todo, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Espinoza.

El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero referirme a algo relacionado con la iniciativa que me parece importante dar a conocer.



Estoy en absoluto desacuerdo, ¡en absoluto desacuerdo! -quiero que quede muy claro-, con las palabras vertidas por el ex Presidente de la República Eduardo Frei Ruiz-Tagle, quien señaló que hay que “matar la ley lafkenche”. No estoy de acuerdo con eso -quiero ser claro-, porque el proyecto de ley que estamos discutiendo, y que esperamos que sea aprobado, pretende modificar una ley que tiene un espíritu muy bueno, pero que ha sufrido situaciones que han provocado imperfecciones en su aplicación.



Por eso presentamos esta iniciativa junto con los senadores Kuschel, Saavedra y Sandoval y el entonces senador Elizalde. Por cierto, me siento muy pero muy orgulloso de que el ahora ministro haya sido parte de la firma de esta moción.



¡Qué mayor orgullo que un ahora ministro de Estado haya firmado este proyecto! Tiene mucha importancia.



El objetivo principal de la iniciativa, estimados colegas, es armonizar el uso consuetudinario del borde costero por parte de nuestros pueblos originarios con el desarrollo de otras actividades.



¡Este no es un proyecto contra los pueblos originarios! Quiero dejar eso muy en claro, porque aquí ha habido tergiversaciones, parlamentarios que han dicho que este es un proyecto prosalmonero. ¡Nada que se le parezca!



Esta iniciativa de ley fue solicitada por el mundo de la pesca artesanal, que se ha visto disminuida, que se ha visto atropellada y pisoteada por el hecho de entregarse espacios costeros marítimos protegidos a ciertas comunidades, que son miles de hectáreas. Ante ello, hoy día los pescadores artesanales tienen poco menos que pedir permiso para salir a pescar, o no pueden renovar sus concesiones.



En efecto, colegas, la solicitud de un ECMPO implica prácticamente ¡siete u ocho años de tramitología! Y en esos siete u ocho años se congelan absolutamente todas las actividades económicas en ese borde costero, incluso las renovaciones de las concesiones. De esta forma, si un sindicato de pescadores tiene una concesión, no la podrá renovar durante todo el lapso en que una solicitud esté en tramitación.



Por ejemplo, si una caleta pesquera o una zona costera tiene un proyecto de obras públicas, a través de la Dirección de Obras Portuarias, para construir una rampa, no podrá hacerla si hay una solicitud de espacio marino costero protegido en trámite.



Esos son los temas que este proyecto busca resolver, mejorando la ley.



Las leyes son perfectibles. Las leyes, cuando tienen problemas, pueden ser mejoradas. Ninguna ley está escrita en piedra.



Por eso está el Parlamento, institución denostada hoy día por José Antonio Kast, quien ha señalado que el Congreso no tiene importancia para Chile. ¡Y él fue parlamentario! ¡Qué paradojal! ¡Qué paradojal que el señor Kast, quien quiere presidir los destinos de nuestro país, diga que el Parlamento no tiene importancia!



Ese es un sesgo absolutamente de autoritarismo; es no valorar un poder del Estado del cual él fue parte.



¡Nos parece vergonzoso!



Pero no me desviaré de las modificaciones a la ley lafkenche. Solo lo dije a modo de antecedente.



La ley N° 20.249, conocida como “ley lafkenche”, fue promulgada el 2008 y busca reconocer y proteger el uso consuetudinario que los pueblos originarios han ejercido ancestralmente sobre el borde costero. Esta ley creó los ECMPO, espacios marinos delimitados, cuya administración se entrega a comunidades o asociaciones indígenas para resguardar sus tradiciones y el uso de los recursos naturales.



Sin embargo, tras más de dieciséis años de implementación, han surgido dificultades: algunas como las que he mencionado y otras con carácter de corrupción -quiero dejarlo bien claro-. 



Ha habido situaciones de corrupción en nuestras regiones, donde unos pocos dirigentes inescrupulosos de comunidades están cobrando millonarios recursos para desafectar ciertas áreas costeras y entregarlas al uso de alguna actividad económica, no necesariamente salmonera, de mitilicultura u otras que hay en el borde costero, incluso de la pesca artesanal.



¡Oiga, y no cobran 2 millones de pesos, sino 30, 40 millones en efectivo!



Quiero ser muy claro y responsable en esto. De hecho, se han abierto investigaciones sobre la materia en la Fiscalía de Puerto Montt.



Tras dieciséis años de la implementación de esta ley, han surgido dificultades:



-Tiempos de tramitación excesivos: nosotros creemos que los tiempos de tramitación son excesivos, y lo que este proyecto busca precisamente es que eso disminuya. Los procedimientos para entregar un ECMPO, que legalmente no debieran superar los catorce meses, en la práctica se extienden a seis, siete años, en promedio. Eso es inaceptable, porque se paraliza todo, ¡se congela todo! No se puede hacer nada mientras hay una solicitud de ECMPO en curso.



-Efecto suspensivo prolongado: la sola presentación de una solicitud de ECMPO congela la tramitación de cualquier otra concesión, como lo he dicho precedentemente. La demora en la resolución de estas solicitudes provoca paralización de inversiones y de desarrollo de otras actividades por un tiempo indefinido.



-Solicitudes desproporcionadas: se han registrado casos de comunidades pequeñas, de solo veinte socios, que solicitan extensiones de más de cientos de miles de hectáreas, generando incertidumbre y conflictos con otros usuarios del borde costero.



-Conflictividad social: la aplicación de la ley, Presidente, ha generado tensión entre las comunidades indígenas y los pescadores artesanales, los mitilicultores y la industria acuícola, quienes perciben los ECMPO como una amenaza para el desarrollo de sus actividades.



-Mal uso de la norma: han surgido denuncias sobre un uso instrumental de la ley, con lo cual las solicitudes se utilizan para obstaculizar proyectos de inversión o para fines de lucro, como el cobro por desafectar áreas para permitir el desarrollo de otras actividades. 



-Falta de representatividad: con estas modificaciones queremos que no haya falta de representatividad. Muchas veces las solicitudes son presentadas por dirigentes sin el conocimiento de su asamblea. Lo que decimos en el proyecto es que, por lo menos, como ocurre en una junta de vecinos, el 50 por ciento más uno de los socios sepa que su comunidad va a pedir un ECMPO. Nadie podría enojarse por ello. 


-Debilidad institucional: organismos claves en el proceso, como la Corporación Nacional Indígena (Conadi), que ha sido un desastre en este tema -quiero decirlo con todas sus letras-, y la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, no cuentan con los recursos suficientes para tramitar las solicitudes de manera expedita y rigurosa.


 ¿Cuáles son las modificaciones que hemos propuesto? Lo señalaré en estos tres minutos finales.



El proyecto, tras su discusión en la Comisión, donde se recibieron a alrededor de cuarenta y cuatro organizaciones de todos los sectores (pesca artesanal, científicos, empresarios, comunidades de pueblos originarios), presenta las siguientes modificaciones:



-Compatibilización de usos: se establece explícitamente que la ley debe procurar la compatibilización de todos los usos del borde costero, promoviendo un desarrollo armónico e integral. 



-No impedir otros usos: se determina que la asignación de un ECMPO no impide el desarrollo de otros usos que estén permitidos y autorizados por la normativa vigente. 



-Límite a las solicitudes: se prohíbe que una misma persona, comunidad o asociación participe en más de una solicitud de ECMPO de manera simultánea. Si se presentan varias solicitudes, se considera válida la primera. 



-Acreditación de representatividad: se exige que las solicitudes acrediten la efectiva representatividad de los solicitantes.



-Participación de la pesca artesanal: se incluye a las organizaciones de pescadores artesanales en el proceso de consulta que realiza la Conadi. Hoy día esto no existe. 



-Exclusión de caletas y caladeros: nosotros queremos que las caletas y los caladeros de la pesca sean excluidos de los ECMPO, de pleno derecho. Con esta medida estaríamos protegiendo estos espacios vitales para la pesca artesanal. 



Eso no es defender a las salmoneras, como dijo una diputada del mundo de los pueblos originarios en la Cámara Baja; es defender a los pescadores artesanales. Así que le pediría a la parlamentaria que leyera el proyecto.



-Limitación del efecto suspensivo: la suspensión de otras tramitaciones solo comenzará una vez que la Conadi haya emitido el informe que acredite el uso consuetudinario, y para ello se establece un plazo de dos años, ¡no de ocho!, como hoy día ocurre. 



Y la suspensión -esto es muy importante, colegas- no afectará la renovación de áreas de manejo de recursos bentónicos y otros recursos hidrobiológicos. 



-Restricciones a solicitudes sucesivas: también planteamos dentro de las modificaciones que, si una petición es rechazada, ninguna comunidad podrá volver a solicitar el mismo territorio en el plazo de un año, que es una medida bien parecida a la que nos rige a nosotros con los proyectos de ley, en cuanto a que, si es rechazada una iniciativa en general en una de las cámaras, no podemos presentar un nuevo proyecto en la misma materia antes de un año. 



La comunidad o asociación específica cuya solicitud fue rechazada no podrá volver a solicitar el mismo sector en un plazo de tres años.



Le pido un minuto final o minuto y medio, Presidente, por favor. 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Uno, senador.

El señor ESPINOZA.- Bien.



Sigo.



-Presentación del plan de administración: se exige que este plan se presente junto con la solicitud inicial y no un año después de otorgado el ECMPO. Hoy día los planes de administración se piden cuando ya se entregó el espacio costero marino, y nosotros queremos que los planes sean conocidos antes. Es decir, cuando se presente la solicitud de ECMPO, que esta venga con un plan para que sepamos qué se va a hacer con el uso de ese borde costero.



 -Y, por último, las sanciones por incumplimiento: nosotros queremos establecer la sanción de dejar sin efecto la declaración de un ECMPO cuando la comunidad o asociación asignataria impida de manera reiterada el libre acceso, tránsito o navegación en el espacio costero.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Terminó, senador? 

El señor ESPINOZA.- Estoy terminando, Presidente.



Esas son las modificaciones que hemos planteado.



Quisiera aprovechar de decirle a la ministra Orellana que se preocupe de la situación que está ocurriendo hoy día en Puerto Montt, donde una concejala del Partido Liberal denunció un hecho gravísimo: fue incentivada por una autoridad para acusar una enfermedad -TEA- en una votación del Concejo Municipal de Puerto Montt. Es un tema gravísimo que hoy día ha salido en el diario El Llanquihue, y yo quiero que usted, ministra, lo conozca, porque ha defendido los temas de las mujeres. 



Es importante que el país sepa qué autoridad fue la que le sugirió aquello en la votación del Concejo Municipal de Puerto Montt para autorizar el viaje del alcalde Wainraihgt a Israel. Ella votó a favor de ese viaje. O sea, una autoridad de nuestro país pidió que ella acusara que su votación fue producto de la enfermedad que tenía.



La concejala acaba de renunciar al Partido Liberal en la mañana del día de hoy. Es una situación extremadamente grave y es bueno que la ministra la conozca.



Perdone, Presidente, que me haya ido a un tema que no corresponde. Pero aproveché la presencia de la señora ministra, a quien respeto muchísimo.



Muchas gracias. 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¡Por esta vez lo perdonamos…!

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Bianchi, por un tema de reglamento.

El señor BIANCHI.- Presidente, yo había pedido la palabra después de la Cuenta. Así que disculpe si enfrío la discusión. Me imagino que, ¡producto de la miopía, de la presbicia…!, no me vieron acá. 



Hay un tema relevante que tiene que ver con el método de recaudación que tenemos, el que, a mi parecer, es sospechoso, antojadizo o, al menos, poco claro. Me refiero a las contribuciones, respecto de lo cual usted, Presidente, presentó un proyecto, y yo formulé otro, además de varias reformas constitucionales que están en la Comisión de Constitución. 



Entonces, quiero pedir que la referida instancia emita el informe que está pendiente. Solamente así, después de tramitado ese informe que valide y ratifique que los parlamentarios podemos ejercer este poder constituyente derivado, podremos empezar la discusión respectiva. 



Esto me parece relevante, atingente. 



Señor Presidente, solicito que la Comisión de Constitución, de una vez por todas, emita dicho informe, para que así podamos tramitar el tema de las contribuciones.



Gracias.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Vamos a remitir a la Comisión de Constitución un oficio con la solicitud que ha formulado, senador. 



Igual me gustaría que usted conversara con la presidenta de la Comisión, cuando la tenga al lado, para que nos ayudara en ese proceso. 



Gracias. 

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Para referirse al proyecto, tiene la palabra el senador David Sandoval.

El señor ESPINOZA.- Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Senador?



Perdón, senador Sandoval.

El señor ESPINOZA.- Solo deseo plantear que la referencia final que hice en mi intervención fue para que la señora ministra presente le haga llegar el caso a su colega la ministra de la Mujer.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Así lo entendimos, senador.



No se preocupe. 



Senador Sandoval, tiene la palabra.

El señor SANDOVAL.- Muchas gracias, Presidente. 



Por su intermedio, aprovecho de saludar a la ministra aquí presente. 



Este proyecto efectivamente busca introducir algunos perfeccionamientos más bien de orden y armonizar, compatibilizar los diferentes usos del borde costero, principalmente aquellos llevados a cabo por los pueblos indígenas, pescadores artesanales y otras actividades económicas relevantes en las diferentes caletas y en el litoral de nuestro país.



 Las dificultades surgidas por la aplicación de la ley N° 20.249 relacionadas con el procedimiento de resolución de las solicitudes de ECMPO, específicamente en cuanto a la acreditación del uso consuetudinario, a los plazos de asociación, a la extensión de los territorios requeridos y otros, han generado una discusión a partir de la cual evidentemente hay que hacerse cargo de esa realidad.



 Fui patrocinante de la iniciativa que presentó el senador Espinoza, junto con prácticamente todos los miembros de la Comisión de Pesca. 



Esta reforma introduce algunas modificaciones, como las referidas al artículo 1° de la ley, donde se señala que el eje fundamental es precisamente compatibilizar los diferentes usos legítimos del borde costero conforme a la política nacional de este uso, armonizar y equilibrar los diferentes intereses que se plantean. 



Se agrega un principio de buena fe, eficiencia, eficacia y celeridad en el procedimiento, con lo cual se otorga certidumbre y se evitan dilaciones administrativas, como las que bien señalaba el senador Espinoza. 



El proyecto se hace cargo de esta problemática promoviendo una institucionalidad más ágil y transparente, ya que el principal problema de la actual ley es la incertidumbre de los pescadores y los enormes plazos de tramitación que se generan.



 Por otro lado, hay un avance clave que consiste en eliminar o regular adecuadamente el efecto suspensivo automático, que paraliza otras concesiones durante la tramitación. Como bien se ha dicho, suele demorar más de lo que normalmente tarda un procedimiento de esta naturaleza: muchas veces es por años. 



En ese sentido, hay un aspecto que es fundamental -probablemente será materia de otra ley, porque aquí tenemos limitación de hasta dónde avanzar- y apunta a cómo la Conadi establece los usos consuetudinarios y cómo sus informes se hacen parte de una realidad que genera serios cuestionamientos con relación a la acuciosidad y seriedad con la cual se plantean. 



A modo de ejemplo, Presidente, en este contexto le puedo señalar que en la región de Los Lagos hay cincuenta y nueve solicitudes para 1,6 millones de hectáreas, ¡cincuenta y nueve solicitudes!; en la región de Aysén, solamente tres solicitudes para 1,1 millones de hectáreas, y en la región de Magallanes, solo dos para una cifra equivalente a más de un millón de hectáreas. 



Esto, evidentemente, genera una discusión de hasta dónde realmente la Conadi puede determinar de manera acuciosa el uso consuetudinario de una comunidad indígena. Dicho sea de paso, fue rechazado casi unánimemente, salvo una sola abstención, el otorgamiento de esta concesión en la región de Aysén, porque es prácticamente imposible que la Conadi haya podido certificar el uso consuetudinario para más de 600.000 hectáreas por una comunidad de menos de treinta personas. Quienes conocemos el litoral aisenino sabemos que no existe una viabilidad de esta naturaleza.



Por eso, Presidente, se precisa actualizar estos criterios para resguardar la representatividad legítima de los solicitantes, estableciendo los quorums y limitando a una única solicitud por persona, porque muchas veces pasaba que una misma persona presentaba dos o tres solicitudes paralelas, lo que evidentemente contradecía el objetivo de fondo de la legislación.



De igual forma, se establecen períodos de espera (un año tras el rechazo inicial), ya que pronto se presentaban nuevas solicitudes, con lo que se generaba de nuevo la misma discusión.



Y queremos dejar muy en claro que ninguno de los miembros de la Comisión entró en cuestionamiento de la ley N° 20.249. La discusión se planteó fundamentalmente en el hecho de que la norma no puede usarse, en definitiva, para alterar los propósitos o para fines distintos, y no necesariamente a promover el objetivo esencial de la ley: armonizar los intereses de los diferentes sectores frente a determinado espacio marítimo. Cabe mencionar que el uso de la legislación había sido objeto de serios cuestionamientos. 



Por eso, Presidente, llamamos a avanzar en el perfeccionamiento de esta ley y a votar a favor de esta iniciativa al objeto de reducir la incertidumbre, la inseguridad y evitar precisamente los conflictos entre las propias comunidades indígenas y entre las comunidades indígenas y otros actores, como los mismos pescadores artesanales.



Muchas gracias, Presidente. 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias, senador.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Saludamos a una delegación de nueve integrantes de la Federación de Estudiantes de la Universidad Andrés Bello, sede Viña del Mar, que se encuentran en las tribunas invitados por el senador Latorre.



¡Bienvenidos!



(Aplausos en la sala y en tribunas).



¡Tienen que aplaudirse, pues!



(Aplausos en tribunas).



¡Eso!



¡Ahí sí!

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Iván Moreira.

El señor MOREIRA.- Gracias, Presidente.



Antes de hacer uso de la palabra, con la finalidad de ir acelerando la discusión de los proyectos que tenemos en carpeta para hoy, quiero pedir que se abra la votación.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- No hay acuerdo, senador.

El señor MOREIRA.- Bien. 



No hay ningún problema. 



Esta famosa ley lafkenche, de alguna manera, proponía una fórmula de muy buena fe, pero se ha prestado para usos verdaderamente inaceptables en lo que dice relación con la creación de los espacios costeros marinos de pueblos originarios, lo que se ha denominado los “ECMPO”.



Esta legislación se ha transformado en un espacio que ha llevado a críticas transversales sobre su implementación, los tiempos de tramitación, las salvaguardias excesivas, la facilidad con que se pueden interponer las solicitudes, la falta de rigurosidad en individualizar a quienes pueden hacer dichas presentaciones y por permitir, en pocas palabras, la paralización de cualquier actividad en la zona donde se formula una solicitud. 



Los ECMPO, como se ha señalado aquí, tienen por objeto resguardar el uso consuetudinario de dichos espacios para mantener las tradiciones. Y me parece bien que así sea. Pero, así como hay experiencias positivas, hay otras que solo significan una traba para toda la región donde se presenta la solicitud. Es lo que sucede en la región de Los Lagos, la más afectada.



El propio ministro de Economía de este Gobierno, Nicolás Grau, reconoció que había un problema dada la extensión geográfica de las solicitudes, un verdadero exceso.



Por lo mismo, se requieren modificaciones legales para que la normativa funcione como fue pensada y no permitir el mal uso y tergiversación de su espíritu. 



Si bien es cierto que para cualquier modificación de esta ley se establece una consulta indígena, en este caso no corresponde. Entiendo que nadie está por derogar la ley lafkenche. Lo que se busca es hacerla operativa, darle legitimidad social para que sea reconocida como un aporte y no como un obstáculo al desarrollo regional. 



Quiero reiterar -lo he dicho siempre- lo que significa eliminar o regular adecuadamente el efecto suspensivo automático que paraliza otras concesiones durante la tramitación de los ECMPO. Una medida destacada por diversos actores, incluidos dirigentes artesanales y representantes del sector salmonero.



Como se ha dicho acá, esta no es una ley para proteger y ayudar al mundo salmonero. Va mucho más allá, ya que el mecanismo de tramitación actual congela procesos entre siete y ocho años, afectando proyectos de desarrollo, obras fiscales y concesiones legítimamente otorgadas.



Esta iniciativa, presentada por parlamentarios, busca precisamente regularizar y optimizar los procesos que considera la ley, para no seguir con estas trabas que lo único que hacen es generar problemas. Y todos sabemos que muchas veces se pide hasta peaje para que las distintas actividades económicas puedan funcionar. 



Esto se ha prestado verdaderamente para usos inaceptables. Por ello, espero que este proyecto de ley sea aprobado en la sala del Senado.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la ministra.

La señora TORO (ministra de Desarrollo Social y Familia).- Muchas gracias, Presidente.



Por su intermedio, saludo a todos los senadores y las senadoras. 



Quiero plantear, a propósito de este proyecto de ley, la posición que ya expuso en su momento el Ejecutivo en la Comisión.



Por supuesto, se reconoce la importancia de la normativa al crear los espacios costeros marinos de los pueblos originarios para preservar sus usos y costumbres indígenas, entregando la administración a comunidades o asociaciones, lo que no implica, ciertamente, la propiedad de estos espacios, y siempre y cuando no existan derechos constituidos por terceros. Por supuesto, la Conadi debe haber acreditado los usos y costumbres alegados.



Entendemos la motivación y las preocupaciones que se han planteado durante la discusión respecto de la aplicación de la ley. Y también reconocemos que ha habido algunas dificultades, especialmente en los tiempos y las demoras que toman las tramitaciones de muchas de estas solicitudes, tanto en la declaración de un espacio costero marino de los pueblos originarios como en el paso siguiente, que es su puesta en operación. 



Sin perjuicio de eso, desde el Ejecutivo creemos que estas dificultades tienen más que ver con problemas de implementación que con el texto de la ley. De hecho, la normativa actual dispone un plazo máximo para el otorgamiento de estas solicitudes, que, tal como se ha señalado, efectivamente se extiende en la práctica mucho más de lo establecido. 



Por eso hemos impulsado un conjunto de medidas administrativas, que están coordinadas en una mesa intersectorial de nivel central, donde participa el Ministerio de Desarrollo Social -a través de la Conadi-, pero también lo hacen la Subsecretaría de Pesca y la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, entidades que intervienen en este proceso. 



En tal sentido, quiero dar cuenta de algunas de las medidas que hemos adoptado en esa dirección.



Por ejemplo, en el caso del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, este año 2025 se fortaleció la dotación de Conadi, para mejorar los tiempos de emisión de los informes de usos consuetudinarios. Eso ha permitido agilizar y avanzar en tramitaciones que llevaban mucho tiempo esperando.



A la vez, se han realizado acciones de capacitación dirigidas a las distintas seremis y capacitaciones focalizadas en municipios y comunidades con planes de administración vigentes, para facilitar una buena implementación. 



Y también estamos avanzando en la elaboración de una circular, que esperamos que se pueda dictar en los próximos meses, para mejorar la emisión de los informes de uso consuetudinario.



Por su parte, la Subsecretaría de Pesca ha adoptado medidas para ordenar los procesos internos de tramitación, como la actualización del memorándum que rige estos procedimientos, unifica criterios y su difusión; además de distintas medidas de capacitación y otras para agilizar y hacer más eficientes las gestiones. 



En el caso de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, se elaboró un manual de tramitación de las destinaciones y se actualizó el manual de análisis territorial, incorporando los criterios de esta ley.



Pero, además, para facilitar y hacer más eficientes las tramitaciones, se realizó una delegación de facultades desde la ministra de Defensa hacia el subsecretario para las Fuerzas Armadas, lo que permite destrabar expedientes.



Entonces, se reconocen las dificultades y las problemáticas que se han levantado, pero también se han adoptado medidas administrativas concretas, que el Ejecutivo puede ejercer. Vamos a continuar con eso y haremos un seguimiento a nivel central.



Quiero reiterar algo que hemos señalado durante la tramitación de la iniciativa. Para el Ejecutivo, y particularmente según el análisis técnico que hemos realizado, este proyecto de ley, al prever una medida legislativa susceptible de afectar los derechos de los pueblos originarios, está sujeto a la obligación de consulta establecida en el artículo 6 del Convenio 169 de la OIT.



Si bien el Congreso no ha efectuado consultas de este tipo ni cuenta con una regulación al respecto, es claro que el deber de consulta se aplica también a todas las medidas legislativas. En este sentido, tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos como el Tribunal Constitucional han sostenido que este deber establecido en el Convenio 169 obliga a todos los órganos del Estado, además de tener un carácter autoaplicable. Por lo tanto, el instrumento debe ser aplicado.



En virtud de ese deber de consulta, y en caso de que durante esta tramitación ella no se realice, el Ejecutivo realiza reserva de constitucionalidad, en conformidad con el inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política, que reconoce los tratados internacionales de derechos humanos como límite de la soberanía y establece la obligación del Estado de respetarlos y promoverlos. 



En función de esos argumentos, hacemos reserva de constitucionalidad, que eventualmente haremos valer si el proyecto avanza. 



Muchas gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Por reglamento, tiene la palabra el senador Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA.- Presidente, primero, lamento simplemente que la señora ministra no se haga responsable de uno de los principales temas que hoy día estamos discutiendo: la corrupción que se ha generado con esta ley.



(La ministra de Desarrollo Social se encuentra atendiendo una consulta).



¿Me puede escuchar la señora ministra?



Espero que se haga responsable de eso, que usted no menciona en su intervención: los graves hechos de corrupción que hay en el marco de la desafectación de áreas. Usted no habla nada sobre eso, que resulta tremendamente grave. 



Además, es sumamente antidemocrático que nos señale que el Gobierno va a hacer reserva de constitucionalidad respecto de esta iniciativa, toda vez que se le resta mérito a la labor del Parlamento.



Presidente, ni siquiera voy a referirme a lo que iba a solicitar, porque me molesta la actitud del Ejecutivo, cuando el propio ministro del Interior firmó este proyecto.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Solicito autorización a la Sala para que me reemplace el senador García, por cinco minutos.



Acordado.



Tiene la palabra el senador Edwards.

El señor EDWARDS.- Presidente, ¿podríamos abrir la votación? 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo? 

La señora PROVOSTE.- No.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- No hay acuerdo, senador.



Tiene la palabra.



(Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el senador señor García).

El señor EDWARDS.- Presidente, el Gobierno argumenta ahora la necesidad de una consulta, pero la verdad es que habría que decidir bien cuándo tiene que haber o no consulta.



Tengo el recuerdo muy patente de que en el proyecto que atacaba virulentamente a los colegios particulares subvencionados mapuches, cuando nosotros pedíamos que hubiese una consulta, quienes representaban al Gobierno de la época decían que no habría por ningún motivo. 



La verdad es que esta iniciativa no cambia la ley. Lo que hace es ponerle ciertos límites para que pueda funcionar. 



Quiero ser bastante claro: soy de los que piensan que esta ley hay que derogarla. Esa es mi postura. 



Si no se realiza una modificación como esta, lo que va a ocurrir es que probablemente el próximo Gobierno va a derogar la normativa. Porque, francamente, tener una ley que paralice a un porcentaje importante de nuestro país en términos económicos simplemente no sirve. 



Entonces, creo que hay que tener ojo también cuando se estira el chicle, porque se estira y se hacen anuncios respecto de la constitucionalidad para hacer una consulta, cuando ha sido el propio Gobierno el que se ha opuesto a muchas de las consultas que hemos solicitado desde la oposición. Además, las consultas tampoco son vinculantes, como bien me señala el senador Cruz-Coke. 



La verdad es que simplemente hay una postura política y me gustaría tener un Gobierno que se preocupara de esta situación.



El Presidente Boric dijo ayer que le preocupaba la creación de empleos. Y resulta que, si tenemos paralizada una parte importante del sur del país con movimientos especulativos respecto del uso de esta ley, bueno, malamente vamos a tener regiones que se desarrollen, porque dicha normativa no está favoreciendo el desarrollo de parte importante de nuestro país. 



Esta ley ha sido empleada como un instrumento de bloqueo, paralizando inversiones y actividades productivas claves para Chile. Hoy día tenemos solicitudes de espacios costeros que llevan más de siete años sin resolución. Mientras tanto, proyectos que podrían estar generando empleo, dinamizando economías locales, se encuentran detenidos por indefinición administrativa y vacíos legales que permiten, no el uso político, pero sí el uso especulativo de esta normativa.



Chile necesita certeza jurídica. El país no va a volver a crecer si el Gobierno tiene posturas como la que acaba de expresar la ministra.



Este proyecto no soluciona los problemas; pero, al menos, va en la dirección de ponerle coto a una ley que, si dependiera de mí, derogaría. La iniciativa establece plazos, define causales objetivas de rechazo y caducidad, obliga a coordinarse con otras actividades productivas y reduce el margen para solicitudes sin sustento. 



Este proyecto no le quita derechos a nadie que los ejerza de manera legítima. Esa es la clave. Lo que hace es evitar que un instrumento pensado para proteger la cultura termine siendo usado para frenar el progreso. 



Tampoco es la panacea, como lo he señalado, porque de verdad se requiere bastante más que esto; pero es un avance. 



Esta es una reforma que no va en contra de nadie. Es una reforma a favor de Chile. 



Por eso, con la convicción de que el país debe avanzar, debe crecer, debe permitir que las regiones afectadas por el uso especulativo de esta ley puedan progresar, porque se necesita más certeza jurídica y menos burocracia, considero que el proyecto, por lo menos, lo permite. 



Así que voy a aprobar lo obrado por la Comisión de Pesca, que nos presenta esta iniciativa para ser votada el día de hoy en el Senado. 



He dicho, Presidente.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Muchas gracias, senador Rojo Edwards. 



Ofrecemos la palabra al senador José Miguel Insulza. 

El señor INSULZA.- Pienso que la ley N° 20.249, conocida como “ley lafkenche”, realmente... 



(Rumores en la sala).

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Perdón, senador Insulza.



Les solicito a las señoras senadoras y a los señores senadores que guarden silencio para que podamos escuchar la intervención.

El señor INSULZA.- Comienzo nuevamente, señor Presidente.



El objetivo de la ley lafkenche, llamada así por los pueblos originarios que viven junto al mar, fue crear un procedimiento a través del cual estos pueblos pudieran solicitar los espacios costeros marítimos a los cuales tienen derecho. Fue promulgada para reconocer y proteger su uso consuetudinario, ya que además viven ahí. 



Ahora, ciertamente, es un objetivo muy loable. Desgraciadamente, no se estaba cumpliendo o se cumplía mal. La verdad es que esta ley, que se dictó hace más de quince años, no estaba funcionando como correspondía. 



El senador Espinoza y otros que me han precedido en el uso de la palabra lo han señalado. 



Por un lado, los tiempos de tramitación son absolutamente excesivos. Por otra parte, cuando se presenta una solicitud, se paraliza todo lo demás. En consecuencia, hay que esperar que se resuelvan las peticiones, que ya son de larga duración, para que pueda haber acuicultura, pesca artesanal, obras portuarias, turismo, etcétera. 



Se ha hablado aquí de corrupción y creo que esa palabra hay que usarla, porque se han registrado comunidades pequeñas que solicitan extensiones de cientos de miles y hasta de millones de hectáreas. Y esto genera incertidumbre y conflictos entre los usuarios.



Hay una conflictividad social que viene después, hay un mal uso de la norma, hay falta de representatividad en la gente que pide algo sin saber siquiera de qué se trata y por qué lo está pidiendo.



Por todas estas razones, Presidente, aquí más bien habría que dar felicitaciones frente a una situación muy poco frecuente: que un grupo de senadores de distintas bancadas se pongan de acuerdo para modificar una ley que tuvo su origen en el Ejecutivo, no en otro grupo de senadores: no habría sido posible.



Y para los que hoy día se han dedicado a ningunear al Congreso, este es un gran ejemplo, especialmente para alguien que ahora dijo que era mejor gobernar por decreto.



Por lo tanto, Presidente, creo que este es un gran logro. Ciertamente, una ley nunca va a ser perfecta; tal vez sea necesario modificarla nuevamente en algunos años, pero para eso está el Congreso, para eso está el Senado.



Por eso, junto con felicitar a sus autores, anuncio mi voto favorable a la iniciativa, Presidente.



Gracias.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Muchas gracias, senador Insulza.



Ofrezco la palabra al senador don Luciano Cruz-Coke.

El señor CRUZ-COKE.- Señor Presidente, celebro este proyecto, transversal, del senador Espinoza, aquí presente; del exsenador Elizalde, hoy ministro del Interior; del senador Kuschel; del senador Saavedra, del Partido Socialista, y del senador Sandoval, que también nos acompaña.



Vengo llegando de la maravillosa región de Los Lagos y realmente creo que esta ley requiere modificaciones. Por eso sorprende que la ministra, aquí presente, nos señale que va a hacer reserva de constitucionalidad. No entendí bien el porqué. Al parecer, sería porque aquí habría que aplicar la consulta prevista en el Convenio 169.



A mí me tocó, en este mismo Senado, como ministro en su momento, para la creación del nuevo Ministerio de las Culturas, y ahora, para la ley de patrimonio -que estamos viendo en conjunto con el senador De Urresti, entre otros colegas-, someter ciertos proyectos a consulta indígena. Sin embargo, es importante señalar que la consulta indígena no es vinculante per se y que no todos los proyectos la requieren. Se puede solicitar, evidentemente, pero, como se ha señalado y como se indicó recién en este hemiciclo, para muchos proyectos sencillamente no se pide consulta indígena.



Entonces, no puede ser que usemos los convenios cuando son convenientes políticamente y no cuando no lo sean. De hecho, dificulto que la misma ley lafkenche haya tenido originalmente consulta indígena. Yo tiendo a pensar que no.



Esta ley fue concebida con un fin noble, como es proteger el uso del borde costero por parte de los pueblos originarios. Sin embargo, su aplicación ha derivado en una serie de distorsiones que aquí también se han señalado: solicitudes sin respaldo efectivo; paralización de actividades productivas de manera indefinida, también, y principalmente, en una de las industrias más pujantes y más relevantes de nuestro país: la acuicultura, la industria del salmón. 



Acabamos de ver un debate presidencial en el Salmón Summit, donde precisamente se abordó este tema. La región sur y austral del país no sería lo que es si no fuera por la acuicultura y por el desarrollo de la industria salmonífera, que ha ido mejorando cada día más sus estándares y que da una cantidad de pega impresionante.



Hoy día, señor Presidente, cuando estamos con una crisis de empleo declarada, con una emergencia laboral, tenemos una ley que, buscando un fin noble, no solamente presenta el problema de que pone trabas al mercado laboral, sino que está siendo abusada y mal usada en muchos términos.



Este proyecto representa un avance sustantivo: establece un plazo de dos años para el efecto suspensivo, como máximo; introduce exigencias claras para acreditar la representación comunitaria -asunto que importa a la hora de evitar los abusos y las capturas-; incorpora causas de rechazo automático para solicitudes sin mérito, y salvaguarda la continuidad de los planes de manejo que estén en vigor.



En síntesis, moderniza una ley para compatibilizar -es decir, para hacer que ambas cosas dialoguen- la protección ambiental y cultural con la actividad económica, que tanto necesita el país.



Además, hay que destacar -lo acabo de decir- que mi candidata presidencial, Evelyn Matthei, y también los candidatos Jara y Kast, señalaron precisamente que era muy relevante modernizar esta ley.



En ese sentido, se criticó la aplicación de la actual ley lafkenche, señalando, por ejemplo, que los salmones ocupan solamente 4.120 hectáreas de mar, mientras que por medio de la ley se están solicitando 3.900.000 hectáreas. O sea, acá hay un abuso enorme de lo que se puede hacer con la ley y esto no lo podemos permitir.



Esto no debe ser visto, señor Presidente, como un debate entre el desarrollo y los derechos indígenas o los derechos culturales; esta es una oportunidad para demostrar que ambas dimensiones pueden coexistir y trabajar juntas.



Reconocer la tradición no puede significar, como ocurre hoy, bloquear de forma inmediata empleos, inversiones, proyectos que no solamente son parte del tejido social, sino que sirven finalmente a una comunidad, como las australes y del sur en particular, y que son,… (se desactiva el micrófono por haberse agotado el tiempo y se vuelve a activar por indicación de la Mesa)… como en la minería del norte, un motor de desarrollo para el país.



Lo que se busca es que exista un justo equilibrio, aunque debemos reconocer que todavía hay déficits importantes que dejan vacíos en la ley, razón por la cual esto debe ser visto como una etapa intermedia que nos lleve no solamente a modernizar la ley lafkenche, sino a seguir perfeccionando áreas pendientes, para desarrollar y hacer productivo de manera sostenible el borde costero y compatibilizar medioambiente con desarrollo, crecimiento y, principalmente, señor Presidente, empleo.



Vamos a votar a favor del proyecto.



Gracias.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Muchas gracias, senador Luciano Cruz-Coke.



Ofrezco la palabra al senador don Matías Walker.

El señor WALKER.- Muchas gracias, Presidente.



El Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, después de una gira por Osaka, Japón, señaló que era imperativo modificar la ley lafkenche. Lo dijo con otras palabras, pero llamó la atención en cuanto a que, para países como Japón, que quieren invertir en Chile, esta ley constituye un obstáculo.



Es cosa de ir a la región de Los Lagos, por ejemplo, o de hablar con los pescadores artesanales de las regiones del sur del país para entender cómo el buen propósito que inspiró dicha ley se ha tergiversado. Finalmente, su aplicación práctica y el abuso de muchas de sus disposiciones terminan afectando los intereses de los propios pescadores artesanales de las caletas pesqueras y también de los trabajadores de la industria pesquera y salmonera.



Por eso, celebro este proyecto de ley, transversal, liderado por los senadores Fidel Espinoza, Kuschel, Saavedra, Sandoval y el exsenador Álvaro Elizalde, actual ministro del Interior de este Gobierno.



Dispone que en todo lo relativo a la destinación, administración y término de todo espacio costero marino de los pueblos originarios, deberá siempre procurarse la compatibilización de todos los usos posibles del borde costero, en las distintas áreas y zonas, promoviendo su desarrollo armónico, integral y equilibrado, maximizando su racional utilización, precaviendo posibles requerimientos futuros, y tomando en cuenta la realidad actual del uso del mismo, como promueve la Política Nacional del Uso del Borde Costero.



Reconoce, como principios inspiradores en la aplicación del procedimiento para la determinación de espacios ECMPO, los de buena fe, eficiencia, eficacia y celeridad.



Precisa que la asignación del espacio costero marino a los pueblos originarios no impedirá el desarrollo de otros usos permitidos que estén autorizados por las normas y regulaciones vigentes al momento de su otorgamiento.



Quiero destacar que prohíbe la multiplicidad simultánea de solicitudes, disponiendo que las personas, comunidades o asociaciones solo podrán participar de una sola de ellas.



Exige que a la solicitud se acompañen antecedentes que den cuenta de la efectiva representación de los solicitantes.



En el caso de rechazo de la solicitud en cualquiera de las instancias del procedimiento, no podrá tramitarse otra solicitud de la misma u otra comunidad, asociación o conjunto de estas, en el plazo de un año desde que fuere emitido el informe negativo del uso consuetudinario de la Conadi, que se hubiere rechazado el recurso de reclamación o que se hubiere emitido la resolución fundada de la Subsecretaría.



En definitiva, Presidente, lo que hace el proyecto de ley es prohibir el uso dilatorio, suspensivo, de otras solicitudes de concesión que puedan generar trabajo para los trabajadores de la industria o para los propios pescadores artesanales.



El proyecto extiende a las organizaciones de pescadores artesanales legalmente inscritas en el Registro Pesquero Artesanal el derecho de ser consultadas, que la ley reconoce a las comunidades indígenas próximas al espacio costero marino de pueblos originarios cuando la Conadi establezca la efectividad del uso consuetudinario invocado por el solicitante.



Excluye a las caletas y los caladeros de pesca.



Dispone que, en aquellos casos en los que una misma área solicitada como espacio costero marino de pueblos originarios hubiese sido objeto de una solicitud de afectación para otros fines, solo se suspenderá su tramitación una vez que la Conadi haya emitido el informe de uso consuetudinario o haya resuelto el recurso de reclamación que se hubiere interpuesto en su contra; suspensión que en ningún caso se podrá extender por más de dos años consecutivos.



Lo que hace este proyecto es rescatar el espíritu original de la iniciativa para proteger el uso consuetudinario del borde costero por parte de los pueblos originarios sin que esto afecte el desarrollo de las comunidades.



Muchas gracias, Presidente.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Gracias a usted, senador Matías Walker.



Tiene la palabra la senadora Luz Eliana Ebensperger.

La señora EBENSPERGER.- Gracias, Presidente.



Muy breve, para, en primer lugar, anunciar mi voto favorable a este proyecto.



Pero a mí me gustaría, Presidente, que, antes de abrir la votación, usted le diera la palabra al Secretario General, porque yo recuerdo que en el año 2020, cuando se presentó una moción parlamentaria para hacer un reconocimiento legal del pueblo chango (la senadora Provoste era una de los mocionantes), se discutió el tema de la consulta indígena, y el Senado emitió un informe en derecho en que se señala que las mociones parlamentarias no requieren consultas indígenas, las que sí deben tener lugar cuando son iniciativas presentadas por el Ejecutivo. Por todo el aparataje que significa hacer una conducta indígena, le corresponde al Poder Ejecutivo.



Por eso, para aclararle las dudas a la señora ministra, sería bueno que el Secretario nos dijera o nos recordara -yo tengo pocas luces, pero algo recuerdo- cuál fue el informe en derecho que emitió el Senado respecto a si esta Corporación tiene o no la obligación de hacer consultas indígenas.



Gracias, Presidente.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Muchas gracias, senadora Luz Eliana Ebensperger.

La señora PROVOSTE.- Presidente, pido la palabra sobre el punto, ya que he sido aludida.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- ¿Están dando la autorización para abrir la votación?



(Rumores en la sala).



¿No?



Perdón.



Muy bien, le voy a ofrecer la palabra al senador don Alejandro Kusanovic.



Mientras tanto, el señor Secretario revisará el acta a la que hizo referencia la senadora Ebensperger.



Senador Kusanovic, tiene la palabra.

El señor KUSANOVIC.- Gracias, Presidente.



Por su intermedio, saludo a la ministra presente.



La verdad es que este proyecto de ley es un ejemplo de cómo las cosas se hacen mal. El ex Presidente Frei fue claro cuando habló de derogar esta ley. Y es obvio que lo que habría que hacer es eso.



La ley perdió su idea original, que era darles una alternativa para desarrollar proyectos a las agrupaciones indígenas descendientes de los pueblos originarios del país, pero se transformó en algo que paraliza el desarrollo, que lo frena y, por tanto, que afecta a toda la ciudadanía. 



Si ese es el objetivo del proyecto, me parece una locura y no estoy de acuerdo.



Yo creo que una cosa es darles preferencias y facilidades para el desarrollo de proyectos y otra es dar la oportunidad para frenar el desarrollo completo de este país. Y eso es lo que está pasando: ¡está todo paralizado!



La gente nos reclama que el país no crece y que no hacemos nada por mejorarlo.



Entonces, terminemos con este tema.



Pienso que la idea era buena, pero se transformó en un tremendo mal para el desarrollo de nuestro querido país.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Muchas gracias, senador Alejandro Kusanovic.



Ofrezco la palabra al senador don Juan Ignacio Latorre.



(Luego de unos instantes).



Ofrezco la palabra al senador don Jaime Quintana.

El señor QUINTANA.- Gracias, Presidente.



Bueno, yo tengo algunas reflexiones tal vez un tanto distintas a las que se han formulado en la tarde de hoy, por varias razones.



Primero, porque aquí estamos afectando derechos de pueblos originarios, de eso no hay ninguna duda, lo cual han refrendado, en distintas ocasiones, el Tribunal Constitucional y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



Aquí hay un deber de consulta que es para el Estado, y este Senado, este Congreso, es parte del Estado.



Entonces, lo primero que nosotros deberíamos haber hecho, al iniciar esta discusión -muy legítima, muy válida; comparto también algunas de las preocupaciones que han formulado los autores de la iniciativa-, es ver en qué está el procedimiento de consulta.



Aquí nosotros no podemos mirar para el techo: ¡estamos obligados! Tanto es así que se creó una bicameral (entiendo que el año 2013) que tuvo algún funcionamiento, algunas reuniones; fue presidida, en su momento, por el senador Juan Pablo Letelier, según recuerdo, en los años 2013-2014. Y luego faltó integración, faltaron reuniones, faltó voluntad política: nada más ni nada menos que eso.



Eso es lo primero.



Entonces, yo creo que ni este Gobierno ni el que venga, cualquiera que sea, puede promulgar una ley de esta naturaleza sin la respectiva consulta indígena.



Y no se la podemos pedir a la ministra Javiera Toro -aquí presente y a quien saludo-, porque es una moción del Congreso, en este caso de senadores.



Pero, independiente de eso, Presidente, yo sí creo también que hay algunas responsabilidades del Gobierno, de algunos ministerios. 



Me parece que el Ministerio del Interior, desde mucho antes del inicio de la discusión acerca del fraccionamiento pesquero -sobre todo esta cartera, que hoy tiene menos tareas al no recaer la seguridad sobre sus hombros-, debió haber impulsado un diálogo (a lo mejor se ha hecho y no lo sabemos; no lo descartaría) entre distintos actores, por de pronto con los pescadores artesanales -hay muchos pescadores artesanales, trabajadores del mundo de la pesca artesanal que pertenecen a pueblos indígenas: son mapuches, son lafkenches-, y haber realizado una reunión con los actores representativos (con identidad territorial lafkenche, fundamentalmente) para haber arribado a algún acuerdo. 



Aquello no se hizo, y si se hizo, fue a espaldas de este Congreso.



Finalmente, lo que estamos haciendo con esta legislación es poner una tensión donde hoy día no la hay. Estamos generando un problema con la aprobación de esta ley desde el punto de vista de las tensiones que se van a generar entre los actores, incluidos los de la industria, que, sin duda, también son importantes en el mundo de la pesca, al igual que los trabajadores.



Entonces, vamos a generar un problema ahí, como Congreso -que es lo que parece que nadie quiere ver hoy día-, porque no estamos dando respuesta.



Puede gustarnos o no; algunos probablemente tienen más distancia con lo que se acordó hace ya década y media o un poco más, que fue el Convenio 169, de la OIT, ratificado por el Senado, razón por la cual también nos obliga.



Yo veo eso, señor Presidente.



Creo que aquí faltó anticiparse a la ley o, en paralelo al fraccionamiento pesquero, podríamos haber ido avanzando, porque me parece que no hay una disputa entre los distintos actores.



Básicamente, ¿dónde está el problema? Lo planteó el senador Fidel Espinoza, y es real: en los plazos.



Eso lo entiendo. Cuando estos se eternizan o se prolongan más de la cuenta, es un problema y, en algunos casos, puede afectar el desarrollo. Pero de ahí a meterle mano a toda la ley y retroceder en derechos, podríamos generar una gran dificultad.



Seguramente, muchos de los aspectos que han planteado los colegas podrían resolverse por la vía reglamentaria, por medio de circulares; al menos, por la vía administrativa. Eso nos faltó. Si existió esa mesa y no dio resultado, no lo sé. Lo que sí sé es que hubo un intento del Congreso, del Senado en particular, hace harto tiempo -más de una década-, de constituir una comisión bicameral para hacernos cargo de cuál es el procedimiento cuando, legítimamente, parlamentarios envían un proyecto que afecta derechos indígenas.



Básicamente, quisiera manifestar esto como preocupación. Y por la misma razón no estoy en condiciones de aprobar esta iniciativa de ley, porque es muy difícil que sin consulta indígena algún gobierno la pueda promulgar.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Muchas gracias, senador Quintana.



Tiene la palabra el senador Carlos Ignacio Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Gracias, señor Presidente.



Quiero saludar a la señora ministra y expresar mi voto favorable a este proyecto de ley. Y qué bueno que el senador que me antecedió en el uso de la palabra haya planteado estos temas, porque la propuesta parlamentaria que discutimos tiene solamente dos propósitos. El primero es fijar un quorum, que es la mitad más uno de la asamblea de las comunidades, porque -como se ha señalado- había abusos: dos o tres personas hacían una petición por superficies excesivas y paralizaban toda la acción económica, social, de inversión pública y privada en zonas extensísimas. Y el segundo se refiere a varios puntos relacionados solamente con los plazos.



De eso se trata esto, de nada más. Así que hago un llamado a los señores senadores a leer con cuidado el contenido del proyecto, y en lo posible aprobarlo. Porque en mi región se han paralizado inversiones de importancia, estamos con una cesantía que triplica la cifra habitual, y la actividad salmonera, pesquera es la que puede responder más rápidamente en el caso de que, por ejemplo, requiramos divisas para cancelar compromisos de deuda externa o aumentar el empleo que -como dije- es un tema que nos está afectando.



Y si aprobamos leyes parecidas, que agilicen y eliminen las dificultades en sectores como el turismo, la agricultura, la ganadería, la lechería, la siembra, etcétera, podemos avanzar mucho y recuperar los empleos que nos faltan en las regiones de Los Lagos, de Los Ríos, de Aysén y de Magallanes.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra don José García.

El señor GARCÍA.- Muchas gracias, Presidente.



Saludo, por supuesto, a la señora ministra de Desarrollo Social y Familia.



¿Qué hace este proyecto de ley? Porque, efectivamente, hay inquietud en muchas comunidades indígenas. Estuve el jueves pasado en la comuna de Saavedra, donde existen pesca artesanal y comunidades indígenas, y percibí preocupación, porque probablemente se ha interpretado mal lo que persigue esta iniciativa.



Por eso, es importante aclarar que se pretende perfeccionar la implementación de la llamada “ley lafkenche”: perfeccionarla, no derogarla. Se reducen los plazos, se precisan los criterios de delimitación y, además, se busca un equilibrio en el uso consuetudinario de otras actividades en el borde costero.



También me gustaría referirme a la consulta indígena.



Efectivamente, el Convenio 169 señala, con toda claridad, que debe haber consulta indígena cuando se afectan los derechos de nuestros pueblos originarios, pero, en muchas ocasiones, por distintas razones, esta no se ha podido materializar.



Solo deseo recordar un caso: todos los años regulamos el Fondo de Tierras y Aguas Indígenas en la Ley de Presupuestos y nunca se ha realizado una consulta. Si se requiriera consulta, sería imposible despachar, en los plazos establecidos por la Constitución, el proyecto de presupuestos de la nación de cada año.



Entonces, debemos ser cuidadosos, porque esta exigencia puede significar una paralización completa de nuestro proceso legislativo.



También quiero recalcar -lo dijo el senador José Miguel Insulza, entre otros- que este es un proyecto transversal, no de un sector político en desmedro de otro, porque precisamente los senadores mocionantes se han dado cuenta de las dificultades que, en muchos casos, enfrentan las propias comunidades indígenas.



Por eso, la iniciativa busca dar certezas; asegurar la forma en que se perfecciona la expresión de voluntades de estas comunidades; y respetar a los pescadores artesanales, muchos de los cuales también son indígenas.



Finalmente, Presidente, me gustaría recordar que estamos votando solo la idea de legislar. Por lo tanto, en la discusión en particular, en la propia Comisión de Pesca, seguramente podremos aportar con nuestras indicaciones, con nuestras inquietudes, para mejorar el proyecto, dar más tranquilidad, más certeza y demostrar que este no busca perjudicar, sino, por el contrario -como ya se ha señalado-, perfeccionar la implementación de la ley lafkenche.



Por esas razones, y tratándose solo de la idea de legislar, voto favorablemente esta iniciativa.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la senadora Rincón.

La señora RINCÓN.- Gracias, Presidente.



Primero, celebro esta moción, que es bien transversal; entre sus autores se encuentran los senadores Espinoza, Kuschel, Saavedra, Sandoval y el exsenador Elizalde, hoy ministro del Interior, quienes explican que la ley N° 20.249, conocida como “ley lafkenche”, constituye un reconocimiento formal del uso consuetudinario del borde costero por parte de los pueblos originarios, especialmente de dichas comunidades.



Esta norma representó un avance inédito en la legislación chilena, al crear la figura específica del Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios (famoso ECMPO), que no existía previamente en el ordenamiento jurídico, impulsada incluso antes de que ratificáramos el Convenio 169 de la OIT, lo que marcó un giro hacia el multiculturalismo liberal en el país.



Como todos saben, en su origen esta iniciativa buscaba subsanar vacíos legales en torno al reconocimiento de los derechos ancestrales sobre el borde costero, que no estaban contemplados en las concesiones marítimas ni en la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Cuando uno ve lo que este Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios significa, se encuentra con la definición de una zona marítima delimitada que, previa aprobación de un plan de administración, es entregada a comunidades indígenas mediante una cadena institucional, que involucra a Subpesca, Ministerio de Defensa, Conadi y las comisiones regionales de uso del borde costero.



El aumento sostenido de las solicitudes desde el año 2016, que alcanzaron casi cuatro millones de hectáreas en solo dos años, ha puesto de relieve la necesidad de revisar ciertos aspectos normativos, especialmente, ante a la coexistencia de múltiples actividades en el mismo espacio costero.



Frente a este escenario, los autores de la moción argumentaron que se requiere actualizar la normativa para reducir los plazos de tramitación, clarificar los criterios de delimitación de las áreas solicitadas y precisar el alcance del efecto suspensivo de las solicitudes del Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios, entendiéndolo como un instrumento transitorio y no como una paralización indefinida.



La ley lafkenche se valora como una respuesta institucional pacífica a una demanda histórica, cuyo modelo participativo debiera inspirar futuras regulaciones, pero necesita ajustes que fortalezcan la relación entre el Estado y los pueblos originarios.



Cuando uno mira lo que fue el desarrollo de la discusión en la Comisión, tiene que ver cuáles son los aspectos centrales del debate. Uno era la compatibilización de los distintos usos del borde costero y otro las dificultades surgidas en la aplicación de la ley N° 20.249.



Durante la tramitación de este proyecto, Presidente, se escuchó a diversos actores. Yo quiero rápidamente destacar algunas de las participaciones:



Lorena Picticar, del Sindicato Pesca Artesanal Guaitecas, quien no rechaza la ley, pero denuncia solicitudes de gran extensión que afectan a más del 80 por ciento de la población dependiente de la pesca artesanal. Critica la falta de respuesta de la Conadi y la poca claridad sobre el impacto. 



A Jessica Leviñanco, del Sindicato de Pescadores Artesanales de Repollal Alto, quien expresó preocupaciones por solicitudes en las Guaitecas, señalando que su comunidad desciende de las primeras familias del lugar y no ha sido consultada. 



A Fernando Meza, representante de los Pescadores de Puerto Gala, quien advirtió que dos solicitudes en Aysén suman más de 600 mil hectáreas, afectando a la pesca artesanal, la acuicultura y la recolección, y planteó que la ley no garantiza que los pescadores no sean perjudicados, como también que la demora en resolver solicitudes paraliza otras actividades.



A Alexis Velásquez, de ECMPO Ngulam Ñuke Lafken, quien relató que su comunidad protege el borde costero mediante prácticas ancestrales y ha mantenido buena relación con otros sectores, gestionando desafectaciones para compatibilizar sus usos. No se opone a la moción, pero pide acortar plazos y cumplir con el Convenio 169.



A José Verdugo, de Condepp, quien valora el caso del ECMPO Ngulam Ñuke Lafken como ejemplar, pero advierte que no todos actúan igual y señala que la pesca artesanal enfrenta reducción de espacios por la convergencia de la ley lafkenche, áreas protegidas y parques nacionales, y llamó a proteger el desarrollo de la actividad.



A Nolberto Muñoz, del Sindicato de Buzos, Armadores y Pescadores Artesanales Sur de Magallanes, quien considera necesarias las modificaciones por solicitudes de gran extensión que generan preocupación en su región. 



A José Hernández… (se desactiva el micrófono por haberse agotado el tiempo y se vuelve a activar por indicación de la Mesa)… -un minuto más, Presidente-, del Sindicato Interempresa de Tripulantes de Naves Especiales de Magallanes, quien defendió la pesca como un sustento de miles de familias y pidió tramitar el cambio en la ley con unidad, evitando enemistades.



A Gloria Meza, de la Comunidad Indígena Yael Peumayén, quien manifestó preocupación por caletas dentro de parques nacionales y el riesgo de no poder trabajar. 



A Raúl Villacen, del Sindicato de Trabajadores Independientes de la Pesca Artesanal de Guaitecas, quien solicitó modificar la ley para que todos puedan trabajar libremente.



A Luis Penchuleo, Director Nacional de la Conadi, quien defendió la ley como un avance en los derechos indígenas y reconoció problemas de demoras, efecto suspensivo, tensiones con derechos de terceros y funcionamiento del CRUBC.



A Jorge Bustos, de Corepa Los Lagos, quien apoyó la ley lafkenche en su origen, pero hoy identifica conflictos con etnias por exigencias de planes de manejo que obligan a pedir autorización para actividades históricas. 



A José Verdugo, de Corepa Los Lagos …(se desactiva el micrófono por haberse agotado el tiempo y se vuelve a activar por indicación de la Mesa)… -voy terminando-,  quien cuestionó que solo se informen números de ECMPO y no las hectáreas otorgadas o en trámite. Sostuvo que el reglamento debe modificarse porque hay desconocimiento e interpretaciones erróneas de la ley. 



La verdad, Presidente, podría seguir nombrando a muchos otros invitados que participaron en la Comisión, lo que demuestra que existe unanimidad respecto a que hay un problema en la aplicación de la ley, a que se está afectando al sector de la pesca artesanal, por lo que es necesario abordar esta discusión.



Creo que debemos respaldar esta moción, que es transversal, pues tratar de evitar una armonización para el correcto uso de la norma al final solo va a generar problemas en la zona. He estado recorriendo las regiones de Los Lagos, de Magallanes en el último tiempo y este es un tema recurrente. 



Yo espero que podamos avanzar en esta modificación, que es necesaria no solo para la paz social, sino también para el desarrollo de la actividad productiva en nuestro país.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A usted, senadora.



Tiene la palabra el senador Huenchumilla.

El señor HUENCHUMILLA.- Señor Presidente, yo quiero hacer un par de precisiones sobre esta norma y sobre el proyecto que está en discusión. 

Porque esta ley, dictada el año 2008, en un gobierno socialista, y con el apoyo unánime del Congreso, simplemente regula el espacio costero marino que los pueblos originarios llamados “lafkenches”, que vivían a la orilla del mar, estaban usando ancestralmente por miles de años. Esta normativa, simplemente, reconoce ese uso. 



No tiene nada que ver con la pesca que ahí se hace en las 5 millas ni en las 12 millas ni en las 200 millas. 



No tiene ningún beneficio que afecte a la pesca artesanal o industrial. Más aún, sus disposiciones no proceden cuando hay concesiones anteriores. No se puede otorgar el uso del borde costero. 



Por lo tanto, se ha creado un mito respecto de ciertas cuestiones cuya responsabilidad es del Estado.



Se ha dicho que hay demora en el procedimiento. La ley establece plazos acotados para los distintos organismos intervinientes en esta materia, los que se demoran más allá de dicho plazo. ¿Esto es culpa de la ley, es culpa de los lafkenches o es culpa del Estado?



¡El Estado, simplemente, no cumple los plazos que establece la ley! En consecuencia, ¿cómo puede el Estado, a través de una norma -porque nosotros como Senado somos Estado-, aprovecharse de su propia negligencia? 



Como no cumple los plazos, entonces no halla nada mejor que echarles la culpa a los usuarios.



Ahora, yo quisiera decirles a los senadores que han planteado algunas cosas acá: ¿Por qué no se hizo consulta? Porque en ese tiempo no existía el Convenio 169, el año 2008. No estaba vigente todavía.



Aquí se ha señalado que hay actos de corrupción. Bueno, nosotros como senadores tenemos la obligación, si conocemos que se ha cometido un delito, de hacer la denuncia. Pero lo que no corresponde es realizar una acusación al voleo. Uno debe ser responsable de lo que dice y esa es una obligación moral, jurídica y política, por supuesto.



Yo creo que, si uno estudiara detenidamente el tema, descubriría que el problema radica en la gobernanza del uso del borde costero cuando confluyen distintos intereses. 



Y si usted me apura un poco más, Presidente, considero que a lo mejor esto podría arreglarse simplemente por la vía reglamentaria, porque el núcleo central está ahí, no en la superposición de derechos, ya que esta ley no concede ningún derecho que pueda afectar a la pesca en general. 



Los lafkenches simplemente pescan para su subsistencia, lo han hecho siempre, como cualquier chileno que va a la orilla del mar, tira la caña y saca un pescado. No hay pesca industrial, comercial, con afán de lucro; simplemente de subsistencia.



Y quiero decir que aquí hay una cuestión formal, porque hoy día sí está vigente el Convenio 169, que es una ley obligatoria en Chile. No es a la carta. No es que yo aplico el Convenio dependiendo de si se me ocurre hacerlo o no. 



El Convenio es obligatorio cuando se afecta, no así cuando hay un beneficio. Por lo tanto, si la Ley de Presupuestos establece platas para un camino, no le va a estar consultando a la gente si quiere que lo hagan o no, porque la está afectando positivamente. Lo mismo en la compra de tierras.



Por lo tanto, aquí hay una afectación, porque se quiere modificar una ley que se dictó por la república y que dijo: “Usted va a usar el borde costero de esta manera”.



Y, entonces, ¿aquí sabe lo que se afecta? Se afecta la credibilidad del Estado frente a los pueblos originarios. Porque ellos dicen: “Bueno, si el Estado dictó una ley, el Convenio, y no la aplica, ¿por qué yo le debo creer?”. 



¿Y sabe qué es lo más grave? 



Presidente, le quiero pedir un minuto más, porque aquí quiero hacer un comentario político, para que cada cual asuma su responsabilidad.



Mire, paralelamente el Gobierno, y la coalición que lo sustenta, les está consultando a los pueblos originarios de esa zona: “¿Qué les parece el informe de la Comisión para la Paz y el Entendimiento?”. Y anda desplegado con todos los funcionarios, diciéndoles: “Mire, yo tengo aquí un informe y quiero que esta consulta la aprueben”. ¿Y sabe cuál es la respuesta de las comunidades? “Por un lado, usted me pide que yo le apruebe su consulta y, por otro, usted me está quitando la ley lafkenche. ¿Cómo le voy a creer?” 



¡Esto es caldo de cultivo para la violencia, pues!, porque dejan de creer en el Estado.



Aquí lo que debiera suceder, si hacemos una política de Estado, es sentar a las empresas salmoneras con los dirigentes lafkenches y buscar una salida política, guiados por el Gobierno, cuestión que considero perfectamente posible de hacer.



He hablado sobre el punto con ambos actores y les he preguntado por qué no se sientan a conversar a fin de encontrar una salida.



Pero para eso se necesita liderazgo y la disposición no solo del Gobierno, sino además de la coalición que lo acompaña.



Ese es el tema de fondo.



Entonces, llamo al Gobierno y a la coalición que lo apoya a que puedan resolver de buena manera un asunto que considero sensible, a pesar de que la industria salmonera desde 1990 a 1993 ha crecido en 3.652 por ciento, convirtiéndose en la segunda industria más importante en Chile y la segunda industria salmonera más relevante del mundo, después de los noruegos.



No veo dónde está exactamente la paralización ni el conflicto con los artesanales, por lo menos en la experiencia que yo tengo; más aún, hay convivencia.



En consecuencia, se trata de un problema político que deberían arreglar los que están gobernando.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la senadora Provoste.

La señora PROVOSTE.- Muchas gracias, señor Presidente.



He decidido intervenir en la discusión de este proyecto de ley tras haber sido aludida en esta sala, particularmente en un punto donde quiero colocar la atención y que tiene que ver con la consulta indígena previa.



Deseo ser absolutamente clara en que la consulta no es una concesión graciosa del Estado, sino un derecho reconocido en el Convenio 169 de la OIT, ratificado por Chile y por lo tanto plenamente vigente y obligatorio.



El fundamento es claro, y lo ha señalado nuestro colega el senador Francisco Huenchumilla: cada vez que una medida legislativa o administrativa afecte directamente a un pueblo indígena, el Estado tiene el deber de generar un diálogo intercultural que permita conocer su visión, que permita proteger los derechos, que permita incorporar la perspectiva y la cosmovisión de nuestros pueblos en esa decisión.



Como lo ha dicho la representante del Estado presente en la sala, a quien aprovecho de saludar, la ministra de Desarrollo Social, Javiera Toro, esta iniciativa requiere un proceso de consulta indígena.



El concepto de “afectación directa”, como lo han establecido el relator de los derechos humanos en materia de pueblos originarios, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los tribunales constitucionales de nuestro país y de nuestra región, implica reconocer que hay impactos específicos diferenciados y que no se pueden alterar las bases culturales, territoriales, económicas y espirituales de nuestros pueblos.



Por lo tanto, defender la consulta en este proyecto de ley también significa fortalecer la democracia y asegurar que las voces de quienes han habitado históricamente los territorios no solo sean escuchadas, sino además consideradas de manera vinculante en el diseño de leyes y políticas públicas.



No hacer aquello no solo implica un incumplimiento internacional: también perpetúa la exclusión y aumenta la distancia entre el Estado y los pueblos.



La consulta previa es igualmente una herramienta para la sana convivencia en los territorios. Porque involucrar a las comunidades desde el inicio permite anticipar los conflictos, generar acuerdos y construir soluciones que integren la diversidad cultural con las necesidades del desarrollo. Allí donde existe diálogo hay menos desconfianza y más cohesión social.



Por ello, defender este derecho no es causa de unos pocos, sino un compromiso donde debemos estar todos los poderes del Estado. El Congreso, como responsable de la producción de leyes, también debe contar con mecanismos claros y propios para poder cumplir con esta obligación.



En tal sentido, Presidente, quisiera hacer un llamado para que durante el mandato de la actual Mesa, que usted encabeza, se reactive la Comisión Bicameral del Convenio 169, a fin de que tanto el Senado como la Cámara se coloquen en línea con estos desafíos internacionales.



Presidente, nosotros tenemos legítimas dudas acerca de esta moción.



Primero, porque en nuestro concepto hay una ausencia de la consulta indígena previa, y, por lo tanto, no se cumple con los estándares sobre la consulta que nosotros hemos definido para el Convenio 169.



Segundo, porque tenemos una evaluación técnica crítica al respecto y estamos de acuerdo con lo que ha señalado el Observatorio OLMar, cuando dice que “los fundamentos del proyecto carecen de solidez y las problemáticas podrían abordarse dentro del marco legal existente, sin necesidad de modificaciones a la ley. Además, OLMar comparte la visión del pueblo lafkenche de que el proyecto representa un retroceso y un intento de despojo de sus territorios”, como lo han señalado ellos mismos.



Presidente, hoy más que nunca quiero manifestar que se necesita el proceso de consulta previa, como lo indicó la representante del Estado en este hemiciclo, la ministra Javiera Toro; y yo espero que dicho procedimiento no sea visto como un trámite, sino como un pilar de justicia, de respeto intercultural y de paz social en nuestro país.



Por eso, como bancada, anunciamos nuestro voto en contra de esta moción.



He dicho, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias.



Me han solicitado abrir la votación.



¿Hay acuerdo ahora?



Se autoriza su apertura, entonces.



¿Senador Huenchumilla?

El señor HUENCHUMILLA.- Presidente, al momento de la votación quiero fundamentar mi voto.



Gracias.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Pero autoriza a que la abramos?

El señor HUENCHUMILLA.- Sí.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Se abre la votación.



(Durante la votación).



Tiene la palabra el senador Juan Ignacio Latorre.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- En votación.

El señor LATORRE.- Presidente, el senador Espinoza quiere intervenir antes por un punto de reglamento.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Espinoza.

El señor ESPINOZA.- Solo por haber sido aludido indirectamente por el senador Huenchumilla, porque yo fui quien mencionó lo relativo a la corrupción y a los cobros que están ocurriendo en la zona sur de nuestra región de Los Lagos: él habló de populismo y que poco menos que los dichos son falsos.



Yo quiero decirle al senador Huenchumilla, a quien respeto enormemente, que se remita a la fiscalía correspondiente y vea las denuncias por los cobros de millones de pesos que se están realizando para desafectar ciertas áreas de pueblos originarios: ¡30 a 40 millones de pesos en billetitos!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Juan Ignacio Latorre.

El señor LATORRE.- Gracias, Presidente.



Por su intermedio, saludo a la ministra de Desarrollo Social, Javiera Toro.



Voy a intervenir brevemente en este proyecto, respecto del cual tengo mis dudas, para señalar que también pienso que por la vía administrativa o reglamentaria se pueden resolver los supuestos problemas que se plantean en el debate legislativo.



Mi impresión, habiendo estudiado el texto y seguido en parte la discusión que se dio en la Comisión, es que muchos de los problemas que se señalan podrían solucionarse por la vía administrativa.



Y siguiendo la línea argumentativa del senador Huenchumilla, comparto que acá más bien deberían establecerse mesas de diálogo o de trabajo entre los distintos actores: por lo pronto, el pueblo mapuche lafkenche, la industria salmonera, la pesca artesanal, en fin, los distintos actores.



Mi impresión, habiéndome reunido con Adolfo Millabur, uno de los referentes de las comunidades lafkenches, quien también estuvo presente en la Comisión para la Paz y el Entendimiento, es que existe toda la disposición al diálogo por parte de ellos. Al menos eso recogí de la audiencia con Adolfo Millabur, por citar a un referente; hay muchos otros detrás.



Y la actitud de estos dirigentes no es de ahora, sino que siempre han querido ir al diálogo, alcanzar acuerdos, buscar mejorar la situación, pero sin retroceder respecto de derechos ya adquiridos.



Entonces, me parece que explorar la vía administrativa y no la legislativa sería algo que proactivamente debería tomar el Gobierno. Tal vez la ministra Toro como titular de Desarrollo Social, acompañada de algún ministro del área económica, podría intentar vías de acuerdo, de negociación, de diálogo, más aún cuando ya está en marcha el proceso de consulta indígena por los resultados y las propuestas de la Comisión para la Paz y el Entendimiento.



No nos vayamos a estar, como se dice popularmente, pisando la cola con dos iniciativas muy relevantes que persiguen la gobernabilidad, la paz social y el desarrollo, pero siempre escuchando y recogiendo el derecho a la participación política que consagra el Convenio 169 de la OIT.



También creo que generamos un vacío desde el Parlamento cuando mociones pueden afectar el derecho a la participación política de los pueblos originarios consagrado en dicho convenio. Y por eso considero pertinente la reserva de constitucionalidad; será el Tribunal Constitucional el que podrá referirse a ello en último término. Pero cuando hay mociones y no tenemos reglado el mecanismo desde el Parlamento para iniciar esas consultas, que además requieren recursos económicos para generarlas, pienso que estamos en un vacío; porque es distinto a que existan iniciativas originadas en mensaje, de los distintos gobiernos de turno, en que se planteen consultas bajo el Convenio 169 de la OIT.



Entonces, esos dos elementos me hacen mucho ruido: por un lado, la vía administrativa y reglamentaria para solucionar los problemas diagnosticados, que incluyen mesa de diálogo, disposición de los actores, sentar a conversar a los actores económicos, pueblos originarios, pescadores, etcétera, para llegar a acuerdos; y, por el otro, esta moción, en que se requiere la consulta al derecho de participación de los pueblos indígenas según el Convenio 169 de la OIT.



Por tanto, también me sumo a la reserva de constitucionalidad.



Es lo que quiero comentar por ahora, Presidente.



Muchas gracias.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias, senador.



¿Todas las senadoras y senadores han votado?



¡Ah, perdón! El senador Huenchumilla pidió fundar su voto.



Tiene la palabra, su señoría.

El señor HUENCHUMILLA.- Señor Presidente, cuando en su momento se tramitó en el Congreso el proyecto de acuerdo que aprobaba el Convenio 169, un grupo de diputados recurrió al Tribunal Constitucional, y este se pronunció en el sentido de rechazar el requerimiento de los señores diputados y establecer que la consulta era obligatoria para el Estado de Chile. Y cuando digo “Estado de Chile”, hablo de que es obligatorio para el Ejecutivo y también para el Legislativo.



Nosotros entendemos que aquí, en el Senado, y en la Cámara no hay un procedimiento ad hoc sobre esta materia; pero esa es nuestra responsabilidad y no de los pueblos beneficiados con la consulta que establece la ley de la república que se halla vigente.



Este convenio tiene la naturaleza y la categoría de un tratado de derechos humanos, y, por tanto, se encuentra acogido a lo que señala el artículo 5° de nuestra Constitución. En consecuencia, en relación con este proyecto, donde se quiere modificar una ley con nombre y con apellido y que esencialmente afecta a todos los pueblos originarios que habitan en la costa de Chile, debe efectuarse esa consulta. Si no se ha hecho este trámite, ha habido aquí un problema de orden constitucional en el procedimiento.



Por consiguiente, señor Presidente, hago expresa reserva de constitucionalidad para los efectos de recurrir al Tribunal Constitucional respecto del incumplimiento de esta Corporación en cuanto a la realización de la consulta a la cual el Estado chileno está obligado en virtud de este tratado internacional plenamente vigente, ratificado por Chile y con la categoría que estoy indicando.



Anuncio, además, que cuando votemos en particular voy a hacer reserva de constitucionalidad respecto de todo el articulado, por cuanto el borde costero es administrado por el Estado, a través del Ministerio de Defensa, y, en consecuencia, los parlamentarios no pueden alterar esa administración, sino a través de indicaciones suscritas por el Ejecutivo, cosa que aquí no se ha realizado, porque todo el articulado fue hecho por los propios señores parlamentarios -los senadores en este caso-, que no tienen iniciativa en este tipo de materias. Pero en su momento voy a argumentar de forma más particular este tema.



Entonces, haciendo reserva expresa de constitucionalidad, de todas maneras, voto en contra de este proyecto, señor Presidente.



Gracias.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias.



Tiene la palabra el senador Espinoza, para fundamentar el voto.

El señor ESPINOZA.- Ha habido una serie de imprecisiones que en la fundamentación de mi voto a favor me gustaría dejar nuevamente en claro.



Primero, si los parlamentarios efectivamente leyeron este proyecto, se habrán dado cuenta de que, de las diez modificaciones, no hay una sola que afecta a los pueblos originarios. ¡Ninguna!



Por lo tanto, es una mentira y de un populismo exacerbado el decir acá que este proyecto afecta a los pueblos originarios con sus enmiendas. Porque de acuerdo a las palabras de quien me antecedió, el senador Huenchumilla -por su intermedio, Presidente-, en este país no se podría modificar absolutamente nada que tuviera que ver con pueblos originarios. Y creo que somos parte de una misma nación.



Si hay proyectos con imperfecciones, pueden ser mejorados. Y si parlamentarios en particular presentan modificaciones para perfeccionar esta iniciativa, es para bien del mismo proceso y para que no se genere lo que ya hoy día está ocurriendo: amenazas entre pescadores y pueblos originarios; cobros millonarios de recursos para desafectar áreas; llegan con abogados o asesorados por las famosas ONG, acerca de las cuales no se sabe de dónde viene su financiamiento internacional. Sobre el particular, en el propio Senado no han querido seguir avanzando en un proyecto que busca saber quién financia a las ONG. ¡Esa es una realidad respecto de la que debiéramos abrir los ojos y preocuparnos!



Porque lo sucedido aquí no es como lo ha señalado el senador Huenchumilla: que este asunto tiene que ver con la industria salmonera. Esta petición nació de los dirigentes de la pesca artesanal de nuestro país, de la Conapach y otros organismos, algunos de los cuales incluso antes eran opositores a la Conapach, y aquí fueron nombrados por la senadora Ximena Rincón. El señor Bustos y otros dirigentes, que son de otra organización nacional, también han planteado exactamente lo mismo.



Entonces, la invitación que hago es a que se lea bien el proyecto y se busque un solo elemento que afecte a los pueblos originarios; si son capaces de señalarme en esta sala hoy día un elemento que perjudique a los pueblos originarios, yo retiro la moción en nombre de mis colegas, cuestión que no va ocurrir, ¡porque no hay ninguno! No hay ni un solo elemento de los diez puntos que yo mencioné que vaya en contra de ellos.



Por eso, lamento una vez más la posición ideologizada del Gobierno, porque se trata de una cuestión de ideologización. Aquí nos llevaron a una Comisión para la Paz y el Entendimiento, la cual, después de gastarse millones y millones de pesos en un par de años, llegó a la conclusión de que ¡había que restituir tierras! Esa fue la conclusión final, ¡después de más de dos años!



¡Y ahora le andan consultando a los pueblos originarios, a través de una entidad externa contratada por el Gobierno con fondos millonarios, si están de acuerdo o no con lo que determinó la Comisión para la Paz y el Entendimiento…!



¡Ya basta!



¡Presidente, ya basta!



Siempre hemos apoyado a nuestros pueblos originarios. Yo constantemente he respaldado con mi voto a los pueblos originarios. Pero no voy a aceptar la corrupción. Lo que vemos en mi región es que hay dirigentes que están cobrando por desafectar áreas. Y no solo en mi región, sino también en varias otras del país.



Eso debemos terminarlo, porque una cosa es que tengamos un discurso anticorrupción para ciertas cuestiones, cuando nos sirve para la campaña política; y otra, que después tengamos un discurso distinto para que defendamos lo indefendible.



Aquí la señora ministra en ningún minuto habló de ese punto tan sensible.



El senador Huenchumilla nos dijo -por su intermedio, Presidente- “que estábamos faltando a la verdad, que eran acusaciones al voleo”. Yo invito a su señoría a que oficie a la Fiscalía Nacional para que vea los casos en que ya se hicieron denuncias formales.



Yo por lo menos no estoy de acuerdo con lo señalado, Presidente.



Por eso voy a votar a favor, con la más absoluta convicción de que lo mejor para nuestras regiones es que avancemos en esta materia.



Muchas gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la señora Luz Eliana…



(La senadora Ebensperger señala con la mano que no intervendrá).



Entonces, no tenemos a más senadores que quieran usar de la palabra.



¿Han votado todas las señoras senadoras y todos los señores senadores?



Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor, 5 en contra y 5 abstenciones),



Votaron por la afirmativa las señoras Ebensperger, Núñez y Rincón y los señores Araya, Castro González, Chahuán, Coloma, Cruz-Coke, De Rementería, De Urresti, Durana, Edwards, Espinoza, Gahona, García, Insulza, Keitel, Kusanovic, Kuschel, Moreira, Ossandón, Prohens, Pugh, Saavedra, Sandoval, Sanhueza, Van Rysselberghe y Walker.



Votaron por la negativa la señora Provoste y los señores Huenchumilla, Latorre, Quintana y Velásquez.



Se abstuvieron las señoras Órdenes, Pascual y Sepúlveda y los señores Lagos y Núñez.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- En la Secretaría se encuentran inscritos tres pareos: del senador señor Juan Castro Prieto con el senador señor Soria; del senador señor Javier Macaya con la senadora señora Vodanovic, y de la senadora señora Carvajal con la senadora señora Gatica.



Asimismo, se deja constancia de la intención de voto favorable del senador señor Bianchi.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Queda aprobado en general el proyecto.



Habría que fijar el plazo para la presentación de indicaciones.



Planteamos el siguiente: hasta las 12 horas del jueves 4 de septiembre.



¿Les parece a sus señorías?



Acordado.



Vamos al próximo proyecto, que, ¡ojo!, es de quorum especial.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Gracias, Presidente.



Como presidente de la Comisión de Medio Ambiente, le solicito que recabe la autorización de la Sala a fin de que se abra un nuevo plazo para la presentación de indicaciones respecto del proyecto de ley sobre arbolado urbano e infraestructura verde (boletín N° 14.213-12).



Sería prorrogar el plazo de presentación de indicaciones por dos semanas, hasta el martes 26 de agosto, a las 12 horas, para ese proyecto.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.

PROMOCIÓN DE GOBERNABILIDAD Y REPRESENTATIVIDAD DE SISTEMA POLÍTICO

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- El señor Presidente pone en segunda discusión en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para promover la gobernabilidad y la representatividad del sistema político, iniciativa correspondiente al boletín Nº 17.640-06).



El Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “discusión inmediata”. 



--A la tramitación legislativa del proyecto (boletín 17.640-06) se puede acceder a través del vínculo ubicado en la parte superior de su título.
El señor GUZMÁN (Secretario General).- La Sala del Senado se abocó al estudio de esta iniciativa en la sesión del día miércoles 6 de agosto de 2025, oportunidad en la cual fue solicitada una segunda discusión a su respecto, quedando además terminada la primera.



Para tales efectos, es dable reiterar lo siguiente. 



Los objetivos de este proyecto de ley son fortalecer la representatividad de los partidos políticos a través de limitaciones en su formación y reformas a su financiamiento, incorporar mayores exigencias para las candidaturas independientes y reconocer legalmente a los comités parlamentarios. 



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento, discutió solo en general esta iniciativa y aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus integrantes, honorables senadoras señoras Vodanovic y Ebensperger y senadores señores Prohens, Quintana y Velásquez.



La referida Comisión, además, deja constancia de que los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 permanentes del proyecto de ley tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren de 25 votos favorables para su aprobación.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 22 y siguientes del informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y en el boletín comparado que sus señorías tienen a su disposición.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Muy bien. 



Esta es la segunda discusión.



Se abre la votación y ofreceré la palabra para... 

El señor EDWARDS.- No, Presidente. Tiene que abrir la discusión primero. No se abrió en la otra.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- No estoy pidiendo permiso.



Se abre la votación, porque es segunda discusión y se puede.



Entonces, corresponde abrir la votación y…. 

La señora PROVOSTE.- ¡Esta es la misma situación anterior!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Corresponde abrir la votación porque es segunda discusión, y usted puede fundamentar su voto, senador.

El señor EDWARDS.- Pero tiene que haber discusión, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Ahora se abre la votación y se hace la segunda discusión. 



Abro la votación y le doy la palabra a...

El señor EDWARDS.- ¡Tiene que abrir la discusión primero, Presidente!



(Luego de unos instantes).

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A ver.



Solicito el acuerdo de la Sala para que ingrese al hemiciclo el subsecretario general de la Presidencia, señor Nicolás Facuse. 



¿Se autoriza?



¿Habría acuerdo?



Acordado. 



(Pausa).



Ahora, como lo han pedido algunos senadores, ¿habría autorización de la Sala para abrir la votación?

El señor CHAHUÁN.- Sí.
El señor EDWARDS.- No, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Es que el senador Edwards no da el acuerdo.



Convénzanlo, por favor, a ver qué pasa. 

El señor ESPINOZA.- Yo tampoco doy el acuerdo para abrir la votación.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Tampoco lo da?



Ya.



Entonces, hagamos la segunda discusión.



Tiene la palabra el senador Matías Walker.

El señor WALKER.- Gracias, Presidente.



Analizar los aspectos sustanciales de este proyecto, mal llamado de “reforma al sistema político”, que supuestamente promueve la gobernabilidad y la representatividad del sistema político, exige ante todo tener un diagnóstico compartido.



Sin embargo, en el mundo político y en los expertos en materia electoral no existe ese consenso. Se advierte una brecha importante entre lo que plantea la clase política y la experiencia comparada que recogen autores como Nohlen o Sartori. 



Por eso, gobernar no es tarea fácil, menos aún si se simplifica la solución de estos problemas estructurales en unos pocos artículos, reducidos a solo trece páginas de un comparado. 



Es un proyecto muy pobre el que estamos analizando…



(Rumores y conversaciones en la sala).



Presidente, ¡no sé si podré pedir un poco de silencio a los que quieren eliminar a los partidos de centro, para que podamos escucharnos…! 



(Risas en la sala).



Bueno, creo que esto evidencia la falta de un ejercicio de autocrítica real sobre nuestro funcionamiento político. 



Por ejemplo, tal como lo ha expuesto sostenidamente Eduardo Saffirio, la fragmentación política, solo contando la cantidad de partidos, es una simplificación excesiva y francamente engañosa.



No es el número de partidos lo que importa realmente para entender la salud de nuestra democracia ni la gobernabilidad del sistema político, sino la fortaleza y relevancia que tienen los partidos políticos en términos de sus escaños y, por sobre todo, de su capacidad para negociar y construir mayorías estables.



Puede haber muchos partidos pequeños, incluso numerosos, pero la influencia real recae en un reducido número de actores que poseen la llave para inclinar decisiones claves en el Congreso. 



Así, la gobernabilidad se mide por la existencia de mayorías capaces de dialogar, acordar y avanzar en los temas que interesan a la ciudadanía. 



También reducir el número de partidos no asegura una mejor gobernabilidad, si esos pocos actores se ubican en los extremos (en la extrema izquierda y en la extrema derecha) y dificultan el diálogo. 



La polarización exacerba la división y obstaculiza la capacidad de acordar, afectando la gobernabilidad tanto o más que la fragmentación numérica.



Lo dijimos y lo reiteramos: el problema del sistema político no es la fragmentación, sino la polarización. Y bajo esta premisa analizaré, con la debida ponderación, los elementos más sustantivos de este debate. 



¿Cómo se conforma un partido político? La propuesta que hoy nos convoca eleva la exigencia mínima de militantes. Ya no se requerirá el 0,25 por ciento de quienes hubieran sufragado en las últimas elecciones, sino el 0,5 por ciento del padrón electoral definitivo. 



Suena bien a primera vista; podría parecer una medida para fortalecer nuestras organizaciones políticas, pero ese no es verdaderamente el camino. 



No dudo de la buena intención de este proyecto, presentado por este Gobierno, por su ministro del Interior y por la ministra secretaria general de la Presidencia, pero es preciso preguntarse si han medido con rigor los riesgos que podría implicar.



Formar un partido político no es tarea sencilla: requiere tiempo, compromiso, convicción y trabajo en terreno.



Llama la atención, Presidente, que este proyecto lo promuevan los mismos sectores que votaron en este Senado contra el voto obligatorio. ¡Eso es una contradicción! Porque si de representatividad se trata, tenemos que asegurar el voto obligatorio para que sufrague más del 90 por ciento del electorado y no el 47 por ciento, como ocurría con voto voluntario, donde acudían a votar más los electores de las comunas de sectores acomodados que los de sectores populares, salvo que no quieran que las zonas populares voten en las elecciones.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias, senador.



Tiene la palabra el senador Rojo Edwards.

El señor EDWARDS.- Gracias, Presidente.



Hoy estamos llamados a pronunciarnos sobre un proyecto que, según sus impulsores, busca fortalecer la gobernabilidad y la representatividad del sistema político.



Yo comparto plenamente esa necesidad, pero la verdad es que no puedo estar de acuerdo con la forma, porque, en el fondo, lo que están haciendo es cerrar lo más posible la participación de la ciudadanía en el proceso político y en las posiciones de poder. 


Con este proyecto, la elite, el establishment, los que hoy día están, les ponen trabas a los desafiantes, al resto de la gente, para poder ser parte del proceso político. ¡Eso es lo que están haciendo!



¿Cómo lo hacen? Colocando nuevas barreras para fundar partidos políticos, pasando de tres a ocho regiones, y duplicando el umbral de afiliación, como decía el senador que me antecedió en el uso de la palabra. 



Además, endurecen las condiciones para candidaturas independientes. ¡Como si fuera tan fácil ser independiente y llegar acá! Entiendo que en este Senado, de los cincuenta, hay solo dos independientes. 



Exigen nuevos patrocinios y prohíben por cuatro años a quienes inician la formación de un partido que puedan postular a otro. ¡Ah! Y si usted funda un partido, ¡si funda un partido!, no podrá ser candidato en los cuatro años siguientes. O sea, una manera de descolocarlos a todos y así sacarse de encima una posible competencia.



¡Digamos las cosas como son!



Este es un proyecto de la elite política que quiere sacarse la competencia y arreglarse los problemas por secretaría. ¡Eso es exactamente lo que hace!



Entonces la pregunta es: ¿a quién protege? ¡Claramente, pues, protege a los que están y que les hacen la vida imposible a los desafiantes que quieren ser parte del proceso! Eso es exactamente lo que hace.



Los partidos políticos, en vez de pretender representar mejor a la gente y ganar en buena lid las competencias electorales, lo que hacen es tratar de eliminar, por secretaría, a la competencia.



Si lo que nos preocupa es el proceso político, Presidente, lo primero que tenemos que hacer es darles más institucionalidad a los partidos. Porque lo que pasa con los partidos políticos hoy día en Chile es que, si usted no es afín al presidente o, en algunos casos, al dueño del partido, no tiene posibilidad alguna de ser candidato.



Y, por lo tanto, es muy fácil hacer nuevos partidos. ¡Claro! Porque quienes dominan los partidos políticos, y no existe institucionalidad alguna para contrarrestar ese dominio, lo que hacen es aplicar sus propios intereses y van dejando heridos en cada ciudad de Chile.



Usted levanta una piedra, Presidente, y encuentra a una persona que está herida por haber sido injustamente tratada, porque no existen mecanismos de resolución de controversias.



Los partidos eligen a aquellos que son más cercanos a la fuente de poder del propio partido. Entonces, ¿qué quieren hacer ahora? Eliminar la posibilidad de formar un partido.



Hace un par de años había solamente dos partidos en nuestro sector: Renovación Nacional y la UDI. ¡Grandes partidos, por cierto! Bueno, después llegó Evópoli, y ahora tenemos el Partido Republicano, el Partido Nacional Libertario, el Partido Social Cristiano. 



¿Y por qué aparecen nuevos partidos y por qué supuestamente es tan fácil? Porque, ¡claro!, hay muchas personas que, pudiendo ser buenos candidatos y buenos desafiantes, son eliminadas de manera injusta dentro de los partidos.



Entonces, antes de hacer un proyecto de la elite para la elite, para que los que hoy día mandan mantengan su poder y lo acrecienten eliminando la competencia, lo que tenemos que hacer es que los partidos políticos en Chile sean institucionales.



¿O alguien cree, por ejemplo, con todo cariño pero con fuerza, que es posible ser candidato en el Partido Republicano si no estás a favor de los intereses de José Antonio Kast? ¿Alguien cree eso posible? Bueno, ¡yo no lo creo posible, pues!



Entonces, ¡los partidos tienen institucionalidad o no tienen institucionalidad!



Digamos las cosas como son: los partidos en Chile no son institucionalmente fuertes.



Por lo tanto, yo podría eventualmente apoyar algo como esto si los partidos tuviesen mecanismos de resolución de controversias para que, cuando haya un buen aspirante, pueda ser candidato. 



Por ejemplo, una garantía sería que un buen candidato que ya es diputado o que gane en todas las encuestas tenga la posibilidad de exigir primarias, ¡pero que las primarias se las den, pues! No que pase los 365 días como militante y después te digan: “No eres candidato y estás fuera”.



Entonces, la gente se prepara, se sale antes y decide formar un nuevo partido, porque, ¡claro!, no fue justa la resolución, no hubo un mecanismo de resolución de controversia.



Por lo tanto, Presidente, lo que tenemos que hacer acá -y saquémonos la careta- es algo que vaya en favor de la ciudadanía y no los políticos arreglándose los problemas para sí mismos, manteniendo su poder y eliminando la posible competencia.



Para eso, Presidente, yo no estoy disponible y, por tanto, voy a votar en contra.



He dicho.

El señor MOREIRA.- ¿Puede abrir la votación, Presidente?

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A ver.



¿Habría autorización para abrir la votación?

La señora RINCÓN.- No.

La señora PASCUAL.- No.

El señor EDWARDS.- No hay acuerdo.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Pero, senador Edwards, usted ya habló.

El señor EDWARDS.- Todavía no la abra, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Pero qué gana con eso?



Tiene la palabra el senador Bianchi.

El señor BIANCHI.- Hay mucho ruido, Presidente. Por favor, pida silencio.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Solicito silencio en la sala, por favor, para escuchar al senador Bianchi.

El señor BIANCHI.- Gracias, señor Presidente.



Mire, el país… 



(Rumores y conversaciones en la sala).



Un grupito insiste acá en seguir hablando. Si pudieran guardar silencio un ratito, por favor.



Señor Presidente, tenemos falta de crecimiento, tenemos inseguridad, estamos tomados por el narcotráfico, tenemos desempleo y listas de espera, pero la urgencia de los políticos es para los políticos.



Y digo “los políticos”, porque este proyecto fue presentado, en una parte, por los partidos para ir, incluso, en contra de la autonomía de la voluntad del votante y sacar a los parlamentarios que no piensen lo mismo que el presidente de turno del partido, elegido por unos poquitos, y así perder su escaño.



Y también está este otro proyecto, del señor Elizalde, que, por falta de muñeca política, entonces lo presenta como complemento por un compromiso.



Y nos presentan este proyecto como la gran cosa que el país quiere, que es la reforma al sistema político, pero no entienden que esto no lo quiere nadie.



No olvidemos que delegamos al poder constituyente dos veces en Chile, y se inventó una solución constitucional a un problema estructural y de política pública. ¡Dos veces! ¡Dos veces la gente le dijo que no al sistema político y a la reforma que estamos discutiendo hoy!



El proyecto de ley busca contrarrestar, dice así, la fragmentación y la indisciplina política mediante incentivos normativos. O sea, ¡mandar! Esto en el contexto legislativo y los propósitos de la iniciativa. ¡A quién pretenden mandar, si el que manda acá es el pueblo!



El mensaje presidencial dice, y lo inicia, justifica la medida citando la creciente “fragmentación de los partidos políticos” y “la indisciplina parlamentaria”. ¿De qué indisciplina me hablan si ni siquiera votamos lo que la gente quiere que votemos?



“La pérdida de confianza”. La pérdida de confianza no es hacia el sistema político; es porque no estamos en la línea con lo que la gente y la ciudadanía demandan.



El mensaje presidencial afirma que algunos parlamentarios abandonan la afiliación política y se declaran independientes -¡mire qué pecado! Yo soy independiente, ¡soy un pecador!-, sin considerar las ideologías. ¿De qué ideologías hablan si los partidos políticos lo que menos tienen son ideologías?



Sigue y señala.



Otra manifestación del fenómeno, menciona, es el creciente número de legisladores que votan en desacuerdo con las posturas de los partidos políticos.



Yo no estoy aquí para votar por la postura de un partido político; estoy aquí para votar por lo que la mayoría y la ciudadanía me mandatan.



Entonces, ¡qué se creen los partidos políticos, que son un 2 por ciento, nadie les cree, son parte del problema y aquí, a la fuerza, pretenden mantener su poder!



Este comportamiento, señala el mensaje, conocido como el “fenómeno de los senadores díscolos”, “dificulta la capacidad de los líderes partidarios”. Para ser líder no hay que seguir un rebaño; hay que ser honesto, hay que hacer lo que dice la ciudadanía.



En cuanto a la coordinación parlamentaria, pretenden hacer lo que el mensaje denomina el “jefe de comité”, pero ahora con carácter legal, como un comisario acusete que informa las cosas que pasan acá y manda al parlamentario.



¡A mí no me manda ningún jefe de comité! A mí me manda el que me votó. ¡Mandar a la manada o darle poder a un par de presidentes de partidos políticos, yo no lo acepto!



El problema de los partidos políticos es que no tienen ninguna representatividad. Su problema no es el orden, sino que carecen de principios y están demasiado financiados. Y eso no le chorrea al pueblo. Son, en definitiva, una bolsa para dar pega.



No soy díscolo, no soy rebelde.



Voto por lo que es justo.



Voto por el sentido común, por lo que me mandan.



Y si alguien me quiere mandar, ¡tengan un solo parlamentario, pues, y hagan como las sociedades anónimas o como el rebaño que pretenden instalar acá! Porque eso es lo que quieren: una especie de rebaño, y yo no soy rebaño de nadie.



Me niego rotundamente.



Fui electo independiente, cuadrupliqué las otras listas. Fui fuera de todo pacto y soy independiente de verdad, de los que son mal vistos acá, de los díscolos, de los desordenados. Y no voy a ser yo el que traicione lo que la gente me pide votar acá ni haré lo que me pida un partido político.



Yo hago, por reflejo, lo que la mayoría me mandata.



Eso es lo que voy a hacer acá y eso es lo que me dicen la gente y el pueblo de Magallanes.



He dicho.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la senadora Ximena Rincón.

La señora RINCÓN.- Gracias, señor Presidente.



En primer lugar, vayamos a lo esencial.



Resulta sorprendente y, más que sorprendente, profundamente preocupante que hoy estemos discutiendo con urgencia legislativa este proyecto de ley, en circunstancias de que el Gobierno, durante más de un año y medio, no ha cumplido un mandato constitucional expreso que le impone implementar el voto obligatorio.



La Carta Fundamental es clara, pero aquí evidentemente falta voluntad.



A menos de tres meses de las elecciones -y lamento que no esté el ministro en la sala-, el Ejecutivo presenta este proyecto. Y no solo lo presenta, sino que le otorga urgencia inmediata. Y no solo eso: además pretende que se discuta en general y en particular al mismo tiempo.



Para este proyecto sí hay premura; para el voto obligatorio, ninguna. 



Durante meses se ha confundido a la ciudadanía al mezclar intencionadamente discusiones constitucionales con legales, a fin de evitar una obligación ineludible. ¿Es este un ejercicio responsable del poder? ¿Así se cumple el mandato constitucional? El país, Presidente, no merece dilaciones ni maniobras, exige seriedad. 



Por ello, como Demócratas, valoramos el rol que ha cumplido nuestra diputada Joanna Pérez, quien ha sido persistente y clara: ha exigido al Ejecutivo cumplir con su deber. 



El Gobierno insiste en declararse preocupado por el deterioro de nuestro sistema político, por la pérdida de confianza ciudadana y por la necesidad de perfeccionar las reglas de la democracia. No es un tema menor. La fortaleza institucional depende, en gran medida, de contar con un marco político estable, legítimo y previsible. Sin embargo, cuando pasamos del discurso a la acción, el panorama cambia drásticamente. 



Quiero dejar en claro que coincidimos en que existe un problema evidente en nuestro sistema político y en que debemos actuar con responsabilidad para fortalecer nuestra democracia. Sin embargo, no compartimos el diagnóstico del Gobierno y, menos aún, las soluciones que propone. 



Hoy, apenas diez años después de la profunda reforma electoral y de partidos políticos, que tomó más de una década de trabajo, se nos dice que todo aquello no es suficiente, que el sistema necesita cambios urgentes. Pero esos cambios se limitan a un proyecto con apenas cuatro artículos permanentes, cuatro normas reducidas a su mínima expresión, que supuestamente corregirán lo que le costó años de debate y acuerdos al país. 



El riesgo es claro: en un contexto de creciente polarización, reformas improvisadas y de bajo alcance pueden terminar acentuando la fragmentación y debilitando aún más la confianza ciudadana en sus instituciones. 



Es efectivo que enfrentamos un problema grave, pero se requiere una respuesta integral, coherente y fruto de consensos, no ajustes mínimos que parecen más un gesto político que una solución de fondo. De lo contrario, lejos de fortalecer la democracia, podríamos estar sembrando condiciones para su deterioro. 



Aún más preocupante es que, bajo el discurso de “corregir” el sistema, el verdadero efecto -y quizá el principal objetivo- de este proyecto es restringir la creación de nuevos partidos políticos. ¡Créanme que no es fácil crear un partido político! En la práctica, aquello significa limitar la competencia democrática y cerrar la puerta a nuevas expresiones ciudadanas, justo cuando el descontento con las estructuras políticas tradicionales es uno de los motores de la desafección y la polarización. 



Se opta por consolidar el control de quienes ya están en el poder, reduciendo así la diversidad y pluralidad que toda democracia necesita para renovarse. 



Quienes impulsan y aceleran la tramitación de este proyecto parecen no advertir que estamos frente a un problema estructural mucho más profundo, donde el verdadero debate debería estar puesto en el rol de los partidos, en la calidad de la representación que ofrecen y en las exigencias democráticas que deberían cumplir para recuperar la confianza pública. 



Señor Presidente, nosotros no vamos a dar nuestro voto de respaldo a este proyecto. Nos parece ¡absolutamente apresurado!, ¡absolutamente insuficiente! Y mientras el Gobierno no le ponga la misma urgencia, la misma discusión inmediata, al otro proyecto, la verdad es que va a dejar de contar con nosotros en el respaldo de otras materias.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias, senadora. 



Tiene la palabra el senador Coloma.

El señor COLOMA.- Va a hablar la senadora Luz Ebensperger.

El señor KAST.- ¡Presidente!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Senador Kast?

El señor KAST.- ¡Abramos la votación, Presidente!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Se autoriza abrir la votación? 

La señora RINCÓN.- ¡No!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- No hay acuerdo. 



Tiene la palabra el senador Juan Antonio Coloma. 

El señor COLOMA.- Va a intervenir la senadora Ebensperger.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Bien.



Tiene la palabra la senadora Luz Eliana Ebensperger.

La señora EBENSPERGER.- Gracias, Presidente. 



Creo que este es un buen proyecto y que hay un diagnóstico claro de que nuestro sistema político requiere una modificación. 



Me parece que la iniciativa, si bien da pasos positivos, no es suficiente. Pienso que es un complemento a la reforma constitucional ya aprobada por este Senado y que lleva una lenta tramitación en la Cámara de Diputados. 



Sí comparto que es importante avanzar paralelamente en sancionar a quien no sufraga en una elección con voto obligatorio, porque, como lo hemos dicho siempre, voto obligatorio sin sanción es voto voluntario, y eso transgrede el mandato constitucional que tenemos. 



El proyecto en discusión, Presidente, establece varias modificaciones a las leyes orgánicas constitucionales que regulan aspectos centrales del sistema político; en particular, lo relativo a los partidos políticos, a los procesos electorales y a parte del funcionamiento del Congreso. 



Se busca robustecer la institucionalidad democrática, corregir distorsiones del sistema de representación, dotar de mayor transparencia al proceso legislativo y, en definitiva, tener una mejor gobernanza que permita que el Parlamento pueda darle a la ciudadanía la normativa legal que requiere para solucionar sus problemas. Esto hoy día es muy difícil de lograr precisamente por la fragmentación que existe, dado que las minorías que constituyen esa fragmentación terminan chantajeando al Ejecutivo de turno casi para vender su voto.


Presidente, lo primero que se propone es eliminar la posibilidad de constituir partidos políticos en tres regiones contiguas y se mantiene el espíritu de que sea nacional o en ocho regiones no contiguas. 



Otro aspecto positivo es lo relativo al financiamiento estatal de los partidos políticos. Se delimita con mayor claridad cuáles son las condiciones para obtenerlo, lo que mejora la eficiencia del gasto público y refuerza el vínculo entre representación política y apoyo financiero institucional. Ello permite dar término a las verdaderas “pymes” políticas que hoy día existen y que sobreviven única y exclusivamente por este financiamiento. 



Muchas veces esos partidos, luego de ser disueltos -porque tenemos una norma que establece que se deben disolver los partidos que no obtengan el 5 por ciento de una votación-, no se demoran más de dos o tres meses en volver a constituir otro. ¿Por qué? Porque sobreviven cuatro años con casi nula representatividad, pero con financiamiento público. 



En el proyecto, además, se establecen nuevas disposiciones sobre la organización y el funcionamiento de los comités parlamentarios. En este aspecto, creo que es importante elevar algunas normas a rango legal, sin perjuicio de lo cual en esta parte me parece que la reglamentación que propone el mensaje del Ejecutivo es excesiva. Espero que mejoremos y limitemos eso en el estudio en particular de la iniciativa, la cual hoy día -lo recuerdo- solo se vota en general, y no en general y en particular. 



Presidente, vuelvo a decir que considero que estas son propuestas valiosas en términos institucionales y que este proyecto es complementario a la reforma constitucional ya aprobada, que por sí mismo no va a producir el efecto que todos buscamos para mejorar hoy día la gobernanza dentro del Congreso y entre el Parlamento y el Ejecutivo, de manera de solucionar los problemas de la ciudadanía. 



En conclusión, puedo señalar que la presente iniciativa contiene medidas necesarias para avanzar en el fortalecimiento del sistema político y legislativo. Y si bien no soluciona a cabalidad el problema de fragmentación política al que nos vemos expuestos, permite avanzar; aunque sea a paso lento, se está avanzando. 



Por eso, Presidente, voy a votar a favor de este proyecto y presentaré indicaciones en su estudio en particular para mejorarlo. 



Y espero que avance también la reforma constitucional. Ambos proyectos se necesitan y son complementarios.



He dicho.



Gracias, Presidente. 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A usted, senadora.



Tiene la palabra el senador Alejandro Kusanovic.

El señor KUSANOVIC.- Gracias, Presidente.



Al ver esta iniciativa, cada vez me asombro más de los proyectos que se presentan acá.



Esto es claramente un mal diagnóstico del problema que tenemos, y el problema es muy simple. 



¿Por qué se generan partidos nuevos? Si uno analiza la formación de todos ellos, ve que eso ha ocurrido porque un partido en algún momento ha perjudicado a determinado militante, dejándolo fuera de una elección, y este militante, con razón, llega y forma un partido político nuevo, porque se ve marginado.



No hay un mecanismo de solución de conflictos adecuado dentro de los partidos. ¿Por qué? Porque está lleno de amiguismo, de compadrazgo, de pitutos. Todo se arregla entre cuatro o cinco personas: se margina a quien se quiere marginar y se perjudica a quien se quiere perjudicar. Y, obviamente, el perjudicado tiene el derecho de hacer su propio partido, porque se ve marginado. 



Entonces, ese es el problema, y es gravísimo ¡porque ni siquiera lo quieren ver! Y cuando algo no se quiere ver, significa que estamos en un problema enorme, porque andamos buscando soluciones donde no las hay. 



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- No hay más senadores inscritos. 



Se abre la votación. 

El señor GUZMÁN (Secretario General).- En votación. 



(Durante la votación).



La senadora Pascual tiene la palabra.

La señora PASCUAL.- Gracias, Presidente. 



Quiero argumentar mi votación. 



Lo primero que quiero decir es que, comprendiendo varios de los elementos que hay en este proyecto de ley -y con mayor razón los que se encuentran en la reforma constitucional a la cual hizo mención la senadora Ebensperger y otros senadores que me antecedieron-, me parece que tenemos un problema con los diagnósticos. 



Precisamente, si los diagnósticos no se hacen convocando a todos y cada uno de los actores políticos y también considerando las miradas que pueden recibirse del mundo ciudadano, no lograremos enfrentar de manera integral lo que se dice grandilocuentemente tanto en la reforma constitucional como en este proyecto de ley, que son las grandes iniciativas presentadas para reformar el sistema político. Pero estas son partes, no el sistema político completo. 



Lo segundo es que, desde ese punto de vista, uno puede coincidir en que existe una mayor fragmentación y, a lo mejor, mayor facilidad para la constitución de nuevos partidos políticos. 



Sin embargo, creo que uno de los temas fundamentales, y lo argumenté en la reforma constitucional que instala un umbral para impedir que partidos que no obtengan un 5 por ciento nacional en el Parlamento puedan colocar sus diputados -no es lo mismo que este proyecto de ley, lo tengo sumamente claro, pero ambos fundamentan lo mismo-, es considerar esto como si solo fuera un problema de fragmentación de los partidos políticos, sin invocar problemáticas como el profundo individualismo y personalismo de la política, la falta de proyectos colectivos, la falta de ideas programáticas, las convicciones colectivas. 



¿Por qué digo lo anterior? Porque efectivamente me parece demasiado tremendo que alguien diga acá: “Mire, este problema se genera porque me peleé con alguien y, por eso, tengo derecho a crear mi propio partido”. ¡Obviamente ese no debiera ser nunca el norte de esta reforma! 



Todo lo contrario, necesitamos fortalecer a los partidos políticos, para que tengan ideas programáticas que ofertarle a la sociedad: hacia dónde quieren desarrollar el país, qué propuestas van hacer. 



Esos son los aspectos que uno reivindica: convicción programática, y también convicciones ideológicas, en el caso de varios partidos. 



Siento que esas cosas son las que no están del todo resueltas en el diagnóstico, primero que nada. 



Creo que la idea se encamina, insisto, en tratar de generar algunas institucionalidades mejores y mayores en el ámbito de los partidos políticos.



Pero también quiero advertir algo. 



Me parece que, atendido el ámbito de la democracia interna de los partidos políticos, el debate que nos convoque en particular, para el convencimiento de las posturas políticas de los parlamentarios y las parlamentarias representantes de partidos y comités políticos, tiene que darse en el plano de una discusión democrática, y no de un autoritarismo. 



¿Por qué digo eso? Porque puedo entender que en esta propuesta de ley se quiera colocar que el comité parlamentario tenga existencia legal. Sin embargo, no me convence del todo que sus pormenores sean estatuidos en la ley. Le resta dinamismo a la política, le resta dinamismo a la capacidad que los propios comités tienen para enfrentar día a día el debate parlamentario.



Entonces, yo en ese punto tendría especial cuidado con no rigidizar situaciones que todas y todos los que estamos acá, algunos, por cierto, con bastantes más años que yo de experiencia parlamentaria… 



(El senador Keitel hace un comentario al respecto en tono de broma).



Yo llevo tres años nomás como senadora. A eso me refiero, no es por la edad (risa).



Decía que algunos han visto que, en ciertas situaciones, se necesita convocar a debates rápidos, reuniones de comités y una serie de cosas que la dinámica de la política diaria no permite que todo quede estatuido en la legislación. Si así se hiciera, se rigidizaría cierto tipo de cosas que no tienen mayor sentido. Y también podríamos terminar generando una jefatura de comité con tal autoridad que no permita el debate, la articulación con sus propios parlamentarios y parlamentarias. 



Por lo tanto, si algunos argumentan que, para formar un partido, basta con que me enoje con tal o cual persona, no vaya a ser que el día de mañana, para formar otro comité, alguien diga “a mí me marginaron de ese comité”, “no me tomaron en cuenta” o “me impusieron tal o cual cosa”. 



Demos también espacio a que el diálogo, la conversación, el debate político retorne a nuestro ámbito, a nuestros domicilios políticos, para así avanzar en aquello. 



Gracias.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Senador Cruz-Coke, tiene la palabra.

El señor CRUZ-COKE.- Muchas gracias, señor Presidente. 



Vamos a seguir discutiendo hasta la saciedad un asunto que está bastante acordado, en general: los efectos nocivos que tiene la fragmentación política.



Esta iniciativa, sin duda, debe ir acompañada por la reforma constitucional que busca no permitir la existencia de partidos que cuenten con menos de cierto umbral, 5 o 4 por ciento, en la elección parlamentaria, y también por el proyecto relativo a las multas en elecciones con voto obligatorio: un voto obligatorio sin multa es un voto voluntario. 



En la práctica, este proyecto avanza, creo yo, en el sentido correcto. 



Sin embargo, estoy consternado y sorprendido por las intervenciones de ciertos senadores que señalan que el problema está en los partidos políticos y no en ellos mismos, en circunstancias de que, habiendo ido en un cupo de partido político -prácticamente habiendo rogado por estar en ese cupo-, a la primera de cambio, una vez obtenido el cargo, usurpan para sí mismos el escaño, no siguen ninguna directiva partidaria y no se atienen a las decisiones que toma el partido que los llevó en ese cupo.



Hoy día resulta que al menos cuarenta o cincuenta parlamentarios, habiendo ido en el cupo de un partido determinado, están como independientes o en otro partido político. 



¡Eso no puede ser! 



Debo señalar que hoy tenemos entre 22 y 25 partidos políticos en formación. Durante los años noventa y los 2000, en los mejores años desde el retorno a la democracia, cuando el país crecía y le iba bien, teníamos entre 9 y 12 partidos políticos. Eso es razonable.



¿Puede una democracia funcionar con micropartidos políticos “pyme”, donde si me molesto con la opinión del presidente del partido, armo mi propia “pyme” política, financiada por el Estado? Creo que no corresponde. 



Hay un estupendo libro que se llama Democracy and anarchy, que señala que la fragmentación excesiva durante la época del régimen de Weimar llevó ni más ni menos que a Hitler al poder. 



Eso es lo que sucede. 



En este Congreso, entre 1990 y 2017, había entre 9 y 12 partidos políticos, como ya señalé. 



Además, entre esos mismos años, se registró la presentación de 311 mociones, en promedio; y entre 2018 y 2024, aumentaron a 715. Por su parte, entre 1990 y 2017, se aprobaron 76 mensajes presidenciales, en promedio; y entre 2018 y 2024, la cifra bajó a 57 mensajes.



Por tanto, en la práctica tenemos una democracia trabada precisamente por la incapacidad de este Congreso, habida cuenta de esta enorme fragmentación, de llegar a acuerdos con 22 partidos, y con facciones al interior de esos 22 partidos. Y ello es imposible también para cualquier Gobierno -no lo digo solamente respecto del Gobierno del Presidente Boric- que no tenga una mayoría nítida en el Parlamento, donde se tenga una oposición clara, definida, con cabezas a las cuales se pueda recurrir. 



En ese contexto, se pueden sacar exclusivamente “proyectitos”. 



Lo que se logró obtener con la reforma de pensiones fue exclusivamente una rareza institucional, y lo corroboran además los números, desde que nosotros cambiamos este sistema electoral, que obviamente debe ser corregido. No queremos la estrictez del sistema binominal; pero esta proporcionalidad enorme, esta hiperfragmentación, bajo todo punto de vista le está haciendo un daño a la democracia. 



Además, está creando caciquismos, caudillismos y una política personalista, a partir de lo cual, como señalaba el senador Kusanovic, si alguien se enoja con el presidente del partido, puede decir: “Yo me cambio de partido”; o si el presidente dice: “Esta es mi candidata presidencial”, yo voto por otro candidato presidencial. ¡No importa nada! ¡Nada importa! 



Todo es a conveniencia personal. ¿Por qué? Porque tengo secuestrado mi escaño.



Y hablo desde un partido que, eventualmente, con la reforma constitucional que hemos propuesto, podría quedar fuera del sistema político, por no poder cumplir con los porcentajes que el mismo umbral plantea. 



Entonces, los invito también a que avancemos en la creación de partidos que tengan predictibilidad, que posean declaraciones de principios para que el elector sepa que está votando por un parlamentario que finalmente no va a trashumar desde una posición ideológica a otra según su conveniencia para conservar el escaño. 



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Insulza.

El señor INSULZA.- Gracias, Presidente. 



En realidad, voy a ser breve. Solamente quiero corregir algunos errores que se han cometido aquí. 



Primero, no es cierto que este debate empiece ahora porque el Gobierno le puso “discusión inmediata” al proyecto. Hace varios años estamos hablando de la crisis de los partidos políticos y de la necesidad de discutirla, pero no hemos hecho nada. 



Por lo tanto, soy partidario de empezar a hacerlo. No estoy totalmente de acuerdo con todo lo que plantea la iniciativa, pero sí por empezar la discusión y hacerla en serio. 



Creo que eso es indispensable para el país, Presidente.



Y no es una persecución a los partidos. ¡No! No se trata de eso. Yo estoy a favor, lo digo claramente, de que la persona que quiera tener un partido lo tenga. El que quiera tener su partido que lo tenga, y que junto con otros busque los votos para ver si realmente puede participar en el Congreso y en el Gobierno. 



Así es en Alemania, por ejemplo. Se ha hablado mucho del sistema alemán. Allí hay varias decenas de partidos. Lo que pasa es que los que no sacan el 5 por ciento de los votos no pueden participar en el gobierno, de eso se trata. Y eso me parece extraordinariamente razonable, por muchas cosas que se han planteado acá. 



Pero el principal motivo es que no podemos seguir con un sistema en que cada uno forma su propio partido cuando se le da la gana y cuando quiere. 



Una vez en la Cámara, nada más que porque un ministro le dijo algo a alguien que no quedó contento, hubo dos diputadas que salieron de la sala y no dieron el quorum para discutir un proyecto. Después fueron y le señalaron a ese ministro: “Bueno, estaremos para la próxima vez que lo presente”. Pero para esa próxima vez faltaba un año, lo cual quiere decir que ni siquiera se habían molestado en saber las reglas que rigen. 



Entonces, Presidente, efectivamente tenemos que darle seriedad a la política.



Quien milite en un partido, probablemente no sean muchos, tiene que juntarse con otros para poder gobernar. Nosotros estamos pidiendo que los que quieren gobernar se junten para hacerlo y no que cada uno trate de convencer a otros por los pasillos. 



Así que yo por lo menos estoy muy a favor de este proyecto.



Quiero decir una última cosa. 



Se ha hablado mucho de corrupción. Creo que, si hay una forma de corrupción -lo digo muy sinceramente, pues llevo muchísimos años en la política-, es cuando alguien entra a un partido para hacer mejor su vida. 



Nosotros no entramos a los partidos para eso. 



Es una forma de corrupción tomarse un escaño por la vía de los discursos. Entre paréntesis, quienes dan los discursos más fogosos, hablando de la antipolítica, ni siquiera escuchan los debates. Vienen, hacen su discurso y después se van. 



Esa es una mala forma de ganarse la vida, Presidente. Y creo que se ha dado mucho en los últimos años. 



Al Parlamento ha llegado mucha gente que, en lugar de estar en política porque quiere mejorar la condición de su entorno, mejorar la vida de los demás, defender los derechos humanos, etcétera, desea estar aquí porque es una forma de vida. 



Desgraciadamente, cuando la política se transforma en una forma de subsistencia y cada uno cree que lo hace mejor actuando por su cuenta, la verdad es que a esas alturas ya hemos perdido mucha calidad. 



Por lo tanto, Presidente, voy a votar a favor de la iniciativa. Seguramente, vamos a discutir mucho cada uno de los artículos del proyecto. Pero empecemos de una vez, porque este país no puede seguir con la calidad de política que tiene.



Muchas gracias, Presidente. 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Gracias, Presidente. 



Saludo al ministro, a la ministra y al subsecretario presentes. 



Me alegra que estemos discutiendo este proyecto, que acompaña a una reforma constitucional que presentamos y que debatimos arduamente en la Comisión de Constitución, que vino a esta sala en general y en particular, y que ahora se tramita en la Cámara de Diputados. 



Hemos llegado al consenso de que tenemos que avanzar hacia un mejor sistema político. 



Este proyecto, precisamente, busca disminuir la fragmentación del sistema de partidos; reforzar la disciplina partidaria y limitar la renuncia oportunista a partidos y comités; mejorar la coordinación parlamentaria, mediante la institucionalización de los comités y sus jefaturas; establecer estándares más exigentes para la constitución de partidos y candidaturas independientes; y eliminar incentivos perversos como el financiamiento público a partidos sin representación. 



Parto por lo último. 



Independientemente de nuestras visiones políticas, ¿alguien está de acuerdo con que el financiamiento político opere desde la inscripción de un partido a nivel regional, como ocurre muchas veces, y que no se establezca precisamente que ese financiamiento exista cuando el partido se encuentre constituido? 



¿Alguien se opone a que terminemos con esta figura de un partido que se constituye en una o dos regiones y luego, si puede, va escalando para obtener representación nacional? En definitiva, ¿que se parta con un micropartido para luego tratar de tener un partido nacional?



¿Alguien está de acuerdo con que la renuncia a un partido sea intempestiva? Tengo las cifras de quienes renunciaron al partido por el que fueron electos: veintiséis diputados y siete senadores, lo que equivale al 17 por ciento de la Cámara y al 14 ciento del Senado. 



Yo entiendo. Hay crisis en los partidos, hay divisiones, hay planteamientos respecto de una posición ideológica sobre tal o cual actuación. Pero que ese porcentaje vaya in crescendo; que tengamos hoy día veintitantos partidos constituidos; que tengamos una decena de candidatos a la presidencia, no le hace bien al país.



Y lo digo no solo desde la trinchera de quienes estamos hoy en el Gobierno. 



Hay alternancia en el poder, hay alternancia política en Chile, en buena hora. Un mal sistema político no afecta ni mejora a la izquierda o a la derecha: afecta la gobernabilidad y la estabilidad del país. 



Nos hemos dado a la tarea de construir bases institucionales en materia de seguridad y orden público, en materia económica.



¿Por qué tenemos que despreciar la capacidad de avanzar en materia institucional respecto de un sistema político que permita la pluralidad?



Digo lo anterior porque aquí no vamos a venir con la cantinela de que queremos volver al sistema binominal. Al contrario, nosotros impulsamos y aprobamos el proyecto que eliminó el binominal para tener una mayor representación. Pero eso no quiere decir que existan emprendimientos personales o, a veces, familiares, para vehiculizarlos como un partido político. ¡Eso no corresponde!



¿Existen veinticinco formas de ver al país desde un punto de vista ideológico y de la pluralidad? ¡No existen! 



Subsisten hoy día simplemente porque hemos bajado los umbrales respecto a la constitución de partidos. Tiene que haber un incentivo para conformarlos; pero no simplemente que porque, alguien se enoje con un partido, emprenda y fácilmente constituya otro. 



Estamos de acuerdo con los independientes, ¡absolutamente!, y lo hemos señalado. Pero con el independiente que está en las buenas y en las malas. Al independiente que es electo como tal y se mantiene de ese modo, ¡vaya nuestro reconocimiento! Y debe haber un estatuto sobre eso. 



Pero no puede ser que alguien se declare independiente después de que fue electo por un partido, por una sigla; que fue apoyado y respaldado por el entorno, por la historia y por el financiamiento de un partido, para que luego, dentro del proceso, se cambie. 



Yo entiendo que alguien pueda terminar su militancia en un partido, porque se replantean los principios, existe una coyuntura o se da una situación puntual. Pero creo que, si nosotros buscamos mayor estabilidad, mayor capacidad de entendimiento, como en el funcionamiento de los comités, claramente es más razonable el debate respecto de posturas políticas ideológicas y no simplemente de posiciones personales.



Por eso, voto a favor de este proyecto. Y espero que se pueda tramitar lo antes posible la reforma constitucional, que despachamos con mucho esfuerzo desde este Senado y que se encuentra en la Cámara de Diputados.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Saavedra.

El señor SAAVEDRA.- Gracias, Presidente.



Las democracias modernas se ven amenazadas. Hoy hemos visto cómo uno de los candidatos ha dicho: “Voy a gobernar por decreto”. Y se olvida que el Congreso, sus dos cámaras, son consustanciales a la democracia. Si no existe el Congreso, si no existen las dos cámaras, no existe democracia. Usted puede gobernar con el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial. Eso ya pasó: hubo diecisiete años de ese tipo de Gobierno. Y si se va a mantener esa herencia, cuidado, es peligroso.



Por tanto, el rol de las fuerzas políticas es restituir la confianza de los ciudadanos en el sistema político. Y es un desafío que se debe asumir por las debilidades que hemos tenido de un tiempo a esta parte.



Por otro lado, hay que fortalecer las diferentes instituciones democráticas. No podemos debilitarlas. Tenemos que darles cauce normal para que estas instituciones sean partes relacionadas directamente con la democracia. Por lo tanto, hay que asegurar su funcionamiento, y no debilitarlo.



En consecuencia, el rol de los partidos políticos -por eso esta reforma- es clave en el diálogo democrático. Son las instituciones llamadas a canalizar los debates y las demandas sociales. Ese es el rol de los partidos: estructurar las competencias electorales; dar garantías a todos los que quieran participar plenamente, en el sentido de que van a ser considerados en sus listas y en las competencias electorales.



Por consiguiente, les cabe la construcción de mayorías para dar gobernabilidad y establecer una gobernanza adecuada para el país, y, con ello, robustecer la democracia.



¿Dónde y por qué se produce el debilitamiento del sistema político? A partir del fraccionamiento del sistema de partidos. Hoy existen veintitrés, veinticuatro partidos, y eso es mucho para un país como el nuestro. Eso lo único que hace es debilitar el sistema.



También es complicado el surgimiento de partidos políticos sin arraigo, cuando no se tiene identidad, pertenencia. No es solamente formar el partido político porque me enojé, porque me fui, porque no estoy de acuerdo, porque tengo desavenencias con mi dirección o las direcciones de los partidos. No, también debe haber ese arraigo, esa relación con los respectivos territorios, con las organizaciones sociales, con el tejido social donde se está construyendo el partido. Si eso no es así, evidentemente, está destinado al fracaso en el corto plazo.



No se debe dejar de contribuir al fortalecimiento, la estabilidad, la consolidación del sistema democrático. Esa es una tarea permanente de los partidos políticos y del sistema político.



Hemos evidenciado una baja en la confianza de la ciudadanía en los partidos políticos, en el Congreso, en el sistema político. Por tanto, la tarea es justamente redoblar esfuerzos. Y es preciso entender que la institucionalidad, la democracia, el Congreso son consustanciales a la existencia de la democracia como método de gobierno, como método de acuerdo, como método de una gobernanza apropiada y necesaria para nuestra democracia liberal.



Ahora, ¡claro que el excesivo fraccionamiento debilita la democracia! Restringe la posibilidad del acuerdo, del diálogo democrático, de la construcción de proyectos que permitan que el país crezca, se modernice y dé bienestar a los chilenos y las chilenas.



No podemos, por tanto, permanecer impávidos ante este turismo partidario. Aquí mismo ha habido confesiones públicas: “He estado en cinco o seis partidos”. Eso es justamente con lo que debemos terminar. Porque no puede ser que una persona haya pasado por cinco partidos como nada. A lo menos debiera hacerse una autorrevisión: “¿Qué estoy haciendo en la política? ¿Por qué estoy en la política? ¿A qué vengo al Congreso?”.



Por otro lado, están los partidos denominados “pymes” o “de maletín”, que también hacen daño: “Me enojo y formo un partido, o me enojo y represento un territorio”. Y ello se transforma en un modelo de vida que se hace ya insostenible. Eso no es bueno para la democracia. Y uno de los mecanismos que se han representado aquí es el reclamo desde la política a los políticos. Bueno, si está aquí es porque es político, no porque no lo es. Y allí también debe haber un cambio.



Por lo tanto, claramente es un avance la resolución que plantea este proyecto de ley, en el sentido de fortalecer los comités, de fortalecer los partidos, de abordar la situación del financiamiento, de ver los guarismos para la formación de los partidos y su mantención.



Voy a votar a favor, estimado y querido señor Presidente.



Muchas gracias.



(Ingresa a la sala el ministro de Relaciones Exteriores).

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Aprovecho de saludar al canciller.



Tiene la palabra el senador José Manuel Edwards.

El señor EDWARDS.- Gracias, Presidente.



Después de la violencia octubrista, lo que hizo en el fondo la izquierda fue decir: “Mire, acá tenemos el problema de las pensiones, de la salud, de la vivienda, y la cura de todos esos males es una nueva Constitución”. Y, en realidad, eso no tenía nada que ver, pero era una forma que la izquierda planteaba para contar con más poder y así controlarnos desde el Estado.



En este proyecto pasa algo similar.



Efectivamente, hay un problema de fraccionamiento, hay un problema del sistema político. Pero lo que hacen los partidos es decir: “¡Ah, la culpa la tienen los que no son de nuestro equipo, el resto!”.



Por lo tanto, tal como lo hizo la izquierda al señalar que la solución para Chile era una nueva Constitución, los partidos dicen: “El problema es que hay otras personas que nos compiten. Por lo tanto, nosotros quedémonos con todo el poder y a los desafiantes les impedimos la posibilidad de correr en contra de nosotros”.



Eso es exactamente lo que están haciendo. Porque los problemas existen. Pero la solución que se está dando es, en el fondo, una élite que quiere perpetuarse y -como bien decía un senador que me antecedió- vivir de la política, al no existir la posibilidad de que los desafíen.



Una democracia sana, abierta, requiere que los desafiantes tengan alguna posibilidad de ganarles a los incumbentes; que sea razonable que un buen incumbente gane su reelección, pero también que uno malo pueda ser derrotado por un desafiante. Y lo que están haciendo acá es eliminar toda la posibilidad de que alguien corra en contra de ellos, que son los que controlan y quieren cerrar esto.



Ya que se han mencionado algunos libros, quiero decirles a quienes impulsan esto que ojalá puedan leer a los premios nobel de economía Robinson y Acemoglu, que plantean una tesis muy interesante, que la pueden revisar en un libro que se llama Por qué fracasan los países, donde se señala que básicamente las naciones fracasan cuando las instituciones dejan de ser inclusivas. ¿Qué significa eso? Que las instituciones políticas y económicas sean inclusivas. O sea, todo el que se esfuerza puede ser exitoso; todo el que desafía, si lo hace bien, puede ganarle al incumbente. Repito: que las instituciones sean inclusivas. Cuando son exclusivas, los países decaen.



Y ha pasado, y dan ejemplos, en todo el mundo y en toda la historia.



Sucedió, por ejemplo, en la Venecia del siglo XIII, que era abierta a que los comerciantes pudiesen participar, hasta que las familias que tenían más poder dijeron: “¡Oiga!, ¿sabe qué? No permitamos que más comerciantes sean parte del desarrollo de Venecia, tengámoslo todo para nosotros”. Y ahí, entonces, Venecia se fue a pique.



¿Qué ocurrió en Argentina? Ese país, a principios del 1900, tenía instituciones semiabiertas, hasta que llegaron Gobiernos que fueron restringiéndolas, restringiéndolas, y Argentina se fue al pozo.



Lo mismo pasaba en las colonias del Imperio español, en que era la élite de la península ibérica la que dominaba todo. Y, por supuesto, las colonias latinoamericanas terminamos en una pobreza, porque efectivamente las instituciones políticas no eran inclusivas, la gente no podía participar.



Eso es exactamente lo que están haciendo con este proyecto. Es decir: “Si usted no es parte de la facción que domina el partido, usted no podrá ser nunca candidato”. Porque no solo no va a poder ser candidato en el partido que está dominado por una facción que no le asegura, por ejemplo, una primaria o un mecanismo de resolución de controversia justo, sino que ahora ni siquiera podrá irse a otro partido porque vamos a eliminar todos los partidos.



Muy bien lo describía el senador Cruz-Coke. Lo que él quiere es que haya pocas cabezas, preguntarles a dos o tres personas cuáles son las reformas que los chilenos quieren. No, lo importante es que la gente pueda participar y que la política no sea de tres o cuatro personas, que son los que dominan los partidos políticos.



¡Esta reforma es de las más graves que a mí me ha tocado ver!



Yo los invito a que al menos le den una leída a Por qué fracasan los países, si les gustan los autores Daron Acemoglu y James Robinson.



Presidente, voy a votar en contra, porque esto simplemente es un atentado a que la gente pueda competirle a la élite política. Si se aprueba algo como esto, la élite se va a transformar en absolutamente endogámica. Nadie que no esté en el círculo de élite que controla a los partidos podrá ser parte del proceso político, porque, si no está en línea con los intereses de ese círculo, ni siquiera le será posible participar de otros partidos políticos.



El sistema en Chile no es suficientemente maduro, los partidos no son suficientemente institucionales para avanzar en una reforma como esta.



Por eso, con toda la fuerza, voto en contra.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias.



Tiene la palabra la senadora Rincón; después, el ministro, y cerramos.

La señora RINCÓN.- Gracias, Presidente.



La verdad es que lo que debiéramos preguntarnos hoy día es si este proyecto aporta algo para enfrentar los desafíos que amenazan a la democracia: la creciente polarización, la instalación de trincheras ideológicas, el avance del populismo, el uso de ideas identitarias como un arma política y la manipulación de las nuevas tecnologías para distorsionar el debate público.



Esos son los factores que en otros países de nuestro propio continente han erosionado la institucionalidad de la democracia y, en los casos más extremos, han abierto la puerta a derivas autoritarias o derechamente se han valido de estas para perpetuarse en el poder.



Y no estamos hablando de teoría política, Presidente; estamos hablando de realidades que tenemos a la vuelta de la esquina: democracias vaciadas de contenido, parlamentos reducidos a escenarios de insulto y manipulación, sociedades divididas por líderes que solo buscan perpetuarse en el poder.



Escuché con atención las intervenciones de mis colegas, Presidente, y la de uno en particular, que habla de que aquí hay equis número de senadores y diputados que dejan los partidos por los cuales fueron electos por intereses personales.



Voy a hablar por mí, Presidente. 



Después de cuarenta años de militancia -porque creo en los partidos políticos-, me fui del que fuera mi partido político desde que militaba en la secundaria, en los años de la dictadura, con catorce años. Lo dejé porque mi partido renunció a los principios por los cuales entré a militar en él. Y lo hice con dolor, con pesar y con mucha angustia.



Pero, como creo en los partidos políticos y no creo que el camino sea cambiarse de uno a otro, junto a distintos colegas discutimos sobre el tema y emprendimos un nuevo camino: un camino difícil, no exento de dificultades.



Uno de los colegas dijo: “Los partidos reciben financiamiento desde que inician el camino para convertirse en partidos”. ¡Falso! Recién consiguen algo de aporte, escaso y escuálido, cuando son reconocidos como tales en alguno de los dos escenarios existentes hoy en día: cuando se han constituido legalmente en al menos tres regiones contiguas u ocho discontinuas. 



Pero, Presidente, no es sencillo ser partido, no es fácil defender con convicción las ideas en las que uno cree.



Por eso, dejemos las caricaturas de lado.



El problema de este proyecto es que no representa una reforma profunda al sistema político; es maquillaje para hacerles la vida más difícil a los que quieren defender ideas, a los que creen en los partidos.



Lo digo porque en el fondo este proyecto concentra su energía en aumentar a más del doble la exigencia mínima de militancia para formar un partido político, del 0,25 al 0,5, ya no de los electores, sino del total del padrón electoral.



Por tanto, saquémonos las máscaras y hablemos en serio sobre lo que este proyecto pretende.



Reitero, Presidente: es bien curioso que el Gobierno eluda el mandato constitucional de ponerle “discusión inmediata” al proyecto sobre voto obligatorio e insista en arreglarse con este otro proyecto, que, claramente, no aborda los problemas de fondo.



Por eso, Presidente, como demócratas, hemos decidido no respaldar esta iniciativa, pero tampoco oponernos, porque obviamente el debate siempre hay que hacerlo.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Terminó, senadora?



(La senadora Rincón hace un gesto afirmativo).



A continuación, tiene la palabra el senador Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Gracias, Presidente.



Se ha dicho con claridad y coincidimos en que este proyecto y otros de reforma política probablemente tienen elementos importantes, que compartimos, para moderar la fragmentación de los partidos políticos, la indisciplina parlamentaria, y fortalecer a estas colectividades.



Y cuando hablamos de moderar la fragmentación me imagino que no se busca terminar con la diversidad de partidos políticos, porque es lo que permite las identidades territoriales y regionales en relación con objetivos políticos.



Este proyecto tiene cuestiones bien interesantes y por eso vale la pena discutirlo.



No obstante, solo me gustaría agregar, Presidente, que el desprestigio de la política y la desconfianza en el sistema político o en los partidos más bien tienen que ver con cómo ellos actúan o al menos algunos sectores al interior de los llamados “partidos políticos grandes”.



Si no, recordemos solo una situación que no pasó hace mucho tiempo, que es del pasado reciente: la “doctrina Abbott” o cómo llega el señor Abbott a ser fiscal nacional. ¿Qué acuerdos políticos hubo? ¿Qué sectores políticos estuvieron involucrados? En otras palabras, para entenderlo, le dicen: “¿Sabe qué? No investigue más”, o “usted tiene que reunirse con algunos parlamentarios, previo a la votación, para que esta cuestión no avance”.



Ejemplos como ese y otros (podríamos estar conversando toda esta tarde-noche sobre ellos) son los que, a mi juicio, provocan la desconfianza que hoy día se ha instalado. Y entiendo que se están haciendo esfuerzos por mejorar esos aspectos.



El director del Servicio de Impuestos Internos del momento no se querelló contra los involucrados, que habían cometido fraudes, ¡delitos!, a los que acá les llamamos cualquier cosa, siempre con eufemismos.



A mí me parece que esas situaciones y otras tantas más son las que nos llevan a este escenario de desconfianza y a la búsqueda de aparecer con alguna fórmula para decir “¡esta es!, ¡con esto fortalecemos a los partidos y se acaba el problema!”. Aunque también por ahí a veces aparece la intención de acercarse a algún escenario de lo que fue el binominal.



Yo creo que ese no es el espíritu de los que proponen esta iniciativa; pero entra ese apetito y el bichito de intentar reducir a cero a aquellos partidos que desde la diversidad intentamos mostrar, presentar. Lo decían acá recién: no es fácil hacer un partido político, sobre todo hoy día golpear las puertas en las campañas.



Mire, Presidente, por ahí no hemos tenido mucha acogida con una propuesta, con un proyecto muy sencillo que hicimos, como regionalistas independientes, con la senadora Sepúlveda (al que incluso se sumó la senadora Vodanovic), por medio del cual se busca que en la propaganda electoral de aquellos que van como independientes, inscritos por un partido político, se indique qué partido los inscribe, qué está representando, para que haya claridad al respecto. Y eso no les ha parecido bien a varios sectores políticos.



Hablamos de transparencia, hablamos de mejorar, de fortalecer los partidos, pero no queremos que en la elección de diciembre cualquier candidato o candidata que se venda como independiente no indique a qué sector político pertenece.



Entonces, si no queremos un cambio de ese tipo y presentamos otras reformas, yo diría que acá nos engañamos un poco a veces.



Pero hay elementos importantes que discutir y estamos dispuestos a hacerlo, no obstante que haya un ambiente que hoy día nos deja algunos grados de desconfianza.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Gracias, senador.



Tiene la palabra el ministro Elizalde.

El señor LAGOS (Vicepresidente).- Que hable después de la votación.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Sí, ¿cerramos la votación?



No hay más inscritos.



Así que, ¿han votado todos los senadores y las senadoras?



Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos a favor, 4 en contra y 5 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quorum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa las señoras Ebensperger, Núñez, Órdenes, Pascual y Provoste y los señores Chahuán, Coloma, Cruz-Coke, De Rementería, De Urresti, Durana, Espinoza, Gahona, Galilea, García, Huenchumilla, Insulza, Kast, Kuschel, Lagos, Latorre, Moreira, Núñez, Ossandón, Prohens, Pugh, Quintana, Saavedra, Sandoval, Sanhueza y Van Rysselberghe.



Votaron por la negativa los señores Araya, Bianchi, Edwards y Kusanovic.



Se abstuvieron las señoras Rincón y Sepúlveda y los señores Keitel, Velásquez y Walker.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Se propone plazo de indicaciones hasta el lunes 1 de septiembre, a las 12 horas, en la Secretaría del Senado.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Tiene la palabra, por un par de segundos, el ministro Elizalde.

El señor ELIZALDE (ministro del Interior).- Sí, cortito, Presidente, en honor al tiempo, porque además viene otro proyecto bien importante y está aquí el canciller.



Solo quisiera aclarar que el proyecto recién aprobado aborda el tema de la atomización creciente de nuestro sistema político y establece cambios bien específicos y precisos respecto de la regulación de los partidos; reconoce legalmente a los comités, y elimina ciertos incentivos perversos, de carácter económico, para la constitución de partidos.



Entonces, en primer lugar, nosotros tenemos una legislación que establece los partidos regionales, que se constituyen en tres regiones contiguas u ocho no contiguas.



Se entiende que un partido regional es el que tiene una visión, reivindicaciones o propuestas acotadas a una parte de nuestro territorio. Pero lo que hemos visto es que los partidos de carácter nacional utilizan este mecanismo para facilitar su proceso de inscripción, cuando son, en rigor, nacionales.



Por lo tanto, lo primero que se hace es establecer que, para inscribir un partido, no bastan tres regiones contiguas: se requieren las firmas en ocho o más regiones no contiguas.



Y, en segundo lugar, se vuelve a la antigua norma, que existió durante mucho tiempo en nuestra legislación, respecto del número de firmas, que se aumenta al doble. En su momento se disminuyó a la mitad, pero ahora se restablece la norma que regía antes.



Enseguida, el proyecto reconoce legalmente a los comités, que hoy solo cuentan con reconocimiento infralegal: solo en los reglamentos. Se establece una regulación común, pero se deja abierto a los reglamentos para que, de acuerdo con las especificidades de cada una de las cámaras, regulen con mayor precisión a los comités. Se les otorga un reconocimiento legal por la importancia que tienen para la coordinación del trabajo parlamentario.



Luego, se elimina el incentivo perverso de que un partido, por el solo hecho de constituirse, reciba financiamiento público. Por tanto, se establece que debe haber participado en una elección para obtener representación y sobre esa base obtener financiamiento.



No se afectan las normas vigentes para el financiamiento de las campañas. No se modifica el 5 por ciento o el requisito de haber elegido cuatro parlamentarios para mantener el reconocimiento legal. Eso está vigente hoy día. 



Esto no dice relación con el proyecto que se está discutiendo en paralelo en la Cámara de Diputados, correspondiente a la reforma constitucional que establece el umbral para la elegibilidad, que ha generado mucha controversia. 



Este es un proyecto distinto, bien acotado, con el cual se pretende, básicamente, generar desincentivos para lo que hemos denominado “atomización desde la élite”.



Cuando se produce una atomización desde la sociedad, si el Congreso no representa la diversidad de corrientes de opinión que existen en la sociedad chilena y emerge una fuerza nueva, eso renueva la política. Cuestión distinta es que los mismos de siempre, elegidos por los partidos de siempre, una vez electos, se dediquen a constituir otros partidos políticos. Esa es una atomización desde la élite, que no nos parece positiva para lo que requiere nuestro sistema democrático y político.



Por cierto, puede haber diferencias legítimas de una persona con su partido: puede renunciar y formar una fuerza nueva. Solo estamos pidiendo requisitos más exigentes para enfrentar la atomización desde la élite, que no renueva la política, porque los mismos de siempre, ya electos por los partidos de siempre, constituyen nuevos partidos que siguen representados en el Congreso.



Insisto: eso es muy distinto a que surjan fuerzas nuevas desde fuera del Congreso, porque quizá en un momento este no es del todo representativo y emergen con respaldo ciudadano para lograr representación parlamentaria.



Consideramos que este proyecto no aborda ese fenómeno, sino la atomización desde arriba, desde la élite y desde el propio Congreso Nacional.



Muchas gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A usted.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Secretario, dé lectura a la Cuenta agregada.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- Gracias, señor Presidente.



“En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Moción



De los Honorables Senadores señora Provoste, y señores Prohens, Araya y Chahuán, con la que inician un proyecto de ley que concede la nacionalidad por gracia al ciudadano italiano, señor Guido Castagna (Boletín N° 17.763-17).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.”
)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra la senadora Provoste, y después pasamos al próximo proyecto.

La señora PROVOSTE.- Presidente, hace un momento solicité un nuevo plazo, hasta el viernes de esta semana, para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre uso de agua para desalinización (boletín N° 11.608-09), que se encuentra en la Comisión de Recursos Hídricos. Sin embargo, tanto el Ejecutivo como los integrantes de la Comisión, presentes en esta sala, hemos acelerado el trámite de formulación de indicaciones con el propósito de comenzar la votación mañana.



Por lo tanto, solicito reconsiderar el plazo, y fijarlo para hoy, a las 20 horas, a fin de que mañana la Comisión pueda votar este proyecto de ley, que es muy importante.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¿Habría acuerdo para proceder como lo pide la senadora?



Acordado.

ACUERDO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA INTEGRAL ENTRE REPÚBLICA DE CHILE Y EMIRATOS ÁRABES UNIDOS

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Vamos al próximo proyecto.



Secretario, realice la relación y luego le ofreceré la palabra al senador Moreira.



Inmediatamente después, se abrirá la votación y los senadores y senadoras podrán intervenir.



Son dos informes, ¡perdón! 



Entonces, como las mujeres van primero, tiene la palabra la senadora Rincón y después el senador Moreira.

La señora RINCÓN.- No, que rinda el informe Relaciones Exteriores primero y luego yo entregaré el de Hacienda.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- El señor Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Asociación Económica Integral entre la República de Chile y los Emiratos Árabes Unidos, suscrito en Abu Dabi, Emiratos Árabes Unidos, el 29 de julio del 2024, iniciativa correspondiente al boletín N° 17.447-10, que cuenta con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores e informe de la Comisión de Hacienda, este último en cuanto a las materias de su competencia.



El Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho calificándola de “suma”.



--A la tramitación legislativa del proyecto (boletín 17.447-10) se puede acceder a través del vínculo ubicado en la parte superior de su título.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- Este proyecto de acuerdo propone la aprobación de un instrumento internacional cuyo objetivo es profundizar la relación bilateral y abrir nuevos mercados, con vistas a lograr una mayor diversificación de las canastas exportadoras y fuentes de inversión.



La Comisión de Relaciones Exteriores hace presente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, conforme a lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone que en la sala sea discutido en general y en particular a la vez.



La referida comisión deja constancia de que aprobó el proyecto de acuerdo en general y en particular por la unanimidad de sus integrantes, honorables senadores señores Edwards, Insulza, Kast, Latorre y Moreira, en los mismos términos en que fuera despachado por la honorable Cámara de Diputados.



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció respecto del artículo único del proyecto de acuerdo y lo sancionó en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, honorables senadores señora Rincón y señores Galilea, Insulza y Macaya, en iguales términos en que fuera aprobado por su antecesora.



Además, dicha comisión deja constancia del informe financiero considerado en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página 36 del informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y en la página 15 del informe de la Comisión de Hacienda.



Es todo, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación antes del informe.



--Acordado.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- En votación.



(Durante la votación).

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Moreira.

El señor MOREIRA.- En mi calidad de presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, informo el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República de fecha 7 de abril del 2025, con urgencia calificada de “suma”.



Voy a abreviar varios aspectos.



Se hace presente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, de conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión propone discutirlo en general y en particular a la vez.



El objetivo de la iniciativa es profundizar la relación bilateral y abrir nuevos mercados, con vistas a lograr una mayor diversificación de las canastas exportadoras y fuentes de inversión.



La suscripción de este acuerdo con Emiratos Árabes constituye para Chile un nuevo hito en la historia de nuestra política de comercio exterior.



Si bien la política comercial del país ha tendido a ser expansiva y progresiva en el tiempo, abarcando prácticamente todas las áreas geográficas a nivel global, aún persiste el desafío de avanzar en la integración comercial con el conjunto de países del Medio Oriente.



Dentro de esta región, el 2023 Emiratos Árabes Unidos se posicionó como nuestro segundo socio comercial, solo detrás de Arabia Saudita, y ocupó el puesto número 45 a nivel global.



No está de más reiterar la creciente relevancia de Emiratos Árabes en la zona del Golfo. Producto de la inversión y diversificación de su economía, hoy es un importante centro aeroportuario y portuario mundial, un destacado exportador de petróleo y gas, con un notable aumento del sector de servicios, en especial los financieros.



Por lo anterior, será un socio cada vez más importante de nuestro país.



En cuanto a materias innovadoras, el CEPA incorpora temas de vanguardia promovidos activamente por Chile. Es importante destacar las cadenas globales de valor, la transparencia y el apoyo a las pymes.



Asimismo, incluye por primera vez un capítulo específico sobre cadenas globales de valor con un socio extrarregional, lo que consolida el trabajo realizado en años anteriores y marca el inicio de una nueva etapa en el desarrollo de encadenamientos productivos y en la inserción de nuestro país en cadenas globales fuera del continente.



En materia de transparencia, resulta particularmente relevante contar con un capítulo dedicado, lo que destaca la importancia que tanto Chile como Emiratos Árabes Unidos conceden a la certeza jurídica y a la publicidad de toda la regulación y legislación aplicable al comercio, en especial al comercio de bienes y a la exportación agroalimentaria.



Por otro lado, las disposiciones incorporadas en materia de reglas de origen cumplen con los estándares de los acuerdos comerciales modernos y responden a las problemáticas del comercio exterior contemporáneo.



En términos de beneficios, este acuerdo contribuirá a que Chile alcance una mayor diversificación de su oferta exportable, de los orígenes de los bienes y servicios importados, así como de las fuentes de inversión extranjera, objetivos permanentes de nuestra política comercial nacional.



Asimismo, se espera que el CEPA otorgue oportunidades concretas de mejor acceso al mercado emiratí para aproximadamente el 97 por ciento de los productos exportables desde Chile hacia los Emiratos Árabes Unidos y para cerca del 99 por ciento de los productos importables desde dicho país a Chile. 



Finalmente, quiero señalar que otro beneficio significativo es la inclusión de un capítulo sobre comercio digital con los Emiratos Árabes Unidos, país que se ha consolidado como un centro en el área del golfo y que se destaca como un actor cada vez más relevante en el escenario internacional. Este liderazgo digital ha motivado su interés en adherirse al Acuerdo de Asociación de Economía Digital (DEPA), del cual Chile es parte.



Le pido un minuto más, Presidente.



Por último, se deja constancia de que el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión. Y quiero agradecer la presencia del señor ministro y del señor canciller, dada la importancia que tiene este acuerdo comercial.



Es cuanto puedo informar, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Muchas gracias.

El señor PROHENS.- ¿Puede abrir la votación?

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Está abierta.



Tiene la palabra la senadora Rincón.

La señora RINCÓN.- Gracias, Presidente, honorable Sala. 



En mi calidad de presidenta de la Comisión de Hacienda, me corresponde rendir cuenta sobre el trabajo desarrollado respecto del proyecto, que se encuentra actualmente en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Asociación Económica Integral entre la República de Chile y los Emiratos Árabes Unidos, suscrito en Abu Dabi, el 29 de julio del 2024, contenido en el boletín N° 17.447-10.



Este acuerdo tiene por objeto fortalecer la relación bilateral y abrir nuevos mercados con el propósito de diversificar tanto nuestra oferta exportadora como la fuente de inversión que recibe el país.



Su texto, que consta de un artículo único, ya fue conocido y aprobado por la Comisión de Relaciones Exteriores y remitido a esta comisión para su pronunciamiento en las materias de su competencia.



En la sesión de la Comisión de Hacienda del 6 de agosto del 2025, la subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, señora Claudia Sanhueza, expuso los antecedentes del acuerdo. Detalló su estructura, compuesta por un preámbulo de veintiún capítulos y nueve anexos, y sus principales disposiciones en comercio de bienes y servicios de inversión, contratación pública, comercio digital, propiedad intelectual, cooperación económica, empoderamiento de las mujeres y participación de las pymes, entre otras.



Se destacó que el acuerdo contempla eliminación arancelaria inmediata para el 97 por ciento de los productos chilenos exportados a Emiratos Árabes Unidos, que alcanzará un 98 por ciento al tercer año, mientras que Chile otorgará arancel 0 al 99 por ciento de las importaciones desde ese país, con una desgravación gradual de un 0,5 por ciento adicional.



Durante el debate, el honorable senador Insulza valoró que se concrete un instrumento largamente esperado, en línea con los vínculos históricos con el mundo árabe, y relevó su potencial para atraer inversión extranjera.



Durante la sesión se consultó por los beneficios económicos esperados y las estimaciones de impacto positivo, solicitando que la Dirección Económica de la Cancillería remitiera el estudio correspondiente antes de la votación en la sala. La subsecretaria señaló que, si bien la reducción arancelaria implica menores ingresos fiscales en el corto plazo, se proyecta que los beneficios sectoriales y la atracción de inversión compensarán esa merma en el mediano plazo.



Efectivamente, Presidente, la subsecretaria remitió lo solicitado: un estudio que tenía la Subrei sobre el potencial del Acuerdo de Asociación Económica Integral entre Chile y los Emiratos Árabes Unidos. Y este estudio de Emiratos Árabes Unidos, de su rol en la economía global y en el intercambio comercial con Chile, realiza un análisis de comercio potencial basado en un índice de complementariedad económica del International Trade Center (ITC). Este índice mide el grado en que la estructura exportadora de un país coincide con la estructura importadora del otro y, por lo tanto, da cuenta de la relevancia del acuerdo. Acompaña este estudio una serie de datos respecto del porcentaje de productos que en uno y en otro lado se benefician. Lamentablemente, no contiene ningún análisis de impacto económico en el país.



Respecto del informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, se señala que la reducción arancelaria generará una menor recaudación de 3.262,7 millones el primer año y de 3.320,4 millones el segundo año, llegando a 3.378,2 millones en régimen.



No obstante, se indica que la implementación no requiere recursos adicionales, ya que las labores administrativas serán asumidas por el personal y el presupuesto vigente del Ministerio de Relaciones Exteriores.



El proyecto fue sometido a votación en particular y aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, senadores Galilea, Insulza, Macaya y quien habla. 



En mérito de lo expuesto, la Comisión de Hacienda propone a la Sala aprobar el presente proyecto en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Relaciones Exteriores.



Dejo constancia, Presidente, de que existe este estudio que pueden mirar, el cual, lamentablemente, no cuenta con información respecto al impacto económico para el país.



Gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A usted, senadora.

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Antes de ofrecer la palabra, le quiero solicitar a la Sala ampliar la hora de término de la sesión en quince minutos, porque tenemos que votar el proyecto que establece obligaciones para la protección de salud y seguridad del trabajo de los recolectores de residuos.



¿Habría acuerdo?



(El señor Presidente hace sonar la campanilla en señal de acuerdo).



(Aplausos en tribunas). 



¡No se puede aplaudir, muchachos…!

)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Le voy a ofrecer la palabra, muy brevemente, a don Francisco Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en mi calidad de presidente del Grupo Interparlamentario Chileno-Emiratí, quiero señalar que esta es la culminación de un largo proceso, tomó cerca de trece años, donde esperábamos justamente que la Cancillería chilena se abriera a una negociación con Emiratos Árabes.



Fue durante el segundo Gobierno de la Presidenta Bachelet que Edgardo Riveros comenzó un diálogo para avanzar en esta dirección.  Y luego en el Gobierno del Presidente Piñera se instaló una mesa de conversación en Hacienda, a través de la Direcon, donde estuvo trabajando Rodrigo Yáñez, y de la propia Cancillería.



Y fue este Gobierno el que finalmente logró que ese CEPA avanzara, por lo que quiero agradecer el esfuerzo de la subsecretaria Claudia Sanhueza y del canciller, que permitieron justamente aquello.



Ciertamente, las oportunidades que se nos abren con Emiratos Árabes son muy importantes para los efectos de generar un hub de inversiones de Emiratos en nuestro país. 



De hecho, ya comenzó el desembarco de inversión de fondos soberanos hacia nuestro país. El MUT es un ejemplo de aquello. El 90 por ciento de los fondos del MUT fueron justamente fondos soberanos de Emiratos Árabes.



Además, viene un desembarque en la minería y en otras áreas de desarrollo que son muy relevantes para Chile.



Nuestro flujo exportador ha ido aumentando sistemáticamente, en un margen de un 5,9 por ciento, en los últimos años, de manera consistente; basta ver las cifras.



Por otro lado, el CEPA incluye capítulos sobre medidas sanitarias, fitosanitarias, obstáculos técnicos al comercio, cadenas globales de valor, contratación pública, promoción de inversiones, comercio de servicios, comercio digital, propiedad intelectual, cooperación económica, comercio y empoderamiento económico de las mujeres y pequeñas y medianas empresas. 



Este acuerdo representa un paso significativo en la diversificación comercial y de inversiones de la política comercial de Chile. Se erige como el tratado número 36, que abre justamente nuevas estrategias. 



La Cancillería de nuestro país, y particularmente esta Administración, han insistido en la diversificación comercial como una estrategia adecuada. Además de este acuerdo con Emiratos Árabes, va a comenzar una conversación similar con Arabia Saudita, otro socio muy importante del golfo Arábigo. 



Creemos que este es un paso decisivo. Por tanto, apoyar este proyecto va en la dirección correcta. 



Esperamos que este sea el inicio de una nueva relación con el golfo Arábigo, que fue tantas veces invisibilizado, y que va a representar una oportunidad tanto para Emiratos como para Chile desde el punto de vista de las exportaciones, las importaciones y, por supuesto, de la necesidad, justamente, de ser socios comerciales en lo que viene por delante.



Muchas gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A usted, senador Chahuán.



Tiene la palabra don José Manuel Edwards.

El señor EDWARDS.- Gracias.



Primero, por su intermedio, Presidente, quiero felicitar a la Cancillería. Este es un buen acuerdo, que contó con el apoyo de todos quienes formamos parte de la Comisión de Relaciones Exteriores. 



Yo por lo menos creo que es muy importante avanzar en estrechar los lazos con todo el golfo, pero en particular con Emiratos Árabes Unidos.



Por cierto, tener un nuevo mercado para nuestro salmón, nuestros vinos, cerezas, frutas deshidratadas, nuestra carne, o la tecnología que desarrollemos en las regiones o en la región Metropolitana, que puedan llegar a Abu Dabi o a Dubái nos parece que es una excelente noticia y por eso apoyo este acuerdo. 



Ahora, Presidente, pedí la palabra porque quiero dejar constancia de algo importante. 



Cuando se hace un tratado internacional de libre comercio, hay una práctica normal mediante la cual se están agregando otras cosas que en realidad son materias de deliberación interna. En este tratado, por ejemplo, estoy de acuerdo con temas relacionados con emprendimiento, inclusión financiera o cooperación, pero acá se están incluyendo otros que no son parte del libre comercio y se hace un procedimiento exprés para no tener que tramitarlos como leyes. 



En el caso de los tratados, para que sepan quienes nos escuchan, nosotros en el Congreso solamente podemos aprobar o rechazar el todo. No podemos presentar indicaciones ni proponer cambios. Y en el Acuerdo Marco Avanzado con la Unión Europea, así como en este Acuerdo de Asociación Económica Integral con los Emiratos Árabes Unidos, vienen elementos que no tienen nada que ver con el libre comercio. 



En particular, el Acuerdo Marco Avanzado con la Unión Europea considera materias de política interna, las cuales se aprueban de manera exprés, sin la posibilidad de que el Parlamento emita su opinión. Porque después de que los tratados son aprobados con mayoría simple tienen una validez prácticamente constitucional, y resulta que no se pueden modificar esas materias que fueron incorporadas dentro de su texto. Y, claro, si se vota en contra de un tratado existe el problema de que se interprete que uno no quiere fomentar y profundizar las relaciones internacionales con los países con los cuales se firman tales instrumentos. 



Entonces, yo por lo menos quiero dejar constancia, Presidente, de que cuando se vayan a incorporar en los tratados aspectos que no sean de libre comercio sino de una justa deliberación interna, aquellos deberían ser parte del proceso democrático, y eso incluye un procesamiento similar al aplicado acá para las leyes. 



¿Qué significa eso? Que el parlamentario pueda proponer cambios, pueda presentar indicaciones y pueda votar algunas cosas en contra en el debate particular. Y no verse avocado a un todo o nada, que lo deja sin la posibilidad de introducir modificaciones. 



Yo quiero decir que se da la casualidad de que estoy de acuerdo con la totalidad de lo que viene en el presente proyecto, pero sí hago una pequeña reflexión: no corresponde que a través de tratados internacionales de libre comercio se hagan modificaciones a la legislación interna sobre cuestiones no relacionadas. 



Independiente de eso, pienso que se trata de un excelente acuerdo. Creo que debemos fortalecer las relaciones con el golfo Arábigo y con toda esa región, donde existen oportunidades de integración en muchas materias, en particular en el ámbito comercial, y tenemos que avanzar en esa dirección. 



Por eso, apoyo este proyecto de acuerdo y la forma en que la Cancillería ha manejado el asunto como política de Estado, donde han intervenido distintos gobiernos pero la política se ha mantenido, porque considero que Chile no debe quedarse atrás en un mundo competitivo. Quedarse quieto equivale a retroceder. Tenemos que integrarnos, y seguir el camino que nos ha dado progreso en los últimos años. 



He dicho, Presidente

El señor GUZMÁN (Secretario General).- ¿Alguna señora senadora o algún señor senador aún no ha emitido su voto? 

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (31 votos a favor).



Votaron por la afirmativa las señoras Ebensperger, Órdenes, Pascual, Provoste, Rincón y Sepúlveda y los señores Chahuán, De Rementería, De Urresti, Durana, Edwards, Espinoza, Gahona, Galilea, García, Huenchumilla, Kusanovic, Kuschel, Lagos, Latorre, Moreira, Ossandón, Prohens, Pugh, Quintana, Saavedra, Sandoval, Sanhueza, Van Rysselberghe, Velásquez y Walker.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- En la Secretaría se encuentran inscritos cuatro pareos.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Señor canciller, tiene la palabra.

El señor VAN KLAVEREN (ministro de Relaciones Exteriores).- Muy brevemente.



Por su intermedio, Presidente, saludo a todas y todos los honorables senadores, a quienes quisiera simplemente agradecer el muy amplio y transversal apoyo que ha recibido este acuerdo, el cual, como se ha dicho, refleja una política de Estado de diversificación de nuestras relaciones económicas internacionales. Responde a un concepto moderno de un acuerdo integral, que incluye, obviamente, a los Emiratos Árabes Unidos, un socio con gran potencial de desarrollo.



El presente acuerdo es una parte central de nuestra estrategia de aproximación, como aquí también se ha señalado, a los países del golfo, que representan, junto con el sudeste asiático, dos de las áreas más dinámicas del comercio mundial, con un potencial muy relevante en materia de servicios. 



Quisiera simplemente agradecer el apoyo que ha recibido este acuerdo y la gestión que hemos desarrollado mediante esta política de Estado.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Muchas gracias. 



Solicitamos la autorización de la Sala para que ingrese el subsecretario del Trabajo, Pablo Chacón. 



Así se acuerda. 



Vamos al próximo proyecto. 



Después de la relación del Secretario le ofreceremos la palabra al senador Saavedra y luego abrimos la votación. 



Aunque podemos abrir la votación antes de la intervención del senador Saavedra. 



¿Les parece? 



Acordado. 

RECONOCIMIENTO DE FUNCIÓN DE RECOLECTORES DE RESIDUOS DOMICILIARIOS Y OBLIGACIONES PARA LA PROTECCIÓN DE SU SALUD Y SEGURIDAD EN EL TRABAJO

El señor GUZMÁN (Secretario General).- El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce la función de las y los recolectores de residuos domiciliarios y establece obligaciones para la protección de su salud y seguridad en el trabajo, iniciativa correspondiente al boletín 16.846-13. 



El Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”. 



--A la tramitación legislativa del proyecto (boletín 16.846-13) se puede acceder a través del vínculo ubicado en la parte superior de su título.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- Los objetivos de este proyecto de ley son los siguientes. 



Reconocer la importancia de la labor de la recolección de los residuos sólidos domiciliarios efectuada por las y los recolectores, que comprende a barredoras y barredores, conductoras y conductores y peonetas de camiones recolectores. 



Establecer un estatuto legal propio de las trabajadoras y los trabajadores recolectores de residuos domiciliarios en lo relativo a las condiciones sanitarias, ambientales y de seguridad en las que desarrollarán sus labores. 



La Comisión de Trabajo y Previsión Social, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió solo en general esta iniciativa de ley y deja constancia de que aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes, honorables senadores señora Sepúlveda y señores Bianchi, García y Saavedra. 



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 13 y siguientes del informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, así como en el boletín comparado que sus señorías tienen a su disposición.



Es todo, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Se abre la votación. 



Y se ofrece la palabra al senador Saavedra.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- En votación. 



(Durante la votación).

El señor SAAVEDRA.- Gracias, Presidente. 



La iniciativa que hoy vamos a analizar aquí en la sala se originó en la Cámara de Diputados mediante un mensaje del Presidente de la República, señor Gabriel Boric Font, instancia donde fue aprobada por 122 votos a favor y ninguno en contra. 



El texto que se propone al Senado consta de quince artículos permanentes y un artículo transitorio. 



La finalidad del proyecto es reconocer la importancia de la labor de recolección de los residuos sólidos domiciliarios efectuada por los recolectores y las recolectoras y que comprende a barredoras y barredores, conductores, conductoras y peonetas de camiones recolectores, para lo cual se establece un estatuto legal propio de estos trabajadores y trabajadoras. 



De ese modo, se regulan las condiciones sanitarias y ambientales del trabajo desplegado: contar con acceso permanente al agua potable, acceso a servicios higiénicos, contar con lugares habilitados para la alimentación, duchas y cambio de vestimenta. 



Asimismo, las entidades contratantes, los municipios o los gobiernos regionales, deberán elaborar y poner a disposición de las recolectoras y los recolectores un protocolo de prevención y gestión de riesgos, como también ser capacitados en materia de seguridad y salud en el trabajo, y que se les entreguen elementos de protección personal. 



Por otro lado, a las trabajadoras y los trabajadores se los deberá incorporar en los programas de vigilancia ambiental y de salud, y tendrán derecho a un examen anual y gratuito de medicina preventiva. 



En lo que no sea regulado por la ley, se estará a lo dispuesto en lo establecido en la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. 



Señor Presidente, la Comisión escuchó tanto a la exministra del Trabajo y Previsión Social, señora Jeannette Jara, como al actual ministro, señor Giorgio Boccardo, quienes resaltaron que el proyecto de ley comprende una valoración de la importante labor de los recolectores y las recolectoras de residuos domiciliarios, tanto aquellos contratados por las municipalidades como los contratados mediante licitaciones; su derecho a la protección de la salud y la seguridad en el trabajo, y un mejoramiento de las condiciones laborales en las licitaciones. 



Por su parte, la subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Francisca Perales, informó que 263 comunas de las 364 existentes en todo el país cuentan con servicios externalizados de aseo y que para efectos del cálculo del bono de aseo del año 2025 se contabilizan 19.340 trabajadores y trabajadoras. 



La Comisión de Trabajo y Previsión Social, en sesión del 14 de abril del año en curso, recibió en audiencia a ocho entidades representativas de los trabajadores y trabajadoras objetivo de este proyecto de ley, quienes manifestaron inquietud acerca de la aplicación de la ley a los contratos ya adjudicados o en ejecución; la incertidumbre respecto de qué entidad determina el origen laboral de una enfermedad profesional; la ausencia de mecanismos de control o fiscalización de los empleadores, y la poca certeza del real acceso a las prestaciones de salud. 



Señor Presidente, la Comisión de Trabajo y Previsión Social aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, senadora Sepúlveda y senadores Bianchi, García Ruminot y quien habla, teniendo presente que es necesario considerar el proceso de calificación de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, la calificación de trabajo pesado, las condiciones de seguridad en el lugar de trabajo y el establecimiento de incentivos para el mejoramiento de las remuneraciones, materias todas que serán estudiadas en la discusión en particular.



He dicho, Presidente.



Muchas gracias.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- A usted, senador.

La señora PASCUAL.- ¡Presidente!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Hay dos senadores que están pidiendo la palabra, y con eso podríamos cerrar la votación de este proyecto; porque si no, no tendremos el quorum necesario para acordar plazo de indicaciones.

La señora PASCUAL.- Cierre la votación, y después me da la palabra.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Sí, después puede hablar; no hay problema para ello.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- ¿Alguna señora senadora o algún señor senador aún no ha emitido su voto?

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (19 votos a favor y 1 abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Ebensperger, Pascual y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Durana, Gahona, Galilea, Kuschel, Latorre, Moreira, Ossandón, Saavedra, Sandoval, Sanhueza, Van Rysselberghe, Velásquez y Walker.



Se abstuvo el señor Kusanovic.

El señor GUZMÁN (Secretario General).- En la Secretaría se encuentran inscritos cuatro pareos.



(Aplausos en la sala y en tribunas).

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Queda aprobado el proyecto.



¡Ahora pueden aplaudir fuerte! ¡Fueron más o menos nomás los aplausos…!



(Aplausos y manifestaciones a favor en tribunas).



En relación con el plazo para la presentación de indicaciones, se plantea que sea hasta el martes 26 de agosto, a las 12 horas, en la Secretaría del Senado.



¿Les parece a sus señorías?



(Varios senadores y senadoras levantan su mano en señal de acuerdo).



(El señor Presidente hace sonar la campanilla en señal de acuerdo).



Tiene la palabra la senadora Pascual.

La señora PASCUAL.- Gracias, Presidente.



Primero que todo, saludo a los dirigentes de la Federación Nacional de Recolectores y Recolectoras de Residuos de Chile (Fenasinaj), que están en la tribuna; también al ministro del Trabajo y al subsecretario, quienes también se encuentran con nosotros.



No voy a repetir nada de lo que ya se expuso en el informe; solo quiero valorar positivamente este proyecto de ley, puesto que va en beneficio de un sector de trabajadores de nuestro país que se desempeñan en circunstancias bastante precarias y que, además, se exponen a muchos riesgos sanitarios y laborales por la naturaleza de su función.



En tal sentido, aprovecho de reconocer la labor que hicieron en pandemia. Porque no solo los trabajadores y las trabajadoras de la salud estuvieron dando la cara todos los días que ella duró: también los trabajadores y las trabajadoras recolectores de residuos domiciliarios, de la basura, estuvieron junto a todas las comunidades de nuestro país durante la pandemia, y queremos agradecerles por ello.



En relación con este proyecto de ley, se expuso también -y así lo expresaron sus dirigentes- que los trabajadores y trabajadoras recolectores de la basura enfrentan condiciones muy hostiles a raíz del trabajo directo con residuos domiciliarios: exposición a gases tóxicos; temperaturas extremas (lluvia, sol, frío); residuos peligrosos tales como sustancias tóxicas; materiales que pueden ocasionar heridas graves, como, por ejemplo, vidrios, alambres, fierros, agujas, objetos de metal, respecto de lo cual hay que llamar a la conciencia en cuanto a cómo botamos nuestros residuos domiciliarios, para que estos trabajadores y trabajadoras no se vean expuestos a este tipo de accidentes; y materiales biológicos.



A su vez, la falta de servicios sanitarios complejiza aún más su trabajo.



Por ello es un tremendo avance aprobar en general este proyecto de ley, que va a mejorar las condiciones laborales de estos trabajadores.



Según datos de la propia Superintendencia de Seguridad Social (Suseso), entre enero de 2020 y septiembre de 2024 se registraron denuncias por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en el sector de recolección de residuos domiciliarios, considerando una muestra de ciento treinta y dos empresas del rubro; y la información recopilada revela una gran carga de siniestrabilidad laboral que no es reportada. Por lo tanto, es necesario ver cómo podemos mejorar en esa línea las condiciones laborales de estos trabajadores y trabajadoras.



También es preciso estudiar con mayor detención, para la tramitación en particular, cuestiones que han manifestado las propias dirigencias de este sector, como la expuesta por el presidente de Fenasinaj, quien planteó su inquietud con respecto a los contratos en curso, donde no están contempladas varias de las cláusulas que se propone incorporar en este proyecto.



Otro aspecto que destacó dice relación con la ausencia de precisión sobre a quién determina el origen laboral de la enfermedad profesional, ya que -indica- el sistema vigente de calificación, concentrado exclusivamente en las mutuales, se mantiene inalterado en el proyecto y no necesariamente ha reconocido a lo largo de la historia las enfermedades profesionales del sector. Por ello el llamado es a seguir perfeccionando esta materia durante la discusión en particular.



Por todo lo antes dicho, y de verdad con la esperanza de que las condiciones laborales de las y los trabajadores recolectores de basura sean mejor resguardadas con este proyecto de ley, votamos a favor.



Muchas gracias, Presidente.

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Tiene la palabra el senador Bianchi.

El señor BIANCHI.- Muchas gracias, estimado señor Presidente.



Tomé la palabra, más que para hablar de este proyecto, que me tocó tramitar en la Comisión de Trabajo, simplemente para dar las gracias. Porque el ser recolector o recolectora de basura no es un trabajo fácil y al cual se enfrenta cualquier persona. Ya la senadora que me antecedió habló de todas las vicisitudes de un trabajo como este, ¡hasta que te muerda un perro en el camino!



Este proyecto tiene cosas relevantes. Por ejemplo, mejorar las remuneraciones cuando se hacen las licitaciones; garantizar los servicios sanitarios y de limpieza; accesos seguros y protocolo de prevención y gestión de riesgos; calificación de trabajo pesado; existencia de plan de respuesta ante contingencias; hay un rol que tendrá la Superintendencia de Seguridad Social (Suseso), que ojalá haga bien su pega, porque yo tengo bastantes dudas del trabajo que realizan, por lo que espero que aquí se desempeñen bien.



Pero en forma breve quiero dar las gracias, ya que este es un proyecto digno, necesario, merecido y sobre todo justo. ¿Sabe por qué? Porque en mi región -en las tribunas hay gente de la tercera edad- la mayoría de las personas que se desempeñan en este trabajo son viejos que no tienen otra oportunidad laboral. Pero hay que comer, y las pensiones son miserables; hay que trabajar; hay que pagar arriendo; hay que alimentarse.



Por eso muchas veces los vemos haciendo estos trabajos, que son muy duros, por lo que no podemos seguir permitiendo las condiciones laborales que hoy día tienen, que no son nada merecidas ni justas.



Ellos recogen mi basura, su basura, la del ministro, la de toda la gente. Ese es, créame, un trabajo bastante esforzado. Valoro, pues, la labor que hacen. Espero que se avance en esta iniciativa.



Reconozco a los viejos de mi región, porque para ellos no existe el manguito rotador, ni la artrosis, ni el frío. ¡Ahí están, todos los días recogiendo la basura de la gente!



Así que muchas gracias.



Ojalá que este proyecto avance y bien, por la calidad laboral y de vida de esta gente. Espero que algún día nuestros adultos mayores no tengan que estar trabajando hasta sus últimos días, como veo que lo hace esta pobre gente, ¡porque las pensiones en este país son una basura!



Gracias, Presidente.



(Aplausos en tribunas).

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Senador, no es que sean viejos: ¡la ropa será vieja, pero ellos no son viejos!

El señor BIANCHI.- ¡Usted también, Presidente…!

El señor OSSANDÓN (Presidente).- ¡Depende del kilometraje que uno tenga…!



Tiene la palabra el honorable senador Sanhueza, que sé hablará cortito.



Gracias.

El señor SANHUEZA.- Presidente, me voy a tomar el tiempo que sea necesario, por la importancia que tiene este proyecto, sobre todo para quienes están en las tribunas.



Al respecto, no nos olvidemos que el 10 de marzo del 2022 se publicó la ley que declara el 29 de julio de cada año como el Día Nacional del Recolector y la Recolectora de Residuos Domiciliarios. Ese fue un reconocimiento simbólico. Hoy día este proyecto de ley trae algo concreto, pues tiene que ver con cómo mejoramos las condiciones de quienes realizan un trabajo esencial en cada una de las comunas de nuestro país.



Quienes me antecedieron en el uso de la palabra ya se refirieron al proyecto en sí; sin embargo, yo quiero aprovechar la oportunidad para valorar y reconocer lo que hacen día tras día en cada una de nuestras comunas aquellos que muchas veces fueron invisibilizados por la ciudadanía, a quienes muchas veces no se les reconocía la labor que realizaban y que más bien recibían siempre críticas.



De un tiempo a esta parte, y sobre todo en lo que se vivió durante la pandemia, realizando un trabajo que incluso ponía en riesgo su propia salud, han sido capaces de sacar adelante su labor en cada una de nuestras comunas. Por eso creo que este proyecto de ley va en la línea correcta; va en la línea de fortalecer que efectivamente tengan la seguridad social que requiere una labor tan importante.



Por ello voy a concurrir con mi voto a favor. Esperamos que este proyecto -esto se lo pido también al Ejecutivo- se tramite con la celeridad requerida, en reconocimiento a cada uno de los recolectores y recolectoras de basura que tenemos en nuestro país.



Gracias, Presidente.



(Aplausos en tribunas).

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De: señor ARAYA.



Para: director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Antofagasta, con copia a ministro de Vivienda y Urbanismo.



Asuntos: 1) Medidas respecto de situación que afecta a familias beneficiarias de proyectos habitacionales Portal Altos del Sol y Portal Licancabur, comuna de Antofagasta, parte del programa Fondo Solidario de Elección de Vivienda DS 49, desarrollados por empresa constructora PACAL, los cuales no avanzan debido a falta de flujo financiero. 2) Información respecto de causas laborales iniciadas desde 2020 a la fecha en que Serviu de Antofagasta ha sido requerido como responsable subsidiario en relación con incumplimientos laborales de empresa PACAL denunciados por trabajadores desvinculados por ella.



De: señora GATICA.



Para: contralora general de la República.



Asunto: solicitud de fiscalización sobre legalidad y regularidad de actuaciones administrativas relacionadas con ejecución de contrato de obra pública denominado “Conservación Global de Riberas de Cauces Naturales en Cuencas Costeras, Región de Los Ríos 2024-2025”, en particular en sector Estero Pilolcura, comuna de Valdivia, región de Los Ríos, el cual se encuentra paralizado desde junio de 2025, lo que afecta a comunidades costeras de Valdivia.



Para: ministra de Obras Públicas, subsecretario de Obras Públicas y director nacional de Vialidad.



Asunto: solicitud de información detallada sobre estado actual de proyecto “Mejoramiento ruta T-60 S: cruce ruta T-206 Tres Ventanas, comuna de La Unión”. 



Para: subsecretario de Obras Públicas y director nacional de Vialidad.



Asunto: solicitud de información detallada sobre proceso de licitación de proyecto “Asfalto de ruta T-345 El Huichaco Sur, Tramo Tres, sector Los Ciruelos-Malihue, comuna de Mafil”.



Para: subsecretario de Obras Públicas, directora nacional de Obras Hidráulicas y director regional de Obras Hidráulicas de Los Ríos.



Asunto: información detallada sobre estado de proyectos “Mejoramiento y Ampliación Servicio de Agua Potable Rural Cudico, comuna de La Unión”, “Servicio de Agua Potable Rural Santa Ana, comuna de Los Lagos” y “Servicio de Agua Potable Rural Daglipulli, comuna de La Unión”.


Para: directora nacional de Obras Hidráulicas y director regional de Obras Hidráulicas de Los Ríos.



Asunto: solicitud para considerar proyecto de captación que conecte las aguas del lago Ranco al sistema de Agua Potable Rural de Llifén, comuna de Futrono.



Para: alcalde de Futrono.



Asunto: solicitud de plan de contingencia para prevenir agotamiento de recursos hídricos en Llifén durante temporada de verano.



De: señor KEITEL.



Para: ministro de Vivienda y Urbanismo y alcalde de Santa Bárbara.



Asunto: respaldo a consideración prioritaria de comuna de Santa Bárbara en próxima convocatoria de Programa para Pequeñas Localidades.



De: señor NÚÑEZ.



Para: directora regional de Aguas de Coquimbo.



Asunto: sanciones históricas y procesos pendientes, con su estado de tramitación, correspondientes a minera Los Pelambres a propósito del río Cuncumén.



De: señora RINCÓN.



Para: fiscal nacional del Ministerio Público.



Asunto: nombramiento de fiscal con dedicación exclusiva para causa en contra de alcaldes de Río Bueno Luis Reyes Álvarez y Carolina Silva Pérez, por distintos delitos cometidos durante un período de doce años de administración continua, con equipo de apoyo que le permita adelantar y concretar diligencias para proceder a la pronta formalización de las personas involucradas.



Para: ministra de Salud.



Asunto: solicita paralización y revocación de autorización concedida por la Seremía de Salud del Maule para la construcción de un cementerio en un lugar prohibido por la ley, en desmedro de salud y dignidad de una familia de adultos mayores que vive en el sector.



Para: director nacional (S) de Gendarmería de Chile.



Asunto: pide traslado de cabo Jorge Alejandro Cofré, con catorce años de servicio y siempre calificado en Lista de Mérito, desde Centro de Cumplimiento Penitenciario de Copiapó a alguno ubicado en la región del Maule.
)------------(

El señor OSSANDÓN (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:09.

Rodrigo Obrador Castro

Jefe de la Redacción
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